CAPITULO 2.- INCIDENCIA DE LA LEY 27/2013 EN EL HECHO INSULAR. LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS DE CANARIAS Y BALEARES.-

2.1.- INTRODUCCION.-

EL REGIMEN JURIDICO DE LOS CABILDOS INSULARES EN LA CC AA DE CANARIAS
:

Conforme al art. 7.2 del EA de Canarias aprobado por LO núm. 10/1982 modificada por LO núm. 4/1996, se encomienda a los Cabildos Insulares Canarios (en adelante CbI) la administración propia de las islas, bajo los poderes autonómicos originarios (artículo 8.1) de los que no forma parte, Parlamento, Gobierno y Presidente de la CCAA. Estos dos últimos (art. 21), como poder ejecutivo, podrán ejercer las funciones administrativas de las competencias asumidas, mediante la organización de una administración propia o mediante los CbI, conforme disponga una Ley del Parlamento Canario. 

En desarrollo a estos principios el art. 22 EA diseña la forma de articulación de la organización administrativa infrautonómica a efectos del ejercicio de las competencias estatutarias asumidas:
SECCION 3ª. DEL GOBIERNO DE LOS TERRITORIOS INSULARES 

 Artículo 22. 

1. Canarias articula su organización territorial en siete islas, y éstas a su vez en municipios, cuyas instituciones de gobierno local son, respectivamente, los Cabildos Insulares y los Ayuntamientos. 

2. El Cabildo constituye el órgano de gobierno y administración insular. Tendrá autonomía plena en los términos que establece la Constitución y su legislación específica conforme a lo dispuesto en el artículo 32 del presente Estatuto. 

3. A los Cabildos Insulares les corresponde el ejercicio de las funciones que les son reconocidas como propias; las que se les transfieran o deleguen, por la Comunidad Autónoma, y la colaboración en el desarrollo y la ejecución de los acuerdos adoptados por el Gobierno canario, en los términos que establezcan las Leyes de su Parlamento. Las transferencias y delegaciones llevarán incorporados los medios económicos, materiales y personales que correspondan. 
Los Cabildos asumen la representación ordinaria en cada isla de la Administración autónoma, y ejecutan en su nombre, cualquier competencia que ésta no ejerza directamente a través de órganos administrativos propios. 

4. El Gobierno canario coordinará la actividad de los Cabildos Insulares en cuanto afecte directamente al interés general de la Comunidad Autónoma
El EA concibe a los CbI como entes de naturaleza bifronte: administración local e institución de la CCAA, en cuanto pueden ejercer competencias transferidas o delegadas por esta
. En cuanto tales, son parte de la administración autonómica
 como expresan los arts. 47, 49 y 59.2  del T IV Economía y Hacienda del EA hasta tal punto que se requiere de su audiencia en caso de que la reforma del mismo les afecte (art 64 EA
) y teniendo iniciativa legislativa en el Parlamento Regional, conforme el art 11.4 EA. Pero el EA no acabó de erigir  a los CbI como la única instancia ejecutora de las funciones administrativas no normativas de la misma; esto es su administración pública ordinaria en cada una de las islas, ya que le permitía crear “ex novo” su  propia administración pública
. 

En su desarrollo primero la Ley Ley Territorial 8/1986, mas tarde la Ley 14/1990 de 26 de Julio de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas de Canarias, en su artículo 1º consideraba a los CbI como un elemento de las administraciones públicas de la CCAA; recientemente por medio de la Ley 8/2015 de 1 de abril (BOC nº 70 de 14 de abril de 2015) se ha renovado el régimen jurídico de loa CbI, en su art.2 se continúa profundizando en el carácter bifronte: 
	LOS CABILDOS INSULARES COMO ENTE LOCAL 
	Art. 36 de la LRBRL

Arts. 2, 5 a 15 de la Ley 8/2015 de 1 de Abril de Cabidos Insulares

	LOS CABILDOS INSULARES COMO INSTITUCION DE LA CCAA DE CANARIAS
	Arts. 7.2 Y 22 del EA de Canarias

Arts.2, y Capitulo III del Titulo I de la Ley 8/2015 de 1 de Abril de Cabidos Insulares




2.1.1.- ¿CUALES SON LAS COMPETENCIAS PROPIAS DE LOS CABILDOS INSULARES ATRIBUIDAS POR LA LEGISLACION BASICA DE REGIMEN LOCAL?:
Como administración local, (art. 141.4 CE) el régimen competencial de los CbI, denominados entidad equivalente en la poco afortunada denominación de la Ley
, se ha de partir de lo dispuesto en el artículo 7 de la vigente Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (de acuerdo con la modificación operada por la Ley 27/2013
 de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local). 

No obstante la Disposición Adicional 16ª.2 establece que “La aplicación de esta Ley a los Cabildos Insulares Canarios se realizará en los términos previstos en su legislación específica y con estricta sujeción los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera”.

CUESTIONES:

¿Cuál es la incidencia de la LRSAL en las competencias de los Cabildos Insulares?:
De las modificaciones operadas por la LRSAL se pueden extraer las siguientes consecuencias:

a) Las competencias de los CbI son propias o atribuidas por delegación.

b) Las propias sólo podrán ser determinadas por Ley (lo que incluye las previstas en la legislación básica del Estado pero también las transferidas por la legislación autonómica) y se ejercerán en régimen de autonomía y bajo su propia responsabilidad, si bien atendiendo a la debida coordinación con las demás Administraciones.

c) El Estado y la CCAA de Canarias podrán delegarles el ejercicio de sus competencias. La delegación de competencias estatales o autonómicas en los CbI debe ir acompañada de la correspondiente dotación presupuestaria, su duración no será inferior a los cinco años y la Administración que delega, se reservará los mecanismos de control precisos para asegurar la adecuada prestación del servicio delegado. 

Si la CCAA de Canarias delega competencias, o suscribe convenios de colaboración con los CbI
 que impliquen obligaciones financieras o compromisos de pago a cargo de la CCAA, será necesario que ésta incluya una cláusula de garantía del cumplimiento de estos compromisos, consistente en la autorización a la Administración General del Estado a aplicar retenciones en las transferencias que les correspondan por aplicación de su sistema de financiación. 
d) Fuera de las propias o delegadas, podrán ejercer competencias “distintas”
 a las anteriores (art.7.4 LRSAL), por no existir para los CbI la clausula general del articulo 25.1  cuando se den los siguientes requisitos:

· Que no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la hacienda municipal
.

· Que no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio con otra Administración Pública
¿Significa la LRSAL un incremento de la responsabilidad de coordinación y en su caso de ejercicio de competencias  que hasta ahora desarrollaban los municipios, por los CbI?
La Nota Informativa del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de 4 de marzo de 2014 establece los requisitos procedimentales para que se dé la posibilidad de ejercicio de competencias “distintas”, consistente en la emisión de informes necesarios, vinculantes y previos en los términos siguientes (artículo 7.4 LRSAL):

· Informe necesario y vinculante de la Administración competente por razón de la materia y en el que se señale la inexistencia de duplicidades.

· Informe necesario y vinculante de la administración que tenga atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias.  En el caso de Canarias, la emisión de dicho informe le corresponde al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 

Estos informes son vinculantes, por lo que si del primero se deduce que el ejercicio de la competencia en cuestión, no es sostenible para el Ayuntamiento o del segundo, que existe duplicidad en la prestación de los servicios, el Ayuntamiento deberá de dejar de ejercer la competencia en cuestión.

Por tanto, habrá que entender que tras la entrada en vigor de la LRSAL (el 31 de diciembre de 2013) las Entidades Locales municipales ya no podrán seguir ejerciendo competencias que no les hayan sido atribuidas ya sea como propias (por ley) o como delegadas. Esto conllevará la consecuencia de un incremento de la responsabilidad de coordinación y en su caso de ejercicio de competencias  que hasta ahora desarrollaban los municipios, por los CbI. El resultado será la prestación directa o mediante formulas de gestión compartida como consorcios, mancomunidades u otras formulas. 
Conforme dicha Nota: 

	El nuevo marco competencial de CbI sería el siguiente
	-Las competencias  propias del art. 36.1

-Las que, por ley estatal o autonómica, le transfieran, deleguen o encomienden el Estado o la CCAA

- Coordinación en la prestación de determinados servicios obligatorios en municipios con población inferior a 5.000 y 20.000 habitantes cuando estos no procedan a su prestación (art 26.2 y 3).

- La cláusula residual del art. 7.4. Esto es competencias autoatribuidas
.

-Otras funciones recogidas en los artículos 13.5, 27.2 y 116 bis.3 




En suma de una interpretación armónica de los artículos 2.1, 7.2 y 3, así como el 25.1 para los municipios, todos de la LBRL, las competencias denominadas como propias de los entes locales, incluidos los CbI, son: i) todas aquellas que se atribuyen por la ley básica de régimen local, ii) las que enuncie las leyes de desarrollo de este régimen en cada CCAA, iii) la legislación sectorial ya sea estatal o autonómica. Solo las ejercidas en régimen de iniciativa propia o autoatribución, las distintas, deberían cumplimentar los requisitos del apartado 4 del artículo 7
. Entendiendo para los municipios que el apartado 2 del artículo 25, se refiere a competencias mínimas y el 26 a la garantía de prestación de servicios públicos mínimos en función del número de habitantes
.
2.1.2.- CUALES SON LAS NOVEDADES COMPETENCIALES INTRODUCIDAS POR LA LRSAL 
En consecuencia, ordenado por apartados del precepto, las novedades introducidas en el articulado de la LRBRL, en especial el artículo 36 en relación con el 26.3 son:
En el Artículo 36.1.b

Se adiciona la prestación a los servicios de Secretaría e Intervención a los Municipios de menos de 1.000 habitantes, Dado que en Canarias no hay ninguno con esta población no existe esta obligación de garantía.

Ha de entenderse incluido en este apartado, sin embargo, la asistencia letrada y de asesoría jurídica, técnica y económica  que se presta ya por algunos CI, a los ayuntamientos de su isla a través de un servicio de asistencia y asesoría, en los procedimientos administrativos y judiciales en los que aquéllos sean parte, previa solicitud de estos y sin coste alguno para los municipios.
En el Artículo 36.1.c 
Se adiciona a partir del término “supracomarcal” toda la redacción posterior. Ello supone que los CI deberán asumir la prestación del servicio de tratamiento de residuos en los municipios de menos de 5.000 habitantes. Si ya lo vienen asumiendo para todos municipios de su isla, deberán consolidar su prestación ahora por ministerio de la ley, con la necesaria armonización de su coste (Ordenanza de Tasa). 

En el caso del servicio  prevención y extinción de incendios, aunque debe de prestarse por los municipios de más de 20.000 habitantes, asumiendo el CbI el de los municipios con número de habitantes inferior a esa cifra, como en el caso anterior por economía de escala, dimensión, orografía y ubicación de espacios naturales en los municipios canarios debería efectuarse tal prestación, preferentemente a nivel insular
.
En el Artículo 36.1.e 
Se trata de un nuevo texto. En este sentido, estas funciones de coordinación en materia económica-financiera, a tenor del 116. bis, se darán en caso de incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, del de deuda pública o de la regla de gasto.
En el Artículo 36.1.f 

Se trata, también, de la incorporación a la ley básica de un nuevo texto, mediante el cual el CbI deberá asumir la asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria voluntaria y ejecutiva, además del apoyo a la gestión financiera en los municipios de la isla de población inferior a 20.000 habitantes
. 

En este apartado ha de tenerse en cuenta la aclaración que hace el 26.3 (en la nueva redacción) indicativa de que la asistencia se dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios mínimos, lo que significa que la asistencia se convertirá en subrogación en la prestación.
En el Artículo 36.1.g 
Es una nueva incorporación normativa que, en materia de contratación centralizada y al objeto de no ocasionar una sustracción de la competencia municipal de contratación (a tenor de lo dispuesto en el R.D.L- 3/2011 de 14 de noviembre por el que se aprueba el TRLCSP) podría realizarse mediante la incorporación a los Pliegos reguladores de los expedientes de contratación promovidos por el CbI, de una previsión expresa relativa a la posibilidad de que los Ayuntamientos se adhieran a los mismos promoviendo un ahorro generalizado en la licitación al aumentarse el objeto contractual, o en su caso, que se publicara una Instrucción con Pliegos-Tipo. Todo ello sin perjuicio de una posible encomienda voluntaria de los municipios al CbI para que llevase a cabo determinadas contrataciones para todos ellos 
En el Artículo 36.1.h
Otra nueva adición que supone que el CbI asumirá el seguimiento de los costes efectivos
 de los servicios prestados por los municipios de la isla (el texto legal se ha olvidado en este apartado de las islas puesto que sólo habla de provincia) independientemente de su población, puesto que no se limita. Dicho seguimiento podrá desembocar en la colaboración en la gestión eficiente, preludio de la actuación prevista en el  art. 116 bis LRSAL. Teniendo consecuencias ello en la elaboración del plan insular de cooperación de obras y servicios y el otorgamiento de subvenciones del Estado y la CCAA. (artículo 36.2.a).
En el Artículo 36.1.i
Se tendrá que comprobar por cada CbI si el Servicio Canario de Salud se está encargando de la totalidad del mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos en los municipios de menos de 5.000 habitantes o si por el contrario, hay algún Ayuntamiento que lo esté prestando. En todo caso, la Ley 11/1994, de 26 de julio, de Ordenación Sanitaria de Canarias establece en su artículo 47.2 la participación de los Ayuntamientos en la construcción, remodelación y equipamiento de los consultorios locales, así como en su conservación y mantenimiento, en los términos establecidos en el correspondiente convenio de colaboración.

Ha de tenerse en cuenta para todos los apartados este artículo, la distinción en los supuestos de asistencia y coordinación, de los supuestos de prestación efectiva (ejemplo, el tratamiento de residuos, la prevención de incendios, la administración electrónica o la contratación centralizada donde el CbI no asiste ni coordina, sino directamente debe prestar). 

Se observa que la LRSAL en ningún momento prevé la delegación de competencias de los CbI a los municipios, es mas la nueva redacción del artículo 27 ha suprimido el inciso “y otras entidades locales” como si esa técnica de atribución de funciones no existiera, cuando, como se verá es utilizada por la legislación autonómica de desarrollo de régimen local y la sectorial.
2.1.3.- MARCO COMPETENCIAL DE LOS CABILDOS INSULARES COMO ENTES LOCALES EN LA LEGISLACION AUTONÓMICA.-
La ley 8/2015 con una mejor técnica legislativa en su T.I. divide el sistema competencial en un primer Capítulo del Título I en el que se sientan los criterios generales de atribución competencial, en función de si provienen de su condición de ente local o institución de la CCAA, estableciendo como mínimas las siguientes (art.6):
a) Demarcaciones territoriales, alteración de términos y denominación oficial de los municipios.

b) Ordenación del territorio y urbanismo.

c) Carreteras, salvo las que se declaren de interés autonómico, en el marco de lo que disponga la legislación territorial canaria.

d) Transporte por carretera, por cable y ferrocarril.

e) Gestión de puertos de refugio y deportivos, salvo que se declaren de interés autonómico.

f) Turismo.

g) Ferias y mercados insulares.

h) Defensa del consumidor.

i) Asistencia social y servicios sociales. Gestión de la dependencia en los términos que la ley prevea.

j) Las funciones propias de la Agencia de Extensión Agraria. Infraestructura rural de carácter insular. Granjas experimentales.

k) Campañas de saneamiento zoosanitario.

l) Servicios forestales, vías pecuarias y pastos.

m) Protección del medio ambiente y espacios naturales protegidos.

n) Acuicultura y cultivos marinos.

ñ) Artesanía.

o) Cultura, deportes, ocio y esparcimiento. Patrimonio histórico-artístico insular. Museos, bibliotecas y archivos que no se reserve la Comunidad Autónoma.

p) Caza.

q) Espectáculos.

r) Actividades clasificadas.

s) Igualdad de género.

t) Aguas.
CUESTIONES______________________________________________________________

2.1.4. ¿QUE COMPETENCIAS OSTENTAN LOS CABILDOS INSULARES TRANSFERIDAS COMO PROPIAS POR LA LEGISLACION TERRITORIAL DE REGIMEN LOCAL? 
El régimen actual de competencias transferidas no ha resultado afectado, partiendo de lo que indica la LRSAL en su Disposición Adicional 16ª al establecer que “La aplicación de esta Ley a los Cabildos Insulares Canarios se realizará en los términos previstos en su legislación específica y con estricta sujeción los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera”. Por lo que en puridad, todo dependerá de si el ejercicio de las competencias transferidas supone afección o no a estos principios.

Consolidada su posición como ente local, el punto de partida del proceso de consolidación de los CbI como instituciones de la CCAA lo constituye la Ley Territorial 8/1986 y más tarde la Ley 14/1990 de 26 de julio, que sirvieron de cobertura legal a la emisión de los primeros Decretos de transferencias, puesto que ya en el artículo 47 de la primera se determinó sobre qué “materias” se iban a transferir competencias para en lo sucesivo se considerarán como propias de las entidades locales insulares. 

Los Decretos de Transferencias iniciales, antes de la Ley Territorial 14/90, desarrollaron aquel precepto, por lo tanto, las competencias transferidas se conceptuaron como propias también en el artículo 42.2 de la misma.
Dicha previsión legal (tanto de la Ley 8/86 como de la posterior Ley 14/90) ha venido siendo desarrollada por los siguientes Decretos: 
1. En materia de Régimen Local: Decreto 55/1988 (art.2) y Decreto 154/1994  (art. 2. A):
1. Demarcaciones territoriales y alteración de términos municipales. 

a) Creación o supresión de municipios.

b) Incorporación de uno o más municipios a otro u otros limítrofes.

c) Fusión de dos o más municipios limítrofes.

d) Segregación de parte del territorio de uno o varios municipios para constituir otro independiente.

e) Segregación de parte del territorio de un municipio para agregarlo a otro limítrofe.

f) Constitución y disolución de entidades locales inframunicipales.

g) Deslindes de términos municipales.

2. Cambio de denominación de los municipios.

3. Cambio de capitalidad de los municipios
Esta competencia transferida en materia de alteración de términos municipales ha de relacionarse con el nuevo tenor del artículo 13 LRBRL en la redacción dada por la LRSAL  según el cual se establecen nuevos requisitos precisos para proceder a la alteración de los términos municipales. Respecto a la competencia transferida sobre constitución y disolución de entidades locales inframunicipales ha de tenerse en cuenta que conforme al apartado 3 del artículo 24 bis) introducido en la  LRBRL por la LRSAL: “Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera”.
2. En materia de Policía de Espectáculos: Decreto 56/1988 (art.2) y Decreto 154/1994 (art. 2.B):
1. Autorización de bailes y espectáculos.

2. Autorización de prolongación de horario de bares, cafeterías y discotecas.

3. Tramitación y resolución de expedientes sancionadores por infracciones.

4. Expedición de certificaciones.

5. Evacuación de informes y solicitud de los mismos a los Ayuntamientos, Guardia Civil y Gobierno Civil.

6. Gestión y cobro de tasas por espectáculos. 

7. Llevar el Registro de Empresas y Locales de Espectáculos Públicos
Posteriormente la Ley territorial Ley 7/2011, de 5 de abril, de actividades clasificadas y espectáculos públicos y otras medidas administrativas complementarias ha efectuado una remisión generalizada de la mayor parte de las competencias en esta materia a los municipios, cuestión del todo lógica teniendo en cuenta la capacidad de gestión de los mismos y el carácter turístico de la mayor parte de la economía regional. Restando a los CbI solo las siguientes competencias (art.11):
1) La aprobación de ordenanzas insulares en desarrollo de los reglamentos de la presente ley, y la emisión de informe con carácter preceptivo y vinculante de la adecuación a las mismas, de las ordenanzas y reglamentos municipales relativos a las actividades clasificadas y espectáculos públicos.
2) La tramitación y resolución de los instrumentos de intervención previa en materia de actividades clasificadas y espectáculos públicos cuando se proyecten sobre dos o más términos municipales.
3) El ejercicio de las potestades de comprobación, inspección, sanción, revisión y demás medidas de control que afectan a las actividades clasificadas y espectáculos públicos en los mismos supuestos previstos en el apartado anterior.
4) El ejercicio de la alta vigilancia y de la facultad inspectora en relación a las actividades clasificadas y espectáculos públicos de carácter municipal, proponiendo al ayuntamiento respectivo las medidas correctoras que se consideren pertinentes, incoando y resolviendo un procedimiento sancionador en caso de inactividad municipal.
5) Emisión del informe de calificación en los procedimientos de licencias de actividades clasificadas, en los supuestos previstos en la presente ley.
6) Subrogación en las competencias municipales previstas en esta ley, en caso de inactividad de la Administración y a las que no les sea de aplicación el silencio positivo.
7) En caso de denuncia de infracción, el cabildo se podrá subrogar cuando haya inactividad del ayuntamiento en la competencia sancionadora municipal.
3. En materia de Ferias y Mercados Insulares: Decretos 57/1988 (art.2) 58/1988 y Decreto 150/1994 (art.2 ) también en materia de artesanía:
A) En materia de fomento de la artesanía:

1. Promover, subvencionar, coordinar u organizar ferias de artesanía insulares, comarcales y locales o de asociaciones que no excedan del territorio insular, dando cuenta a la Dirección General de Industria a efectos de la elaboración del Calendario Regional de Ferias de Artesanía.

2. Gestionar el Carnet de Artesano en el ámbito insular, dando cuenta de sus actos al Gobierno de Canarias a efectos de información.

3. Tramitar la calificación de empresas artesanas.

4. Llevar el Registro de Artesanos en el ámbito insular, dando cuenta de sus actos al Gobierno de Canarias a los efectos del Registro Regional. 5. Establecer el Censo Artesano en el ámbito insular, trasladando los datos obtenidos al Gobierno de Canarias para la llevanza del Censo Regional.

6. Gestionar y conservar los talleres de artesanía sitos en el ámbito insular. 7. Realizar cursos de artesanía en el ámbito insular. 8. Realizar cursos de apoyo al artesano de interés insular.

9. Edición de publicaciones sobre artesanía de ámbito insular, local o comarcal. 

B) En materia de ferias y mercados insulares:

Las funciones propias de la Comunidad Autónoma sobre ferias insulares reguladas en el Decreto de 26 de mayo de 1943, sobre Celebración de Ferias de Muestras y Exposiciones y Normas complementarias

10. Declaración de Comarcas de Interés Artesanal de ámbito inferior a la isla. 

11. Otorgar subvenciones en materia de fomento de artesanía. 
Dicha regulación se ha de ver complementada en materia de ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante por la regulación contenida en el Decreto Legislativo 1/2012, de 21 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación de la Actividad Comercial de Canarias y reguladora de la licencia comercial
 según el cual (articulo 46.1.c).1) corresponde a los CbI las siguientes:
1. Informe del cabildo insular respectivo para la concesión de la licencia comercial

2. Competencias  en materia de ferias interiores atribuidas por la legislación de régimen local o transferidas o delegadas por la CAC.

3. Participación en los Comités organizadores de las  Ferias y exposiciones oficiales que se realicen en la isla.

4. Informe previo a la aprobación por parte de la Comunidad Autónoma de Canarias de los estatutos de las instituciones feriales de Canarias
4.En materia de Agricultura: Decreto 59/1988 (art.2) y Decreto 82/1989 (arts. 2 y 5) y Decreto 151/1994 (art.2.1):
1) En materia de extensión agraria: 

A.- En relación con los programas insulares de asistencia, asesoramiento técnico y capacitación de los agricultores:

a) El asesoramiento para la mejora tecnológica de todas las producciones agrícolas y ganaderas que se desarrollen en la isla.

b) La preparación, elaboración y edición de publicaciones de divulgación agraria de interés insular. c) La coordinación y las relaciones con las unidades de investigación en programas insulares.

d) Los cursos de ámbito insular de capacitación agraria de carácter específico correspondientes a enseñanzas no regladas.

B.-  En relación con las campañas fitosanitarias:

a) El ejercicio de la vigilancia de campos y cosechas para la detección de los agentes nocivos a los vegetales y delimitación de zonas afectadas, informando a los órganos competentes de la Administración Autonómica de su incidencia, localización e intensidad.

b) La planificación, organización, dirección y realización de campañas insulares para la protección vegetal, informando a la Administración Autonómica. 

c) La organización, dirección y ejecución en el territorio de cada isla, de las campañas fitosanitarias de interés suprainsular reguladas por disposiciones de la Consejería de Agricultura y Alimentación. 

d) La vigilancia del cumplimiento de las disposiciones fitosanitarias en su ámbito insular. 

e) Fomentar las agrupaciones de agricultores para la lucha en común contra los agentes perjudiciales. 

f) Informar a la Consejería de Agricultura y Alimentación sobre la utilidad de un producto fitosanitario, a los efectos de su registro, en relación con aspectos de especial incidencia en la isla. 

 g) Divulgar, informar, asesorar y tramitar los diversos programas y líneas de auxilios económicos a los que puede acceder el agricultor individual así como las entidades asociativas agrarias.

2) En materia de infraestructura rural de carácter insular:

a) La programación, aprobación y ejecución de caminos rurales que sean de utilización pública.

b) La programación, aprobación y ejecución de la infraestructura insular de regadíos de carácter público o colectivo, siempre según lo dispuesto en la Ley 12/1990, de 26 de julio, de Aguas.

c) La programación, aprobación y ejecución de las obras necesarias para la lucha contra la erosión, así como de otras obras de infraestructura que contribuyan al mantenimiento o conservación del suelo rústico.

d) La ejecución de obras de infraestructura rural cuando éstas estén incluidas en zonas y comarcas previstas en el libro tercero de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario de 1973.

e) La ejecución de las obras de infraestructura rural incluidas en los Programas de Ordenación y Promoción de los recursos agrarios de montaña reguladas en la Ley 25/1982, de 30 de junio. 

3. En materia de campañas de saneamiento zoosanitario:  

a) La organización, dirección y ejecución de Campañas Insulares. 

b) La dirección y ejecución de Campañas declaradas por la Comunidad Autónoma como de carácter Regional. 

c) La ejecución de campañas estatales y supranacionales.

d) La proposición de indemnizaciones a que diera lugar la ejecución de las campañas regionales, estatales y supranacionales.

4.Las granjas experimentales 
5. En materia de Cultura, Deportes y Patrimonio Histórico Artístico Insular: Decreto 60/1988 (art.2) y Decreto 152/1994 (art.2):
A) En materia de fomento de la cultura:

1. Subvenciones a Corporaciones Locales y entidades privadas, colectivos y personas físicas para programas específicos de actividades culturales. 2. Ayuda para la atención de gastos corrientes y de adquisición de bienes y de infraestructura de entidades prestadoras de servicios a la cultura. 3. Concesión de becas de estudios en materia de música, artes plásticas, teatro, danza y demás fines culturales. 4. Ayudas y bolsas de viaje para participación en manifestaciones culturales.

5. Planificación, organización y gestión de carácter insular de festivales, jornadas, misiones y efemérides, temporadas, ciclos, conciertos, montajes y otras manifestaciones teatrales, literarias, cinematográficas y de arte lírico, coral o coreográfico.

6. La ejecución de obras insulares incluidas en el Plan Regional de Infraestructura Cultural.

B) En materia de fomento del deporte: 

1. Fomentar y coordinar la práctica del deporte para todos y la educación física no escolar. 

2. Promover la coordinación y armonización de los planes y programas deportivos de los municipios. 

3. Prestar asistencia técnica en materia de instalaciones deportivas a los Organismos públicos y privados que llevan a cabo actuaciones deportivas.

4. La coordinación de las Administraciones municipales de la isla en la promoción y difusión de la cultura física y deportiva. 

5. Creación de Escuelas de Iniciación en el ámbito municipal y de perfeccionamiento en el ámbito insular de deportes. 

6. Promover la celebración de cursos y campañas de iniciación, adaptación y perfeccionamiento en el ámbito del deporte de tiempo libre y deporte para todos. 

7. Elaboración, aprobación y ejecución de los Planes Insulares de construcción, modernización y ampliación de instalaciones deportivas, ateniéndose a las directrices del Plan Canario de Infraestructura Deportiva.

8. La ejecución de obras insulares incluidas en el Plan Regional de infraestructura deportiva. 

C) En materia de conservación y administración del patrimonio histórico-artístico insular: 

1. Ejercer la potestad expropiatoria, derecho de adquisición preferente y retracto de bienes integrantes del patrimonio histórico-artístico insular. 2. Ordenar las medidas de garantía que prevea la legislación vigente para la custodia de las piezas del tesoro documental y bibliográfico en los casos de riesgo inminente para su conservación.

3. Autorizar y suspender, en su caso, las obras que afecten a los Bienes de Interés Cultural que se hallen en Canarias, declarados como tales o en trámite de declaración, de acuerdo con lo establecido en la legislación vigente.

4. Suspender las obras de demolición total o parcial, o de cambio de uso, de los inmuebles integrantes del patrimonio histórico o declarados de interés cultural, en los casos legalmente establecidos.

 5. Emitir informe preceptivo y vinculante en relación con todos los Planes Especiales de Protección de los Conjuntos Históricos, Sitios Históricos y Zonas Arqueológicas. 

6. Autorizar el cambio de uso que se pretenda efectuar respecto de un Bien de Interés Cultural o de un bien incluido en el Inventario Regional, y en su caso, en el Inventario General. 

7. La creación y gestión de un Registro de Bienes inmuebles, y de un Inventario de Bienes muebles, de interés histórico, radicados en su ámbito territorial de competencias. 

8. La creación y gestión de los órganos a que se refiere el artículo 23.2 del Decreto 305/1991, en la que tenga representación la Comunidad Autónoma de Canarias. 

9. Audiencia en el procedimiento de elaboración normativa. 

10. La potestad sancionadora respecto de las funciones que tiene atribuidas. 

11. La Inspección de patrimonio histórico insular
En materia de deportes el artículo 9 de la Ley 8/1997, de 9 de julio, Canaria del Deporte detalla las competencias propias de los CbI en esta materia que son las siguientes:
1. Las atribuidas por la  legislación de régimen local y las transferidas en virtud de la Ley 14/1990, de 26 de julio, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas de Canarias y demás disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Canarias.

2. La promoción de la actividad física y deportiva, fomentando especialmente el deporte para todos.

3. La determinación de la política de infraestructura deportiva de cada isla, dentro de los parámetros del Plan Regional de Infraestructuras Deportivas de Canarias, llevando a cabo la construcción y mejora de las instalaciones deportivas, directamente o en colaboración con los ayuntamientos.

4. La gestión de las instalaciones deportivas de titularidad pública, cuando éstas no sean de titularidad municipal o, por su carácter singular e interés suprainsular, se las haya reservado la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.

5. Velar por el cumplimiento de las condiciones reglamentarias de seguridad e higiene de las instalaciones y competiciones deportivas de ámbito insular.

6. Velar, en el marco de sus competencias referidas a la ordenación del territorio insular, por el cumplimiento de las previsiones urbanísticas sobre reserva de espacios y calificaciones de zonas para la práctica del deporte y el emplazamiento de equipamientos deportivos.

7. El otorgamiento de licencia para la instalación y explotación de establecimientos destinados a la enseñanza o práctica de cualquier clase o modalidad de actividad deportiva.

8. Aquellas otras competencias que le sean atribuidas, transferidas o delegadas
Por su parte, conforme la Ley 4/1999 de 15 de marzo de patrimonio histórico son competencias de los CbI, (artículo 8):
1. Ejercicio de las competencias en materia de conservación y administración del patrimonio histórico insular, transferidas en virtud de la Ley 14/1990, de 26 de julio, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas de Canarias.

2. Velar, en tanto que institución de la Comunidad Autónoma, y en cumplimiento del deber de colaboración, por la ejecución de los acuerdos y resoluciones de la Administración Pública canaria.

3. Autorizar obras y usos a realizar en los Conjuntos Históricos en tanto no se aprueben los correspondientes Planes Especiales de Protección.

4. Autorizar, previo informe de la Comisión Insular de Patrimonio Histórico, el uso y las obras a realizar en los bienes de interés cultural y las intervenciones de restauración o conservación a llevar a cabo en los bienes incluidos en el Inventario de Bienes Muebles.

5. Emitir informe preceptivo y vinculante en la tramitación de los Planes Especiales de Protección de los Conjuntos Históricos, Zonas Arqueológicas y Sitios Históricos. Asimismo, emitir informe en la tramitación de los catálogos arquitectónicos municipales, y en todos aquellos casos en que los instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico afecten a bienes de interés cultural o incluidos en cartas arqueológicas o etnográficas.

6. Incoar y tramitar los expedientes de declaración de bienes de interés cultural, elevándolos al Gobierno de Canarias para su aprobación, así como las modificaciones de dichos expedientes.

7. Suspender las obras y usos que se lleven a cabo sin la autorización, así como las excavaciones arqueológicas que no se realicen de acuerdo con las condiciones señaladas en la autorización, en el supuesto de que el Cabildo Insular tenga encomendada su ejecución.

8. Adoptar en caso de urgencia medidas cautelares para impedir las actuaciones que signifiquen un riesgo o perjuicio para el patrimonio histórico.

9. Hacer uso de los derechos de tanteo y retracto de los bienes históricos en los casos previstos por esta Ley.

10. Definir la política insular en materia de conservación y restauración del patrimonio histórico, estableciendo las prioridades adecuadas y ejecutando las obras necesarias a tal fin, en coordinación con la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.

11. Diseñar y ejecutar la política de museos y parques arqueológicos de interés insular, así como autorizar la creación de los museos de ámbito municipal, coadyuvando a su correcto funcionamiento.

12. Difundir y dar a conocer los bienes integrantes del patrimonio histórico de Canarias que radiquen en su ámbito insular.

13. Ejercer la potestad expropiatoria en los casos previstos en la Ley Territorial 4/99.

14. Ejercer la potestad inspectora y sancionatoria en los supuestos establecidos en la presente Ley
6.En materia de Transportes Terrestres: Decreto 61/1988 (art. 2)
1º.- La concesión, autorización y explotación de los transportes por cable, tanto públicos como privados dentro de las normas generales para las instalaciones y explotación dictadas o que pudieran dictarse por la Administración del Estado y por la Comunidad Autónoma de Canarias en beneficio de la seguridad de los viajeros en este medio de transporte.

2º.- Establecimiento y explotación de estaciones o vehículos de servicio público de viajeros o mercancías por carretera

3º.- La concesión, autorización y explotación de los siguientes servicios de transportes mecánicos por carretera:

Servicios públicos regulares de viajeros, mercancías y mixtos.

Servicios públicos discrecionales de viajeros, mercancías y mixtos.

Servicios privados complementarios.

Autos de alquiler sin conductor.
Conforme la Ley de Transportes Terrestres de Canarias 13/2007 modificada por Ley 6/2011, de 21 de marzo son competencias de los CbI las siguientes:

Artículo 7 Competencias de los Cabildos Insulares: 
1. Los Cabildos Insulares ostentan en materia de transporte por carretera las competencias que la legislación de régimen local les atribuya, así como las transferidas por la Comunidad Autónoma de Canarias y, en particular, las siguientes: 
a) La programación, la planificación y la coordinación insular del transporte por carretera en el marco de la planificación autonómica, territorial y sectorial, de esta clase de transporte. 
b) La elaboración de los Planes Territoriales Especiales de Transportes recogidos en las Directrices de Ordenación del Territorio. 
c) La participación en la definición de la política general de los transportes en la Comunidad Autónoma de Canarias, en particular de carreteras, y en la planificación de la movilidad. 
d) El establecimiento y prestación de servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera no urbanos. 
e) La gestión y concesión de autorizaciones y demás títulos habilitantes referidos a los transportes por carretera y de las actividades relacionadas con los mismos. 
f) La elaboración y ejecución de los planes y campañas de inspección de las empresas y actividades relacionadas con los transportes por carretera, así como la inspección, control y vigilancia de las mismas. 
g) La incoación, tramitación y resolución de los expedientes sancionadores. 
h) La autorización del establecimiento y, en su caso, la construcción y explotación de las estaciones de vehículos de servicios públicos de viajeros y mercancías por carretera, y demás infraestructuras de apoyo a los transportes de ámbito insular. 
i) La creación de la organización administrativa necesaria que haga efectiva la integración insular del transporte público regular de viajeros, sin perjuicio de la participación en la misma de otras administraciones. 
j) La planificación, regulación y autorización de las zonas de prestación conjunta y áreas sensibles en el transporte público en taxis. 
k) La adecuación de las infraestructuras de los transportes que sean de su competencia a las necesidades de los mismos de acuerdo, en su caso, con las previsiones contenidas en los instrumentos de ordenación de los transportes que afecten a dichas infraestructuras. 
l) La construcción y explotación de los intercambiadores modales. 
m) Cualquier otra que pueda ser transferida o delegada por la Comunidad Autónoma de Canarias. 
2. Mediante convenio, los Cabildos Insulares gestionarán las competencias en materia de transporte terrestre que corresponden a la Comunidad Autónoma de Canarias en virtud de Ley Orgánica 5/1987, de 30 de julio (LA LEY 1689/1987), de delegación de facultades del Estado en las Comunidades Autónomas en relación con los transportes por carretera y por cable. 
Asimismo el Decreto 159/1994 (art.2), Decreto 183/2005 (modificación) estableció como competencias de los CbI:
1. La concesión y el otorgamiento de autorizaciones de los transportes por cable.

2. La concesión y el otorgamiento de autorizaciones de los servicios públicos regulares de viajeros y mixtos.

3. El otorgamiento de autorizaciones de los servicios públicos discrecionales de viajeros, mercancías y mixtos.

4. La gestión del trámite de otorgamiento de autorizaciones de los servicios privados complementarios.

5. La gestión del trámite de otorgamiento de autorizaciones de vehículos de arrendamiento con y sin conductor.

6. Autorizar el establecimiento y, en su caso, ejercer por sí mismos las funciones de construcción y explotación de las estaciones de vehículos de servicios públicos de viajeros y mercancías por carretera, en los términos de la legislación aplicable.

7. La elaboración y ejecución de los planes y campañas de inspección de las empresas y actividades relacionadas con los transportes terrestres y por cable.

8. La inspección, control y vigilancia de las empresas y actividades citadas en el párrafo anterior.

9. La incoación, tramitación y resolución de los expedientes sancionadores por infracción a la normativa de los transportes terrestres y por cable.

10. La tramitación y concesión de subvenciones y ayudas económicas en materia de transportes.

11.- La explotación directa de los servicios públicos de transporte regular de viajeros por carretera o por cable.
7. En materia de Turismo: Decreto 62/1988 (art.2) y Decreto 156/1994 (art.2):
a) 1 La tramitación y resolución de los expedientes de apertura y funcionamiento y cese de la actividad de los establecimientos turísticos, excepto los referidos a las agencias de viajes, dando cuenta inmediata de sus resoluciones a la Comunidad Autónoma a los efectos de su inscripción en el Registro Regional de Empresas Turísticas.

b) 2. La clasificación y reclasificación de los establecimientos turísticos.

c) 3. La tramitación y resolución de los expedientes relativos al cumplimiento de los requisitos mínimos de infraestructura de los establecimientos turísticos.

d) 4. La recepción y sellado de las relaciones y listas de precios de las empresas turísticas.

e) 5. La tramitación y resolución de los expedientes de cambio de titularidad de las empresas turísticas transferidas dando cuenta inmediata a la Comunidad Autónoma de Canarias, a efectos registrales. 

f) 6. La evacuación de informes previos al definitivo a elaborar por la Comunidad Autónoma en los expedientes de subvenciones que la Administración Central del Estado pueda conceder a instituciones y entidades de ámbito territorial insular, vinculante en caso de ser negativo, así como a empresas radicadas en cada isla, que serán remitidos a la Comunidad Autónoma. 

g) 7. La evacuación de informes previos al definitivo a elaborar por la Comunidad Autónoma en los expedientes de solicitudes de los créditos, convocados por el Estado, que serán remitidos a la Comunidad Autónoma.

h) 8. La audiencia previa a la elaboración del calendario de actividades anuales de promoción del turismo de Canarias en el extranjero que haga la Comunidad Autónoma.

i) 9. La audiencia previa en la planificación y programación de las actividades del sector turismo, de la infraestructura y de la oferta turística.

j) 10. La promoción singular del turismo insular en los términos que establezca la normativa de la Comunidad Autónoma.

k) 11. La autorización, control, tutela y coordinación de las entidades locales o zonales de fomento del turismo
Las competencias inicialmente transferidas por dicha norma reglamentaria han sido ampliadas por las prescripciones de la Ley 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del Turismo de Canarias
, la Ley 19/2003, de 14 de abril, por la que se aprueban las Directrices de Ordenación General y las Directrices de Ordenación del Turismo de Canarias y la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de renovación y modernización turística de Canarias
 según las cuales corresponden a los CbI las siguientes: 
1. Formulación de los  Planes Territoriales Especiales de Ordenación Turística Insular.
2. La promoción turística de su isla en coordinación con los municipios turísticos, conforme al principio de unidad de destino reconocido en esta Ley.

3. La coordinación de los servicios de promoción y fomento del turismo que desarrollen los municipios de la isla respectiva.

4. El desarrollo de la política de infraestructuras turísticas de su isla, especialmente dentro de los Planes Insulares de Ordenación.

5. La coordinación de las actuaciones que, en materia de infraestructuras turísticas, verifiquen los municipios de la isla respectiva.

6. La asistencia y la cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios de su isla, en materia turística
8.En materia de Viviendas: Decreto 64/1988 (art.2):

1º.- Control administrativo de las viviendas de protección oficial de promoción privada

2º.- Rehabilitación, conservación y mejora del patrimonio inmobiliario residencial, a través de la ejecución de programas propios o mediante la actuación de las medidas de fomento previstas en la normativa general vigente. 

3º.- Policía de vivienda y en particular de sus condiciones de habitabilidad.

4º.- Proponer al Gobierno de Canarias la   declaración de áreas de rehabilitación integradas en los conjuntos urbanos y áreas rurales de interés arquitectónico, histórico, cultural o ambiental.

5º Acordar la descalificación de viviendas de protección oficial sea con motivo de la instrucción de expediente sancionador, sea  a petición del interesado.

6º.- Conceder la autorización de demolición de inmuebles, cuando ésta sea exigida por aplicación de la legislación de arrendamientos urbanos.

7º.- Imponer multas coercitivas en expedientes sancionadoras de viviendas de protección oficial.

8º.- Acordar las medidas de ejecución subsidiarias y de condonación parcial de multas relativas a expedientes sancionadores del régimen de viviendas de protección oficial.

9º.- Otorgar la calificación provisional y definitiva de VPO y resolver sobre los expedientes de rectificación, tramitación, decaimiento, caducidad, rehabilitación y los tramitados por cualquier otra incidencia derivada de las cédulas de calificación.

10º.- Resolver los recursos que presenten los inquilinos contra los incrementos de rentas para viviendas de protección oficial

11º.- Autorizar la venta a los arrendatarios de viviendas de protección oficial de promoción privada.

12º.- Acordar el desahucio  y en su caso lanzamiento de los beneficiarios, ocupantes o arrendatarios de las viviendas o locales de protección oficial, propiedad de la Comunidad Autónoma o de los promotores.

13º- Autorizar las ventas o arrendamientos de viviendas destinados a minusválidos, promovidas privadamente y que no hayan podido ser adjudicadas.

14º.- Visar los contratos de compraventa y de arrendamiento de viviendas de protección oficial.

15º.- Otorgar autorizaciones para obras de modificación, mejora y reforma de las viviendas y locales de protección oficial así como para el cambio del régimen de uso de tales inmuebles.

16º.- Ejercer las funciones de registro y control sobre publicidad de venta o arrendamiento de viviendas de protección oficial.

17º.- Incoar y resolver expedientes sancionadores en materia de infracciones  al régimen de viviendas de protección oficial, pudiendo adoptar las medidas cautelares contempladas en la normativa vigente, así como tramitar a resultas de aquéllos, y en los casos establecidos legalmente, la expropiación de viviendas por incumplimiento de la función social de la propiedad.

18º.- Tramitar y decidir sobre los expedientes instruidos en razón de deficiencias higiénico-sanitarias de toda clase de inmuebles dedicados a morada humana.

19º.- Autorizar la desocupación de las viviendas de protección oficial por razón justificada a petición de los interesados.

20º.- Expedir los certificados acreditativos de cumplimiento de los requisitos necesarios para la percepción de subvención, subsidiación de intereses, préstamos o cualquier otra modalidad de ayuda personal para el uso o acceso a viviendas de protección oficial o como consecuencia de rehabilitación de viviendas.

21º.- Expedir las cédulas de habitabilidad y cualquier otra determinante del acceso de las viviendas a los servicios públicos  de suministro en razón de su nivel de aptitud para la constitución de morada humana.

22º.- Instar las medidas excepcionales del desahucio y alquiler obligatorio previstas en la legislación de arrendamientos urbanos, cuando las circunstancias lo aconsejen.

23º.- Autorizar las cuantías y modalidades de entregas de cantidades a cuenta tanto para viviendas de protección oficial como para viviendas libres.

24°) La conservación y administración de las viviendas de promoción pública de la titularidad de la Comunidad Autónoma.

25°) La formalización de los contratos de compraventa y arrendamiento de viviendas y locales promovidos por el Gobierno de Canarias, de acuerdo a los resultados de los procesos de adjudicación.

26°) La constitución y cancelación de las hipotecas de las viviendas adjudicadas en régimen de venta
Más tarde en la Ley 2/2003, de 30 de enero, de Vivienda de Canarias, las competencias de los CbI se reflejan en su artículo 5 
Artículo 5.- Competencias de los cabildos insulares. 

1. Los cabildos insulares, en los términos de la legislación autonómica, son titulares de las siguientes competencias: 

a) Policía de vivienda. 

b) Conservación y administración del parque público de viviendas de ámbito insular. 

c) Coordinar la intervención municipal en la gestión del parque público de vivienda. 

2. Las competencias enunciadas en las letras a) y b) del apartado anterior serán ejercidas por el Instituto Canario de la Vivienda cuando así se convenga entre el propio Instituto y el cabildo correspondiente. 

3. Asimismo, previo convenio con el Instituto Canario de la Vivienda, los cabildos insulares podrán asumir la ejecución del Plan de Vivienda en su isla respectiva, así como cuantos otros asuntos acuerden con el Instituto Canario de la Vivienda, directamente o, en su caso, a través del Consorcio Insular de Vivienda al que se refiere el artículo 3 e) de esta Ley. 
En esta materia ha de tenerse en cuenta además, el Decreto 2/2004, de 27 de enero, por el que se aprueban las Normas Provisionales de Organización y Funcionamiento del Instituto Canario de la Vivienda que en su artículo Art. 2.3 expresa que “El Instituto Canario de la Vivienda podrá asumir, mediante convenio, la gestión de las competencias de los cabildos Insulares en materia de vivienda.”
9. En materia de Carreteras: Decreto 65/1988 (art.2) y Decreto 157/1994 (art.2):
1.- Catalogación e inventario. 

1.1. Colaborar en la confección y mantenimiento actualizado del Catálogo de las Carreteras de Canarias.

2. Planificación, Estudios y Proyectos. 

2.1. Informar el proyecto del Plan Regional de Carreteras. 

2.2. Redactar los Planes Insulares de Carreteras. 

2.3. Informar el contenido de las figuras de planeamiento urbanístico o de sus modificaciones o revisiones, que afecten a carreteras insulares, así como a las determinaciones de los Planes Insulares de Carreteras, así como emitir directrices vinculantes de acuerdo con lo previsto en el artículo 16.2 de la Ley de Carreteras.

2.4. Aprobar los estudios y proyectos de carreteras de interés insular. 

2.5. Programar los proyectos, financiación y ejecución de las carreteras de interés insular.

3. Ejecución. 

3.1. Construcción de carreteras de interés insular y dirección técnica de las obras.

3.2. Ampliación del número de calzadas, acondicionamiento de trazado, ensanches de plataforma, mejoras de firme y ejecución de variantes de carreteras de interés insular.

4. Explotación de carreteras insulares, que comprende las funciones de: 

4.1. Conservación y mantenimiento. 

4.2. Defensa de la vía y de su óptima utilización, incluyendo la señalización, la ordenación de accesos y la regulación del uso de las zonas de dominio público, servidumbre y afección. 

4.3. Concertar la explotación de áreas de servicio mediante sistemas de gestión indirecta de servicios públicos.

5. Uso y defensa de carreteras insulares, que comprende:

 5.1. Otorgamiento de autorizaciones para la realización de obras en zona de dominio público. 

5.2. Otorgamiento de autorizaciones para la realización de obras en la zona de servidumbre de las carreteras, así como utilización o autorización de la utilización de dicha zona por razones de utilidad pública, interés social o cuando lo requiera el mejor servicio de la carretera. 

5.3. Otorgamiento de autorizaciones para la ejecución de obras e instalaciones fijas o provisionales, reparación y mejora de las mismas, cambio de uso o destino y tala de árboles en la zona de afección. 

5.4. Adopción de medidas de paralización de obras y suspensión de usos no autorizados o que excedan de las condiciones establecidas en la autorización que vengan realizándose en zonas de dominio público, servidumbre o afección, así como dictar las resoluciones procedentes respecto a la reposición al estado primitivo o legalización. 

5.5. Regular y reordenar los puntos de acceso a las carreteras y convenir, en términos legalmente establecidos, la financiación compartida de los accesos no previstos. 

5.6. Imposición, con carácter excepcional, de limitaciones temporales a la circulación de todos o ciertos vehículos o usuarios en determinados tramos o partes de la carretera. 

5.7. Autorizar usos especiales de la vía en los supuestos legalmente previstos. 

5.8. Instalación o autorización de la instalación de estaciones de aforo y pesaje.

6. Infracciones y sanciones. 

6.1. Incoación y tramitación de expedientes sancionadores e imposición de sanciones por infracciones en carreteras insulares.

7. Redes arteriales y tramos urbanos de carreteras de interés insular. 

7.1. Planificar y ejecutar las actuaciones necesarias en los tramos de una red arterial que forme o pueda formar parte de una red insular, a falta de previo acuerdo entre las Administraciones interesadas, sin perjuicio de la competencia atribuida al Gobierno de Canarias por el artículo 16.1 de la Ley 9/1991, de 8 de mayo, de Carreteras de Canarias.

7.2. Autorizar la ubicación de la línea límite de edificación, en tramos de carretera que discurran total o parcialmente por núcleos de población, a una distancia inferior a la establecida en general para la carretera. 

7.3. Informar previamente el otorgamiento de licencias para usos y obras en zonas de dominio público, servidumbre y de afección de los tramos de carreteras insulares que discurran por suelo clasificado como urbano o que correspondan a una travesía.

7.4. Conservar todo tramo de carretera de interés insular que discurra por suelo urbano o constituya una travesía. 

7.5. Resolución de los expedientes de cesión de carreteras insulares, o tramos determinados de ellas, a los municipios, cuando adquieran la condición de vías urbanas.
Más tarde en materia de explotación, uso y defensa y régimen sancionador de las carreteras de interés regional el Decreto 112/2002 (artículo 2) transfiere las siguientes competencias:
Explotación. 

A.1. Conservación y mantenimiento: 

a) Mejoras de firme. 

b) Obras de restablecimiento y mantenimiento de las condiciones de la carretera. 

c) Actuaciones para mejora de la explotación y funcionalidad de la carretera, con la finalidad de mantener los parámetros de las condiciones tolerables en las carreteras existentes, según la normativa vigente. 

A.2. En todo caso la explotación de las carreteras comprenderá la elaboración y aprobación de los estudios, proyectos y anteproyectos, la contratación de las obras correspondientes y la dirección técnica de las mismas.

Los Cabildos Insulares ejercerán las competencias transferidas en el marco de las previsiones y directrices de la planificación de carreteras. 

A.3. La defensa de la vía y su óptima utilización, incluyendo la señalización y la disposición de los usos de las zonas de dominio público, servidumbre y afección. 

A.4. Explotación de las áreas de servicio mediante cualquiera de los sistemas de gestión indirecta de los servicios públicos. 

B.- Uso y defensa. 

B.1. Otorgamiento de autorizaciones para la realización de obras en la zona de dominio público, sin perjuicio de lo establecido en el apartado B.6. 

B.2. Otorgamiento de autorizaciones para la realización de obras en la zona de servidumbre, así como utilización o autorización de la utilización de dicha zona por razones de utilidad pública o interés social. 

B.3. Otorgamiento de autorizaciones para la ejecución de obras e instalaciones fijas o provisionales, reparación y mejora de las mismas, cambio de uso o destino y control de la vegetación situada en la zona de afección. 

B.4. Adopción de medidas de paralización de obras y suspensión de usos no autorizados o que excedan de las condiciones establecidas en la autorización, que vengan realizándose en zonas de dominio público, servidumbre o afección de las carreteras a las que se refiere el presente Decreto, así como dictar las resoluciones procedentes respecto a la reposición al estado primitivo o legalización. 

B.5. Imposición de la obligación de reparación de daños causados a la infraestructura viaria y a sus elementos funcionales. 

B.6. Autorización de las solicitudes de constitución de accesos, reordenación de los existentes y gestión de la financiación de los no previstos, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5.5 del artículo 3 del presente Decreto.

B.7. Imposición con carácter excepcional de limitaciones temporales a la circulación de todos o ciertos vehículos y usuarios, en determinados tramos o partes de las vías afectadas por la presente disposición. 

B.8. Autorización de usos especiales de las carreteras, en los supuestos legalmente previstos. 

B.9. Instalación o autorización de instalaciones de estaciones de aforo y pesaje en las carreteras. 

B.10. Evacuación del informe previsto en el artículo 48 de la Ley de Carreteras de Canarias, en relación con las vías a las que se refiere el presente Decreto. 

C.- Infracciones y sanciones. 

Inspección, incoación e instrucción de los expedientes sancionadores por infracción de la normativa de carreteras, así como la imposición de las correspondientes sanciones. 

Dicha regulación ha de verse encabezada con la preexistente Ley 9/1991, de 8 de mayo, de Carreteras de Canarias que establece:
Artículo 5º.- 

1. las carreteras quedan bajo la exclusiva competencia y responsabilidad de cada organismo administrador correspondiéndole a éste su planificación, proyecto, construcción, conservación, mantenimiento, señalización, uso y explotación, así como, si fuese necesario, la ampliación del número de sus calzadas, acondicionamiento de trazado, ensanches de plataforma, mejoras de firme o ejecución de variantes.

2. el gobierno de canarias, por razón de los principios de eficacia, economía, descentralización y máxima proximidad a los ciudadanos, y de conformidad con lo previsto en la ley 14/1990, de 26 de julio, de régimen jurídico de las administraciones públicas canarias, podrá delegar con carácter excepcional en los respectivos cabildos insulares el ejercicio de todas o algunas de las competencias descritas en el apartado anterior, con las excepciones contempladas en el artículo 10.2 de la citada ley

Artículo 7º.- 

1. coordinadamente con los respectivos cabildos insulares y ayuntamientos, la consejería competente confeccionará y mantendrá actualizado el catálogo de las carreteras de canarias que comprenda su denominación e identificación, así como la información sobre las características, situación, exigencias, viabilidad y limitaciones en la utilización de las mismas.

Artículo 10º.- 

3. corresponde a los cabildos insulares y ayuntamientos ejercer sobre sus propias redes de carreteras insulares y municipales, respectivamente, las mismas facultades que tiene conferidas el gobierno de canarias para la red de carreteras regionales en virtud del apartado uno.- puntos 1), 2) y 3) de este artículo, así como otras que pudieran sobrevenirles como resultado de cada proceso de transferencias y que no están específicamente imposibilitadas para ello, según lo preceptuado en la presente ley.

4. la consejería competente, los cabildos insulares y los ayuntamientos podrán celebrar convenios para la administración, gestión y financiación en lo referente a redes arteriales, travesías e intersecciones entre las distintas redes de carreteras.
10. En materia de Caza, Actividades Clasificadas y Urbanismo: Decreto 63/1988 (art.2) y Decreto 153/1994 (art.2):
A) En materia de caza:

1. La expedición de licencias para el ejercicio de la caza.

2. La concesión de permisos para cazar en los terrenos de las Reservas y Cotos Nacionales de Caza, Cotos Sociales de la Caza y Zonas de Caza Controlada.

3. La tramitación y resolución de los expedientes sancionadores en materia de caza.

4. La adopción de las medidas conducentes a la protección, conservación, fomento y ordenado aprovechamiento de la riqueza cinegética insular y la aplicación de las medidas conducentes a la consecución de estos fines.

5. La titularidad y gestión de las granjas cinegéticas.

B) En materia de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas
,

C)

D)

10.1 Dicha regulación ha de verse complementada, en materia de caza, con la colaboración con el Gobierno de Canarias exigida por la Ley 7/1998, de 6 de julio, de Caza de Canarias según la cual:
Articulo 21.- Los cabildos insulares, previo informe de los consejos insulares, podrán establecer planes insulares de caza como instrumento de planificación cinegética. Su finalidad será la de definir un marco de actuación general y un modelo de organización cinegética basados en la estructura y clasificación de los terrenos de la isla, así como contemplar actuaciones especiales cuya ejecución se concrete en el tiempo a través de unos objetivos específicos.

Los citados planes deberán remitirse antes de su aprobación a informe de la Consejería del Gobierno de Canarias competente en materia de medio ambiente y conservación de la naturaleza, quien deberá oír, a estos efectos, al Consejo Regional de Caza
Asimismo, corresponderá en esta materia a los Cabildos Insulares a tenor de esta Ley Territorial efectuar  (artículo 30.2) las pruebas, sobre el conocimiento de la legislación cinegética, armas y artes, materiales empleados en la caza, distinción de las diversas especies de animales, ética y comportamiento del cazador y todas aquellas materias que se establezcan reglamentariamente.
10.2 Por su parte, relacionado con la materia urbanística, se ha de acudir asimismo al Decreto Legislativo Territorial 1/2000 de 8 de mayo según el cual a lo largo de su articulado corresponden a los CbI las siguientes: 
1. Formulación de los Planes Insulares de Ordenación.

2. Formulación de los Planes territoriales parciales y aprobación definitiva en caso de que desarrollen Planes Insulares

3. Emisión de informe sobre la adecuación del planeamiento general y especial municipal a las determinaciones del Plan Insular

4. Llevanza del Registro de bienes protegidos  por los catálogos municipales

5. Propuesta de suspensión al Gobierno de Canarias del planeamiento municipal

6. Emisión de informe de los proyectos de actuación territorial

7. Sometimiento de los proyectos de actuación territorial a evaluación básica de impacto ecológico

8. Resolución de expedientes de calificación territorial

9. Constituciones de consorcios a efectos de la delimitación de áreas de protección integrada

10. Declaraciones de situación legal de ruina cuando resulten afectadas edificaciones declaradas de interés histórico o artístico o en trámite de declaración

11. Emisión de Órdenes de ejecución de obras  de conservación o de intervención en caso de edificaciones protegidas.
12. Auxilio y colaboración con los Ayuntamientos en el ejercicio de funciones urbanísticas.

13. Declaraciones de caducidad de licencias urbabnísticas en caso de inactividad de los Ayuntamientos.

14. Declaraciones de suspensión de eficacia de licencias por disconformidad sobrevenida con el planeamiento en caso de inactividad municipal.

15. Declaraciones de suspensión de obras no amparadas por licencia  en caso de inactividad municipal y a requerimiento de la Agencia de Protección del medio urbano y natural.
16. Competencia para iniciar, instruir y resolver los procedimientos sancionadores, no disciplinarios, por las infracciones en materia de protección del medio ambiente y gestión y conservación de Espacios Naturales Protegidos cuya gestión le hubiere sido atribuida.

17. La administración y gestión de los Parques Rurales, cuando no se opte por un Área de Gestión Integrada  a través del correspondiente Patronato Insular de Espacio Natural protegido. 
18. Llevanza del registro y archivo de convenios administrativos urbanísticos de los que forme parte. 

19. Iniciativa para la declaración de áreas urbanas.

20. Emisión de informe previo, preceptivo y vinculante en caso de municipios sin planeamiento.
11. En materia de Ocupación, Ocio y Esparcimiento: Decreto 155/1994 (art.2).
1. La gestión de las Oficinas Insulares de Información Juvenil.

2. El uso y gestión de los Albergues Juveniles y de las Instalaciones Campamentales, así como la dirección de las actividades.

Dicha atribución competencial debe complementarse con la establecida para los CbI por la Ley 7/2007, de 13 de abril, Canaria de Juventud a cuyo tenor (art.7): 
1. Corresponden a los Cabildos Insulares aquellas competencias en materia de juventud que les atribuyen la legislación de Régimen Local y legislación sectorial y las transferidas por la Comunidad Autónoma de Canarias. 

2. Elaborar, aprobar y, en su caso, modificar el Plan Insular Joven, en el marco de las directrices del Plan Canario Joven. 

3. Participar en la elaboración del Plan Canario Joven. 

4. Elaborar y gestionar los programas y acciones juveniles de ámbito insular, tanto los propios como los delegados por la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con la planificación global que realice la propia Comunidad Autónoma. 

5. Asistir y cooperar técnica, jurídica y económicamente a las entidades municipales en materia juvenil. 

6. Elaborar estudios y publicaciones que sean de interés para los jóvenes en el ámbito insular. 

7. Coordinar la información y documentación de interés para los jóvenes en el ámbito insular, garantizando la mejor difusión posible a través de las oficinas insulares de información juvenil. 

8. Fomentar la participación de los jóvenes, de forma prioritaria mediante el asociacionismo, sin excluir otras formas alternativas. 

9. Crear y autorizar los servicios de información juvenil en el ámbito insular, sin perjuicio del deber de comunicación de dicha creación o autorización, al objeto de su inclusión en el Censo de Información Juvenil. 

10. Establecer programas y acciones que faciliten la autonomía personal de los jóvenes, dirigidos de forma especial a los más desfavorecidos. 

11. Promover en la juventud, mediante diferentes actuaciones, hábitos de vida saludable y actitudes solidarias y de respeto a la diversidad. 

12. Inspeccionar las actividades de ocio y tiempo libre que se desarrollen en el ámbito insular, velando por el cumplimiento de la normativa vigente en la materia. 

13. La formación permanente y reciclaje de los recursos humanos con funciones en materia de juventud adscritos a las corporaciones insulares y municipales, en coordinación con los respectivos ayuntamientos. 

14. Cualquier otra establecida en virtud de norma de rango legal
12. En materia de Aguas terrestres y Obras Hidráulicas Decreto 158/1994 (art.2):
A) La Administración y gestión insular de las aguas terrestres, en los términos que a continuación se relacionan:

1. Con carácter general, y sin perjuicio de la ulterior concreción de funciones que, en particular, se contemplan en los apartados siguientes, corresponde a los Cabildos Insulares:

1.1. La gestión y control del dominio público hidráulico, así como de los servicios públicos regulados en la Ley Territorial 12/1990, de 26 de julio, de Aguas.

 1.2. El otorgamiento de las concesiones, autorizaciones, certificaciones y demás actos relativos a las aguas.

1.3. La gestión y custodia del Registro y Catálogo de Aguas Insulares.

1.4. La policía de las aguas y sus cauces.

1.5. La instrucción de todos los expedientes sancionadores y resolución de los sustanciados por faltas calificadas como leves o menos graves.

1.6. La ejecución de los programas de calidad de las aguas. 

1.7. La participación, en los términos previstos en la Ley, en la ordenación del dominio público hidráulico.

1.8. El control de la ejecución del planeamiento hidrológico y, en su caso, la revisión del mismo.

1.9. La ejecución de Actuaciones Hidrológicas.

1.10. Aplicación de la política de precios en materia de aguas y transporte del agua, en el marco previsto reglamentariamente por el Gobierno de Canarias.

1.11. Aprobación del acuerdo de constitución y Estatutos de la fusión, consorcio o agrupación de Comunidades de Usuarios.

1.12. Impulso de la constitución de Mancomunidades de municipios, consorcios o entidades análogas para la mejora de la gestión y protección de las aguas, singularmente en lo referente al abastecimiento y saneamiento de las poblaciones.

1.13. En general, todas las labores relativas a la administración de las aguas insulares no reservadas a otras Administraciones Públicas por la legislación sectorial de aguas o por las normas generales atributivas de competencias.

2. Planificación hidrológica.

2.1. Elaboración, aprobación inicial y provisional de los Planes Hidrológicos Insulares y de su revisión, así como aprobación y publicación de avance de los mismos a los efectos mencionados en la Ley.

2.2. Elaboración y aprobación inicial de Planes Parciales y Planes Especiales.

2.3. Informar, con carácter previo, en los procedimientos para la declaración de zonas de especial protección agraria establecidas en la Ley de Aguas.

2.4. Requerir información acerca de la titularidad de participaciones de las entidades mencionadas en la Disposición Transitoria Tercera de la Ley de Aguas y del uso o destino del agua, a fin de elaborar Planes Hidrológicos.

2.5. Informar previamente los Planes Especiales que pudiera instaurar el Gobierno por razones de urgencia.

3. Protección del Dominio Público Hidráulico.

3.1. Declaración, con los efectos previstos en la Ley, de zonas sobreexplotadas o en riesgo de sobreexplotación; aprobación de las bases de la regularización de dichas zonas; aceptación de los programas de regularización voluntaria de las mismas; y elaboración y aprobación de los programas de regularización forzosa.

3.2. Establecimiento de los perímetros individualizados de protección de los recursos hidráulicos; autorización, dentro de los perímetros de protección, para la realización de obras de infraestructura, extracción de áridos, vertidos y cualquier otra actividad con capacidad de afectar sustancialmente a las aguas superficiales o subterráneas, sin perjuicio de otras autorizaciones que fueren procedentes.

3.3. Declaración de acuífero o porción del mismo en proceso de salinización.

3.4. Autorización, previa a cualquier otra, de obras que puedan variar el curso natural de las aguas por cauces por los que ocasionalmente discurran aguas pluviales.

3.5. Otorgamiento de autorización o concesión administrativa para la realización de obras en cauces integrados en el dominio público, en sus zonas de servidumbre, así como en las de policía que se especifiquen reglamentariamente o vengan determinadas en la Ley.

3.6. Efectuar el deslinde de cauces que se prevean o aprecien acciones capaces de proyectarse sobre el cauce o su zona de servidumbre y, en su caso, ejercer la potestad de recuperación de oficio para preservar la integridad del dominio público hidráulico superficial.

3.7. Autorización de toda actividad susceptible de provocar la contaminación o degradación del dominio público hidráulico y, en particular, el vertido de líquidos y productos susceptibles de contaminar las aguas superficiales y subterráneas.

3.8. Suspensión temporal de autorizaciones de vertido y modificación de sus condiciones, en los supuestos previstos legalmente, así como suspensión de actividades que den lugar a vertidos no autorizados.

3.9. Supervisión del cumplimiento de la prohibición de introducción y vertido a las redes de alcantarillado de sustancias o productos que dificulten la depuración o reutilización de las aguas y emanación de normas técnicas al efecto.

3.10. Asunción, directa o indirectamente y por razones de interés general y con carácter temporal, de la explotación de instalaciones de depuración de aguas residuales cuando no fuera procedente la paralización de actividades que produzcan vertido y se derivasen graves inconvenientes del incumplimiento de las condiciones autorizadas. 3.11. Velar por la protección de calidad de las aguas frente a la actividad de los entes y organismos públicos titulares de instalaciones de depuración de aguas residuales, subrogándose temporalmente, en su caso, en la gestión de dichas instalaciones.

4. Aprovechamiento del Dominio Público Hidráulico.

4.1. Otorgamiento de concesiones y autorizaciones para la captación, aprovechamiento y producción de agua, así como su renovación, modificación, reordenación y declaración de extinción.

4.2. Conocer de las transmisiones, totales o parciales, de la titularidad de concesiones sobre el dominio público hidráulico.

4.3. Establecimiento, atendiendo a lo dispuesto en la planificación, de clausulado de condiciones a los aprovechamientos derivados de derechos adquiridos sobre aguas y cauces públicos vigentes al tiempo de entrada en vigor de la Ley Territorial 12/1990, de 26 de julio, de Aguas.

4.4. Disposición sobre caudales de aguas sobrantes de concesiones administrativas.

4.5. Expropiación de depósitos de aguas notoriamente infrautilizados.

4.6. Declaración de reserva del agua con destino a los fines señalados en los Planes Hidrológicos, así como reservas cautelares en ausencia de previsión en dichos Planes.

4.7. Declaración, para la totalidad o parte de una isla, de la situación de emergencia por tiempo determinado, así como su prórroga periódica y ejecución de medidas ejecutivas cuya adopción venga amparada por la legislación vigente para tales supuestos y con las limitaciones en ella establecidas, sin perjuicio de las competencias de otras Administraciones Públicas.

4.8. Imposición de requisas de agua, en los límites y condiciones fijados por la normativa vigente, y sin perjuicio de las competencias de otras Administraciones Públicas.

4.9. Imposición de servidumbres forzosas resultantes de la planificación y actuaciones hidrológicas.

4.10. Explotación, en su caso, de aprovechamientos de agua.

5. Servicios públicos de transporte de agua y de producción industrial de agua. 

5.1. Establecimiento, dentro del Plan Hidrológico, del servicio público de transporte del agua en la isla o en cualquiera de sus zonas.

5.2. Diseño de trazado y aprobación de las redes de transporte.

5.3. Establecimiento de las bases y otorgamiento de las concesiones de servicio público de transporte y autorización previa de su transmisión.

5.4. Imposición de servidumbres forzosas de acueducto en beneficio de la construcción de los canales incluidos en las redes insulares.

5.5. Autorización de nuevos canales o conducciones para el transporte de agua a terceros.

5.6. Tener conocimiento de los contratos que efectúen los concesionarios de las redes de transporte del agua, así como de los suministros efectuados sin contrato formal.

5.7. Fijación de los precios del transporte del agua.

5.8. Determinación de los depósitos a que debe ser transportada el agua que no haya de ser aprovechada o almacenada.

5.9. Autorización y concesión de instalaciones de plantas de producción industrial de agua para consumo, así como para la desalación u depuración de aguas.

5.10. Imposición de usos en la utilización de agua de producción industrial en los términos previstos en la Ley.

5.11. Garantizar el uso adecuado de las aguas depuradas sobrantes de instalaciones de plantas desaladoras y depuradoras.

6. Régimen económico del dominio público hidráulico y auxilios a obras hidráulicas y de regadío.

6.1. Fijación de los precios del agua, de acuerdo con los criterios establecidos por el Gobierno de Canarias, conforme al régimen de precios autorizados.

6.2. Determinación, previa autorización y, en su caso, coordinación con la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de los precios máximos o de vigilancia especial para las transacciones de agua y para el transporte de agua entre los diversos puntos de la isla respectiva.

6.3. Aplicación de gravámenes por consumo excesivo, fuera de los módulos previstos, en el marco de la política de precios. 6.4. Gestión y recaudación de los cánones y exacciones previstas en los artículos 115 y 116 de la Ley Territorial 12/1990.

6.5. Convocatoria y resolución de concursos públicos para la concesión de auxilios a proyectos de obras hidráulicas de iniciativa privada, previo informe de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.

6.6. Informar previamente al otorgamiento de auxilios para la realización de obras hidráulicas de iniciativa pública.

7. Régimen sancionador.

7.1. Instrucción de todos los expedientes sancionadores por infracciones previstas en la legislación sectorial de Aguas.

7.2. Imposición de sanciones por infracciones calificadas como leves o menos graves.

7.3. Exacción de las sanciones e indemnizaciones, a través de los procedimientos recaudatorios previstos para los ingresos públicos de Derecho Público.

7.4. Percepción del producto de las sanciones e indemnizaciones para su ingreso en la Caja del Consejo Insular de Aguas respectivo.

B) Corresponde igualmente a los Cabildos Insulares, en materia de obras hidráulicas, las competencias y funciones siguientes:

1. Conservación y policía de obras hidráulicas, a excepción de aquellas que sean de competencia municipal, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

2. La participación en la planificación, en los términos previstos en la Ley de Aguas, de obras hidráulicas de interés insular, así como la elaboración y aprobación de proyectos, ejecución y explotación de dichas obras de interés insular
Por su parte, la Ley 12/1990 de 26 de julio, de Aguas les atribuye las siguientes: 
Artículo 6.- Las competencias y funciones administrativas de la Comunidad Autónoma de Canarias en materia de aguas serán ejercidas por:

a) El Gobierno de Canarias.

b) La Consejería competente del Gobierno.

c) Los Cabildos Insulares, en cuanto entidad a la que quedan adscritos administrativamente los Consejos Insulares de Aguas.

d) Los Consejos Insulares de Aguas, que ejercerán en cada isla las funciones que la legislación general confía a los organismos de cuenca y las competencias que les otorga la presente Ley.

Artículo 8.- 1. Los Cabildos Insulares, en los términos de la legislación autonómica, asumen las siguientes competencias y funciones:

a) Conservación y policía de obras hidráulicas.

b) Administración insular de las aguas terrestres. c) Obras hidráulicas, salvo las que se declaren de interés regional o general.

Dichas competencias y funciones se ejercerán a través de los Consejos Insulares de Aguas.

2. Corresponde a cada Cabildo, en relación con su Consejo Insular, las siguientes competencias:

a) La elaboración y las aprobaciones inicial y provisional de sus Estatutos.

b) La aprobación del presupuesto.

c) La aprobación provisional del Plan Hidrológico Insular.

d) Nombrar a sus representantes en los órganos de gobierno del Consejo.

13. El Decreto 159/1997 en materia de Prestación de servicios especializados de prevención; de ejecución de las medidas de amparo que se establecen en la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de Atención Integral a los Menores; y asesoramiento y cooperación técnica, jurídica y económica a las entidades municipales de acuerdo con lo establecido en la legislación de régimen local (art.2):
a) La participación en la formación y elaboración de los planes y programas autonómicos de atención a los menores.

b) La aprobación de los planes y programas de atención a los menores de ámbito insular, de acuerdo con las determinaciones de los planes y programas autonómicos. 

c) La gestión de los centros y servicios públicos de acogida de carácter insular o supramunicipal y de los que tengan incidencia en la población insular.

d) La prestación de los servicios especializados de atención al menor.

e) La coordinación y supervisión de los centros y servicios de atención al menor gestionados por los Ayuntamientos, sin perjuicio de las competencias de la Administración autonómica.

f) El asesoramiento técnico y jurídico a los servicios municipales de atención a los menores.

g) La cooperación económica para garantizar la efectiva prestación de los servicios municipales de atención a los menores, especialmente de aquéllos con menor capacidad financiera.

h) La prestación de cualesquiera otros servicios y la gestión de los medios que precisen una intervención de carácter insular o supramunicipal.

i) La promoción del conocimiento de los derechos de los menores y de las actuaciones y actividades que redunden en la formación integral de los mismos.

j) La participación en la elaboración de los programas de formación permanente y perfeccionamiento de los profesionales que desempeñen trabajos de atención a los menores y de normalización de las metodologías, funciones, conceptos y lenguaje utilizable en los informes y propuestas relativos a la atención integral a los menores, así como de los protocolos de intervención.

k) La gestión y ejecución de las medidas de promoción que les encomiende la Administración Pública de la Comunidad Autónoma.

l) Las que se deriven o relacionen con las anteriores y que integren las funciones y competencias que se contemplan en el apartado 1º de este artículo.

m) Cualesquiera otras que se le asignen en la Ley 1/1997, de 7 de febrero, o se le atribuyan por el ordenamiento jurídico.

2. Los Cabildos Insulares asumen la ejecución, informe y seguimiento de las medidas y de los menores a los que se han de aplicar, así como la formulación a la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias de las propuestas de modificación, de baja, de traslado o las que sean convenientes en interés del menor.
Dicha previsión ha de complementarse, por remisión normativa por lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Territorial 1/1997, de 7 de febrero, de Atención Integral a los Menores según la cual corresponden a los CbI las siguientes competencias: 
a)  La participación en la formación y elaboración de los planes y programas autonómicos de atención a los menores.

b)  La aprobación de los planes y programas de atención a los menores de ámbito insular, de acuerdo con las determinaciones de los planes y programas autonómicos.

c)  La gestión de los centros y servicios públicos de acogida de carácter insular o supramunicipal y de los que tengan incidencia en la población insular.

d)  La prestación de los servicios especializados de atención al menor.

e)  La coordinación y supervisión de los centros y servicios de atención al menor gestionados por los ayuntamientos, sin perjuicio de las competencias de la Administración autonómica.

f)  El asesoramiento técnico y jurídico a los servicios municipales de atención a los menores.

g)  La cooperación económica para garantizar la efectiva prestación de los servicios municipales de atención a los menores, especialmente de aquéllos con menor capacidad financiera.

h)  La prestación de cualesquiera otros servicios y la gestión de los medios que precisen una intervención de carácter insular o supramunicipal.

i)  La promoción del conocimiento de los derechos de los menores y de las actuaciones y actividades que redunden en la formación integral de los mismos.

j)  La participación en la elaboración de los programas de formación permanente y perfeccionamiento de los profesionales que desempeñen trabajos de atención a los menores y de normalización de las metodologías, funciones, conceptos y lenguaje utilizable en los informes y propuestas relativos a la atención integral a los menores, así como de los protocolos de intervención.

k)  La gestión y ejecución de las medidas de promoción que le encomiende la Administración Pública de la Comunidad Autónoma.

l)  Las que se deriven o relacionen con las anteriores y que integren las funciones y competencias que se contemplan en el apartado 1º de este artículo, aun cuando no se prevean específicamente en la presente ley.

m)  Cualesquiera otras que se le asignan en esta ley o se le atribuyan por el ordenamiento jurídico.
También debe complementarse con lo establecido en la Ley 9/1998, de 22 de julio, sobre prevención, asistencia e inserción social en materia de drogodependencias
Artículo 33.- Competencias de las islas. 

Sin perjuicio de las demás competencias que el ordenamiento vigente les atribuye, corresponde a las islas a través de los cabildos insulares, como órganos de gobierno y administración de las islas, desempeñar en su ámbito territorial, las siguientes competencias: 1. La aprobación de Planes Insulares sobre Drogas, elaborados en coordinación y de acuerdo con los criterios y directrices del Plan Canario sobre Drogas, que incluyan programas de prevención e integración social, así como de información, orientación y motivación de drogodependientes a través de los centros de acción social. En cualquier caso, la elaboración de los Planes Insulares sobre Drogas debe asegurar, mediante la coordinación de los servicios de los municipios de menos de 20.000 habitantes, la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio insular de las competencias y responsabilidades mínimas señaladas en el artículo 34, apartado 2. 2. El apoyo técnico y económico en materia de drogodependencias a los municipios de menos de 20.000 habitantes, especialmente los de menor capacidad económica y de gestión.
1. La aprobación de Planes Insulares sobre Drogas, elaborados en coordinación y de acuerdo con los criterios y directrices del Plan Canario sobre Drogas, que incluyan programas de prevención e integración social, así como de información, orientación y motivación de drogodependientes a través de los centros de acción social.

En cualquier caso, la elaboración de los Planes  Insulares sobre Drogas debe asegurar, mediante la coordinación de los servicios de los municipios de menos de 20.000 habitantes, la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio insular de las competencias y responsabilidades mínimas señaladas en el artículo 34, apartado 2 de la Ley 9/1998)

2. El apoyo técnico y económico en materia de drogodependencias a los municipios de menos de 20.000 habitantes, especialmente los de menor capacidad económica y de gestión.
14. En materia de servicios forestales, vías pecuarias y pastos; protección del medio ambiente y gestión y conservación de espacios naturales protegidos: Decreto 111/2002 (art.2). 
a) Llevar y mantener actualizado el Catálogo de montes de utilidad pública.

b) Elevar propuesta de resolución al órgano competente del Gobierno de Canarias sobre declaración de utilidad pública de los montes, inclusión o exclusión del Catálogo, declaración de unidad mínima de monte y declaración de montes protectores.

c) Autorizar las ocupaciones temporales en los Montes Públicos Catalogados y el establecimiento en ellos de servidumbres de cualquier clase o naturaleza.

d) Incoar, tramitar y resolver los procedimientos de deslinde y amojonamiento de montes catalogados, así como la inscripción de éstos en el Registro de la Propiedad.

e) Autorizar los aprovechamientos forestales en montes públicos y de propiedades particulares y adjudicación de los correspondientes a montes cuya titularidad haya sido transferida a los Cabildos Insulares.

f) Incoar, tramitar y resolver los procedimientos de agrupación y concentración de fincas forestales, así como de los procedimientos para la determinación de las distancias mínimas que han de respetar las plantaciones forestales con fincas colindantes.

g) Autorizar la quema de rastrojos, residuos o malezas en fincas agrícolas y forestales.

h) Autorizar trabajos de mejora de la cubierta vegetal forestal y reforestación en montes particulares y públicos.

i) Autorizar todo tipo de actividades en montes públicos tales como romerías, publicitarias y otras análogas.

j) La prevención y lucha contra incendios forestales y la concesión de autorizaciones previstas en la Ley y Reglamento de Incendios, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra j) del artículo 6 del presente Decreto.

k) Declarar zonas de repoblación obligatoria.

l) Autorizar los cambios de uso de terrenos forestales en agrícolas.

m) La investigación, inspección, incoación, tramitación y resolución de los procedimientos sancionadores por infracción de la normativa reguladora de la materia de servicios forestales, vías pecuarias y pastos, que han sido objeto de transferencia en los apartados anteriores, sin perjuicio de la facultad de cada Cabildo Insular de incorporarse mediante convenio a la Agencia de Protección del Medio Urbano y Natural.

n) Cualquier otra función que en materia de servicios forestales, vías pecuarias y pastos no esté expresamente reseñada en los apartados anteriores.
En materia de protección del medio ambiente: 

1. La conservación, protección y mejora de la flora y fauna, así como conservación, preservación y mejora de sus hábitats naturales; en particular:

a) El mantenimiento y la gestión de los viveros para el control y cultivo de ejemplares de la flora.

b) El mantenimiento y la gestión de los centros de recuperación para la recogida y atención sanitaria de los especímenes heridos de la fauna silvestre, tanto terrestres como marinos.

c) El levantamiento de los cadáveres de los cetáceos en coordinación con las administraciones locales y autonómicas. 

d) La formulación, tramitación y elevación al órgano competente del Gobierno de Canarias para su aprobación definitiva de los planes de conservación de las Especies Vulnerables y los Planes de Manejo de las Especies de Interés Especial, ligadas al territorio insular.

2. La protección y restauración del paisaje natural.

3. La vigilancia y control de las aguas continentales, en cuanto se refiere a la riqueza piscícola, así como la expedición de licencias para el ejercicio de la pesca en dichas aguas y de permisos para la pesca en Cotos de Pesca. A estos efectos, se entiende por aguas continentales todos los manantiales, charcos, lagunas, acequias, embalses, canales, balsas y arroyos, ya sean dulces, salobres o saladas.

4. La ejecución de la política recreativa y educativa en la naturaleza, así como la divulgación e información ambiental, en particular, la autorización de acampadas.

5. La utilización y gestión de las áreas educativas y de exhibición de las instalaciones relacionadas con la vida silvestre.

6. La expedición de Cédulas Ambientales, y el mantenimiento y actualización de los Catálogos de las Áreas de Sensibilidad Ecológica.

7. La declaración básica de impacto ecológico.

8. La investigación, inspección, incoación, tramitación y resolución de los procedimientos sancionadores por infracción de la normativa reguladora de la materia de medio ambiente que han sido objeto de transferencia en los apartados anteriores, sin perjuicio de la facultad de cada Cabildo Insular de incorporarse mediante convenio a la Agencia de Protección del Medio Urbano y Natural.

9. Cualquier otra función relativa a la protección del medio ambiente estrictamente imprescindible para la ejecución de las funciones anteriores.
En materia de gestión y conservación de Espacios Naturales Protegidos:
1. La gestión y conservación de los Espacios Naturales de la Red Canaria de Espacios Naturales Protegidos, y de las áreas naturales canarias pertenecientes a la Red Natura 2000, en virtud de la Directiva 92/43/CEE, del Consejo, de 21 de mayo, relativa a la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, con excepción de los Parques Nacionales; en particular:

a) La aplicación del régimen de usos establecidos en los instrumentos de planeamiento de los Espacios Naturales Protegidos.

b) La gestión y administración de equipamientos de uso público ubicados en Espacios Naturales Protegidos o en sus áreas de influencia socioeconómica, concediendo las autorizaciones necesarias para acceder a su utilización.

c) La autorización para circular por las pistas de los Espacios Naturales Protegidos formando caravanas, tanto las que se organicen con ánimo de lucro como las que tengan fines recreativos, de esparcimiento, culturales o de cualquier otra clase y que no conlleven finalidad de lucro, así como autorización para la celebración de pruebas deportivas de competición o entretenimiento en las pistas o carreteras de los Espacios Naturales Protegidos.

d) La emisión del informe preceptivo previo a las autorizaciones, licencias o concesiones administrativas u otros títulos habilitantes que se otorguen en el suelo rústico incluido en Espacios Naturales Protegidos o en sus zonas periféricas de protección.

e) La investigación, inspección, incoación, tramitación y resolución de los procedimientos sancionadores por infracción de la normativa reguladora en materia de medio ambiente que han sido objeto de transferencia en los apartados anteriores, sin perjuicio de la facultad de cada Cabildo Insular de incorporarse mediante convenio a la Agencia de Protección del Medio Urbano y Natural.

f) La elaboración, aprobación y ejecución de los programas específicos de actuación previstos en los instrumentos de planeamiento de los Espacios Naturales Protegidos.

2. Cualquier otra función que conlleve el ejercicio de la gestión y conservación de Espacios Naturales Protegidos no expresamente reseñada en los apartados anteriores.

Todo lo anterior conlleva la potestad de planificación en el ámbito insular (art. 5 del Decreto).

15. En materia de servicios sociales especializados a personas mayores, minusválidos y mujeres: Decreto 113/2002 (art.2):
1. La potestad de organización y prestación de los servicios de ámbito insular correspondientes a las áreas de personas mayores y minusválidos.

La citada potestad comprende la ejecución de las siguientes actuaciones:

a) Elaborar y aprobar directrices e instrucciones en las materias transferidas dentro del marco jurídico de la Comunidad Autónoma de Canarias. 

b) Gestionar los servicios y centros de atención social de personas mayores y de personas con minusvalías. 

c) Conceder, con informe preceptivo y no vinculante de la Administración de la Comunidad Autónoma, las autorizaciones de apertura y funcionamiento de los centros de mayores y minusválidos de titularidad pública y/o privada radicados en su ámbito insular, informando de ello al Departamento de la Comunidad Autónoma competente en materia de servicios sociales a efectos de la oportuna inscripción en el Registro de ámbito autonómico regulado en el Capítulo V del Decreto 63/2000, de 25 de abril. 

d) Gestionar, en el ámbito insular, un Registro de Entidades, Centros y Servicios de Atención a Personas Mayores, sin perjuicio de la competencia de la Comunidad Autónoma de Canarias para gestionar el Registro de ámbito autonómico referido en el apartado anterior. 

e) Aprobar, cuando se adecúen a la normativa en vigor, los Reglamentos de Régimen Interno de los centros y servicios de atención a personas mayores y minusválidos. 

f) Autorizar la creación de centros ocupacionales para minusválidos, en los términos previstos por las disposiciones vigentes de la Comunidad Autónoma. 

g) Concertar, con entidades públicas o privadas, la reserva y ocupación de plazas residenciales para personas mayores y para personas con minusvalía. 

h) Vigilar y exigir el cumplimiento de las condiciones y requisitos de los centros objeto de transferencia, sin perjuicio de la competencia de inspección y control, y de la potestad sancionadora que la continuará ostentando la Comunidad Autónoma de Canarias. 

i) Tramitar, valorar y resolver las solicitudes de ingreso de usuarios a plazas en centros de atención social, propias o concertadas, de atención a las personas mayores y a personas con minusvalía, así como las peticiones de acceso temporal y estancias diurnas. 

j) Gestionar, de forma propia o concertada, los programas de integración destinados a las personas mayores y a personas con minusvalía. 

k) Ejercer, en la forma establecida por la legislación civil, las funciones de guarda y protección de las personas y bienes de los mayores y/o minusválidos cuando por sentencia judicial le fuera asignada a la Comunidad Autónoma de Canarias la tutela legal de tales personas. 

l) Ejecutar los Planes y Programas Autonómicos, en su ámbito territorial, con participación del Gobierno de Canarias en su financiación, tanto en las inversiones como en el mantenimiento, conforme a lo que se establezca en los correspondientes Convenios Sectoriales, sin perjuicio de la coordinación general que corresponderá al mismo. 

m) Colaborar financieramente con los Ayuntamientos y entidades privadas sin ánimo de lucro en la gestión de servicios sociales especializados para mayores y minusválidos. 

2. La organización y prestación de los servicios correspondientes a los centros y servicios de atención a mujeres con problemática específica. 

La referida competencia comprende:

a) Tramitar, valorar y resolver las solicitudes de ingreso en los centros objeto de la presente transferencia.

b) Prestar la asistencia que se ofrece en los centros y servicios de atención a mujeres con problemática específica.

c) Aprobar las normas internas de funcionamiento de los centros.

d) Cumplir y hacer cumplir la normativa vigente para la prevención de la violencia contra las mujeres.
Por su parte, en esta materia la Ley 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias les atribuye a los CbI, en su artículo 12, las siguientes: 
1. Participación en el proceso de planificación de los servicios sociales que afecten al ámbito insular.

2. Programar los servicios especializados en el ámbito insular, de conformidad con la planificación regional.

3. Gestionar los servicios especializados de ámbito insular, las prestaciones propias y los servicios y las prestaciones descentralizadas por otras Administraciones Públicas.

4. Gestionar las prestaciones de los servicios sociales que les correspondan como consecuencia de los conciertos que suscriban a tal fin.

5. La supervisión y coordinación de los servicios especializados en el ámbito insular, de conformidad con las normas de coordinación que dicte el Gobierno de Canarias con la finalidad de alcanzar las previsiones de la planificación general.

6. A fin de llevar a cabo actuaciones de prevención y reinserción social, los Cabildos prestarán asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los responsables públicos o de iniciativa privada, de los servicios sociales especializados en el ámbito insular.

7. Proporcionar apoyo informativo y estadístico en las tareas planificadoras y ordenadoras del Gobierno de Canarias.

8. Formación permanente y reciclaje del personal de los servicios sociales adscritos a estas instituciones
Dichas competencias han de ser relacionadas además con las contenidas para las Administraciones públicas en la Ley 4/1998, de 15 de mayo, de Voluntariado de Canarias, según su artículo 14:
Las Administraciones Públicas de Canarias, dentro del ámbito de su competencia territorial, desarrollarán complementariamente con las entidades de voluntariado y como colaboración con la labor que éstas llevan a efecto, el ejercicio de las siguientes funciones: 

a) Impulsar campañas de sensibilización, información y fomento del voluntariado, utilizando entre otras posibles vías las difusiones a través de los medios de comunicación social. 

b) Informar sobre los recursos existentes en la comunidad relacionados con la acción voluntaria. 

c) Promover investigaciones y estudios sobre voluntariado. 

d) Colaborar con las entidades de voluntariado y cualquier entidad privada en la organización de cursos de formación y perfeccionamiento, tanto de carácter genérico como específico, para las personas voluntarias. 

e) Promover intercambios formativos y culturales con voluntarios y entidades de voluntariado de otras nacionalidades españolas y extranjeras. 

f) Potenciar el reconocimiento público de la labor desarrollada por las entidades de voluntariado. 

g) Asegurar que en los programas educativos definidos bajo la competencia del departamento correspondiente, se potencie la formación en los valores inherentes al compromiso de solidaridad y cooperación de toda actuación voluntaria. 

h) Participar en la financiación de proyectos de iniciativa social en régimen de voluntariado en las distintas áreas de interés social contempladas en el artículo 6 de esta Ley. 

i) Prestar asesoramiento jurídico y administrativo a las entidades de voluntariado. 

j) Cualquier otra acorde con su naturaleza
También deben relacionarse con las atribuidas por la Ley 16/2003, de 8 de abril, de Prevención y Protección Integral de las Mujeres contra la Violencia de Género) que atribuye a los CbI, en su artículo 45 las siguientes: 
1. La planificación, coordinación y supervisión de los centros y servicios, de carácter público y privado, ubicados en la respectiva isla, en el marco de las directrices y criterios fijados por el Gobierno de Canarias y la planificación general.

2. La prestación de servicios y gestión de los recursos de apoyo, alojamiento y acogida, dependientes del respectivo cabildo, ya se trate de centros propios, concertados con particulares o adscritos por los municipios para su gestión por los cabildos insulares, en régimen de colaboración.

3. La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica de los responsables públicos o de iniciativa privada, de los servicios y centros que integran el sistema.

4. Las demás atribuidas por el Decreto 113/2002, de 9 de agosto, de traspaso de funciones a los cabildos insulares en materia de servicios sociales especializados a personas mayores, minusválidos y mujeres, en cuanto sean de aplicación a esta materia 
2.1.5.- OTRAS COMPETENCIAS ATRIBUIDAS COMO TRANSFERENCIA POR LA LEGISLACION TERRITORIAL SECTORIAL SIN CONEXIÓN CON DECRETOS DE TRANSFERENCIAS PREVIOS
2.1.5.1. En materia de protección de animales.-
Atribuidas por la Ley 8/1991, de 30 de abril de protección de los animales, en su artículo 22,:
En sustitución en su caso de los Ayuntamientos  corresponderá a los Cabildos: 
1. Establecer y efectuar un censo de las especies de animales domésticos y de compañía que se determinen reglamentariamente 

2. Recoger, donar, esterilizar o sacrificar, cuando fuera preciso, los animales domésticos vagabundos, abandonados o entregados por su dueño o poseedor, directamente o mediante convenios con asociaciones de protección y defensa de los animales.

3. Albergar a estos animales durante los períodos de tiempo señalados normativamente. 

4. Tramitar y, en su caso, resolver, los expedientes sancionadores previstos por esta Ley. 

5. Vigilar e inspeccionar los establecimientos de venta, guarda, adiestramiento, acicalamiento o cría de animales domésticos, directamente o mediante convenios con las Asociaciones de Protección y Defensa de los Animales
2.1.5.2. En materia de protección del patrimonio documental.-
Atribuidas por la Ley 3/1990 de 22 de febrero, de Patrimonio Documental y Archivos de Canarias (arts.15, 18 y 23):
1. Planificación y coordinación, junto con la Comunidad Autónoma, de la organización y servicio de los archivos canarios de uso público y de los documentos constitutivos del Patrimonio Documental Canario

2. Creación de los  Archivos Generales Insulares

3. Junto con el Gobierno de Canarias y los Ayuntamientos les corresponde: 

· Conservar y defender el Patrimonio Documental Canario, sin perjuicio de la colaboración exigible a los diferentes organismos y entidades de carácter público y a las personas privadas que sean propietarios o custodien parte de ese Patrimonio documental.

· Velar para que los propietarios, conservadores y usuarios de los archivos y documentos constitutivos del Patrimonio Documental Canario respondan de las obligaciones y cargas que, según los casos, les correspondan y de las consecuencias de su incumplimiento.

· Contribuir al mantenimiento de tales obligaciones y cargas mediante la concesión de ayudas, subvenciones o acceso a créditos especiales

4. Junto con el Gobierno de Canarias favorecerán el conocimiento y la difusión del Patrimonio Documental Canario

5. Junto con el Gobierno de Canarias establecerán los planes de edición de guías, inventarios, catálogos e índices de los  documentos conservados en los archivos de uso público, sin perjuicio de la colaboración exigible a las instituciones de carácter público y a las personas privadas.

6. Derecho de tanteo y retracto en caso de transmisión de patrimonio documental

7. Autorización de salida de su sede de los bienes integrantes del patrimonio documental.

8. Promover, junto con el Gobierno de Canarias, el depósito en archivos adecuados de fondos documentales  cuando no estén amparados por las exigencias mínimas de conservación

9. Incoación de expedientes sancionadores en materia de patrimonio documental
2.1.5.3. Pesca.-
Las atribuidas por el artículo 20.2 de la Ley 17/2003, de 10 de abril, de Pesca de Canarias:
1. Otorgar las concesiones y autorizaciones administrativas para el ejercicio de la actividad acuícola.

2. La propuesta de ordenación insular del Plan Regional.

3. La inspección y control de las explotaciones, tanto en relación con sus instalaciones como en sus métodos, condiciones técnico-sanitarias y de producción.

4. Incoar, tramitar y resolver los procedimientos sancionadores por la comisión de infracciones administrativas previstas en esta Ley
2.1.5.4.-Sanidad
Atribuida por el artículo 46 la Ley 11/1994, de 26 de julio, de Ordenación Sanitaria de Canarias según la cual corresponde a los CbI:

1.- La ejecución de campañas de saneamiento zoosanitario, así como el control de las actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas.
2. La participación, en los términos que se establezcan reglamentariamente, en los centros y establecimientos de su titularidad adscritos funcionalmente al Servicio Canario de la Salud, que serán gestionados por este Servicio.
3. La participación en el Consejo Canario de la Salud y en los Consejos de Dirección del Area de Salud y en el de Participación Hospitalaria
2.1.5.5.-Proteccion de consumidores y usuarios (genérica para todas las EELL):
Atribuidas por el artículo 46 de la Ley 3/2003, de 12 de febrero, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Comunidad Autónoma de Canarias según la cual: 
Artículo 46.- Competencias de las entidades locales.

1. Corresponde a las entidades locales velar por la protección y defensa de los consumidores y usuarios, en el ámbito de su territorio, con el alcance y contenido que les atribuye la presente Ley y el resto de las normas jurídicas que le sean de aplicación, y en concreto:

a) La información y educación de los consumidores y usuarios y el establecimiento de oficinas y servicios de información al consumidor y usuario.

b) La inspección de productos y servicios de uso o consumo común, ordinario y generalizado puestos a disposición del consumidor y usuario, para comprobar su origen e identidad, el cumplimiento de la normativa vigente en materia de precios, etiquetado, presentación y publicidad y los demás requisitos o signos externos que hacen referencia a sus condiciones de higiene, sanidad y seguridad.

c) Prestar las colaboraciones precisas, en los supuestos de crisis o emergencias que afecten a la salud, seguridad o intereses económicos de los consumidores y usuarios.

d) El ejercicio de la potestad sancionadora, por la comisión de infracciones de carácter leve o grave en materia de consumo, en relación con las empresas y establecimientos domiciliados en su ámbito territorial, siempre y cuando la infracción se haya cometido en el mismo y fuera conocida por sus propios servicios de inspección.

2. El ejercicio de las competencias tendrá que ser determinado por el correspondiente decreto u ordenanza
2.1.5.6. Otras atribuciones (en colaboración con otras administraciones):
2.1.5.6.1.- Empleo la Ley 12/2003, de 4 de abril, de Servicio Canario de Empleo, art. 10:
Los Consejos Insulares de Formación y Empleo son órganos del Servicio Canario de Empleo, en los que se garantizará la participación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, los cabildos insulares, los ayuntamientos comprendidos en el respectivo ámbito insular y los agentes económicos y sociales más representativos. Sus competencias serán:

 a) Promover pactos territoriales a favor del empleo de ámbito supramunicipal o insular.

 b) Ser informados sobre la evolución de la contratación laboral y sobre los resultados de los programas y medidas de fomento del empleo y de formación profesional ocupacional y continua desarrollados en la isla por el citado servicio, mediante la remisión de los datos por las unidades administrativas que tengan atribuidas esas funciones en cada isla.

 c) Realizar el seguimiento y análisis del desarrollo de la contratación laboral en la isla.

 d) Realizar el seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos en la aplicación de los diversos programas y medidas de fomento del empleo y de formación profesional ocupacional y continua desarrollados en la isla por el Servicio Canario de Empleo.

 e) Recibir información de empresas, trabajadores y representantes sindicales sobre la situación de la contratación laboral en la isla, canalizando hacia los órganos correspondientes del Servicio Canario de Empleo los datos referidos, acompañados, en su caso, de las iniciativas, propuestas o sugerencias previstas en la letra f).

f) Realizar estudios y formular iniciativas, propuestas y sugerencias en orden a mejorar la situación de la contratación laboral en la isla y la eficacia de las medidas y programas desarrollados.

g) Emitir informes sobre planes o proyectos que les sean recabados por los órganos a que hace referencia el artículo 6 de esta Ley.
2.1.5.6.2.- Educación y formación permanente de personas adultas de canarias, Ley 13/2003, de 4 de abril, de educación y Formación permanente de personas adultas de Canarias, artículo 24:
La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, con la colaboración del resto de las administraciones públicas y entidades privadas, garantizará la consecución de los fines, principios y objetivos previstos en esta Ley, así como el eficaz desarrollo de sus líneas programáticas y actuaciones específicas.
2.1.5.6.3.- Igualdad entre mujeres y hombres, Ley 1/2010, de 26 de Febrero de Igualdad entre mujeres y hombres, artículo 4: 
Para la consecución del objeto de esta ley, serán principios generales de actuación de los poderes públicos de Canarias, en el marco de sus competencias:

 1. La igualdad de trato entre mujeres y hombres, que supone la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, en el ámbito educativo, económico, político, social, laboral y cultural, en particular, en lo que se refiere al empleo, a la formación profesional y a las condiciones de trabajo.

 2. La igualdad de oportunidades mediante la adopción de las medidas necesarias para la eliminación de la discriminación y especialmente, aquellas que incidan en la creciente feminización de la pobreza.

 3. El reconocimiento de la maternidad como un valor social, evitando los efectos negativos en los derechos de las mujeres, y la consideración de la paternidad en un contexto familiar y social de corresponsabilidad, de acuerdo con los nuevos modelos de familia.

 4. El fomento de la corresponsabilidad, a través del reparto equilibrado entre mujeres y hombres de las responsabilidades familiares, de las tareas domésticas y del cuidado de las personas en situación de dependencia en cualquier circunstancia en que se encuentren ambos progenitores de matrimonio, separación, divorcio, nulidad o convivencia de hecho.

 5. La adopción de las medidas específicas necesarias destinadas a eliminar las desigualdades de hecho por razón de sexo que pudieran existir en los diferentes ámbitos.

 6. La especial protección del derecho a la igualdad de trato de aquellas mujeres o colectivos de mujeres que se encuentren en riesgo de padecer múltiples situaciones de discriminación o de exclusión.

7. La promoción del acceso a los recursos de todo tipo a las mujeres que viven en el medio rural y su participación plena, igualitaria y efectiva en la economía y en la sociedad.

8. El fomento de la participación o composición equilibrada entre mujeres y hombres en los distintos órganos de representación y de toma de decisiones.

9. El impulso de las relaciones entre las distintas administraciones, instituciones y agentes sociales sustentadas en los principios de colaboración, coordinación y cooperación, para garantizar la igualdad entre mujeres y hombres.

10. La adopción de las medidas necesarias para eliminar el uso sexista del lenguaje, garantizar y promover la utilización de una imagen de las mujeres y los hombres fundamentada en la igualdad de sexos, en todos los ámbitos de la vida pública y privada.

 11. El impulso de la efectividad del principio de igualdad en las relaciones entre particulares.

 12. La incorporación del principio de igualdad de género y la coeducación en el sistema educativo y en cualquier modalidad de acción formativa.

13. El respeto a las diferencias, que debe ser potenciado por las administraciones, poniendo los medios necesarios para que el proceso hacia la igualdad de sexos se realice respetando tanto la diversidad y las diferencias existentes entre mujeres y hombres en cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y necesidades, como la diversidad y diferencias existentes dentro de los propios colectivos de mujeres y hombres.

 14. La integración de la perspectiva de género en todas sus políticas y acciones, de manera que establezcan en todas ellas el objetivo general de eliminar las desigualdades y promover la igualdad entre mujeres y hombres.

15. La transversalidad, principio que comporta aplicar la perspectiva de género en las fases de planificación, ejecución y evaluación de todas las políticas llevadas a cabo por las administraciones públicas con la finalidad de eliminar las desigualdades entre mujeres y hombres.

 16. La obligación de diseñar, presupuestar y poner en marcha sistemas de protección, información y acompañamiento a todas las mujeres víctimas de la violencia de género, facilitando la coordinación de los distintos cuerpos y fuerzas policiales que operan en Canarias en el ejercicio de las funciones que legalmente les corresponden.

17. La coordinación, entendida como la ordenada gestión de competencias entre las administraciones públicas en materia de igualdad entre mujeres y hombres, con la finalidad de lograr una mayor eficacia tanto en las políticas a aplicar como en la ejecución del presupuesto, donde se debe tender a su optimización y evitar la duplicidad de gastos para los mismos fines.
2.1.5.6.4.- En materia de cooperación internacional para el desarrollo, la Ley 4/2009, de 24 de abril, Canaria de Cooperación internacional para el desarrollo, Art. 22:
A instancia de las Entidades Locales se creará el Fondo Canario Local de Cooperación internacional al desarrollo con el fin de fortalecer las acciones de cooperación que se realicen en la Comunidad Autónoma y aumentar la eficiencia de los recursos locales destinados a este fin.
2.1.6.- EL NUEVO MARCO COMPETENCIAL DE LOS CBI, LA LEY 8/2015 DE 1 DE ABRIL .-
El art. 5 de la misma distingue, como se venía haciendo por las leyes anteriores, entre competencias propias como ente local isla y añade, con una expresión equivoca pues no puede referirse sino a la legislación básica del Estado: “…y las que le sean delegadas por otras administraciones públicas de acuerdo con lo establecido en la legislación de régimen local y en su legislación específica”. Pues el apartado 2 del mismo precepto enmarca las que les pueden ser delegadas como instituciones de la CCAA y el apartado 3 del art. 7 suma a las anteriores las delegables por los municipios de su isla, previendo al apartado 4 el ciclo inverso. 
En el Capítulo II del Título I de la Ley, se desarrollan las competencias propias de los CbI como ente local  del territorio-isla, en virtud de lo previsto en el art. 141.4 de la CE y art. 41 de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada por la LRSAL.

En concreto el art. 8 traslada las competencias previstas en el art. 36 de la LRSAL para las Diputaciones y además el art 9 añade para la CC AA de Canarias:
Artículo 9.- Atribución de competencias propias a los cabildos insulares.

1. La Comunidad Autónoma de Canarias, al regular los diversos sectores de la acción pública sobre los que el Estatuto de Autonomía le atribuye potestad legislativa, y especialmente en las materias recogidas en el artículo 6 de la presente ley, atribuirá a los cabildos insulares la titularidad y el ejercicio de las competencias que de forma predominante satisfagan un interés insular.

2. La ley determinará con precisión las competencias propias que se atribuyen a los cabildos insulares, de forma que impida las duplicidades administrativas con las competencias de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y con las atribuidas a otras administraciones públicas.

3. En aplicación del principio de suficiencia financiera, la atribución de nuevas competencias propias a los cabildos insulares, de acuerdo con lo previsto en este artículo, que supongan cargas económicas adicionales para los mismos, llevarán aparejados los correspondientes traspasos de medios en la forma prevista en esta ley para la transferencia de competencias.
Del precepto destaca el apartado 1, en el que el legislador autonómico mandata al legislador sectorial y al ejecutivo que, en caso de estar presente y ser preponderante el interés insular, sean atribuidas las competencias a los CbI, así en los apartados 2 y 3 el desarrollo del espíritu de la LRSAL referente a la evitación de duplicidades entre estos y la administración de la CCAA y el mantenimiento, en todo caso, de la suficiencia financiera en la  atribución y ejercicio competencial. 

En el art. 23 se establecen los criterios por los cuales se reservan al ejercicio de la administración propia de la CCAA, las competencias asumidas por la misma en su EEAA: 
a) Que la adecuada satisfacción del interés público afectado haga preciso el desempeño autonómico de las funciones que abarque la competencia.

b) Que la naturaleza de la actividad o servicio impongan su prestación autonómica por afectar a dos o más islas, 

c) Por afectar al equilibrio interterritorial 

d) Por razones de igualdad y equidad entre los ciudadanos 

e) Por razones de igualdad y equidad entre las islas, 

f) Por su representatividad del archipiélago, 

g) Por razones sociales o económicas, 

h) Por cualquier otra causa establecida en el ordenamiento jurídico.

La atribución de competencias por parte de la CCAA a los Cabildos Insulares, siempre y cuando estos las acepten (art. 23.3) lo que conlleva la no exigencia de que sean atribuidas por igual a todas las islas, como si se exigía por la legislación anterior (Art. Ley 4/1990), se desglosa en la ley de la siguiente forma:
A) Transferencia de competencias  en su calidad de ente local
Ya se ha enunciado más atrás,
B) Transferencia de competencias como institución de la CCAA.- Se desarrolla su régimen jurídico en el Capitulo III del Titulo I de la Ley 8/2015, Sección 14ª, artículos 22ª 32. En los que se utilizan las tres técnicas habituales en la traslación de competencias entre niveles político-territoriales: transferencia, delegación y encomienda (art. 22). Las competencias se transferirán por Decreto del Gobierno, previo informe del Consejo de Colaboración Insular, órgano de nueva creación por esta Ley regulado en el art. 128
, que, como se explica en el Preámbulo, que viene a asumir las funciones que hasta ahora venían asignadas a la Comisión de Administración Territorial y a las Comisiones de Transferencias y de delegaciones de competencias a los cabildos insulares. 

De la regulación (art 26), parece desprenderse que el legislador, consciente del modelo de organización intraterritorial en el que ha profundizado, prevé un próximo proceso de transferencias de competencias
 cerrándose el apartado de las transferencia con el sistema de control del ejercicio de las competencias transferidas en cuanto al respeto a la legalidad, nivel de eficacia que se reserva la CCAA (art.30), en el que, a los habituales sistemas de requerimientos previos e impugnación ante la jurisdicción contencioso administrativa (art. 132), añade la necesidad de que anualmente remitan al Parlamento y al Gobierno de Canarias  una memoria justificativa del costo de funcionamiento y del rendimiento y eficacia de los servicios transferidos, así como la liquidación de sus presupuestos y comparezcan en la Comisión de Cabildos de Insulares
 para la presentación y debate de dicha Memoria.

Las competencias transferidas pueden ser suspendidas en caso notoria negligencia, ineficacia o gestión deficiente (art, 31), previo acuerdo del Parlamento de Canarias y mediante Decreto del Gobierno o modificadas y en su caso revocadas (art. 32) por ley del Parlamento de Canarias.
C) La delegación de competencias.- Se regula en los arts.33 a 43 con aparente carácter facultativo, “los cabildos insulares podrán…” enuncia el apartado 1 del art. 33, sin embargo el apartado 2 del mismo precepto sujeta la delegación de competencias de la CCA a al principio de máxima proximidad a los ciudadanos, procediendo cuando con la misma se eviten duplicidades administrativas, se obtenga una mayor eficacia administrativa o una mayor economía de recursos o se reduzcan las cargas administrativas como consecuencia de la configuración insular de la comunidad autónoma    lo que puede entenderse como un mandato para que sea delegado en los CbI las competencias que cumplan estos requisitos. La delegación se hará por Decreto del Gobierno y deberá efectuarse con carácter general para todos los CbI salvo que se concurran alguna de las siguientes circunstancias (art. 34.2):
 a) Lo exija la naturaleza o las características del servicio.

b) El cabildo insular carezca de capacidad de gestión o económica.

c) La gestión sea ineficiente en atención a las características territoriales y poblacionales de la isla respectiva.
En cuyo caso podrá llevarse a cabo  de manera singularizada, previo acuerdo del Parlamento de Canarias. El procedimiento es parecido al anterior con intervención también  del Consejo de Colaboración Insular y los sistemas de control, más estrictos que en el caso de las transferencias y que incluye recursos de alzada ante el departamento competente la administración autonómica, la inspección, la convocatoria de conferencias sectoriales y la suspensión,  modificación y revocación de las delegaciones. Con carácter específico para esta modalidad de atribución competencial se regula la renuncia de un Cabildo a la delegación efectuada en caso de incumplimiento por parte de la CCAA de los compromisos contraídos en la misma (art. 43). 
¿EXISTEN COMPETENCIAS DELEGADAS POR LA CCAA A LOS CBI?

A diferencia de las transferidas, y conforme a la clasificación operada por la LRSAL, no son propias sino que se ejercen por delegación conforme a los preceptos anteriores. Dicha previsión  se ha visto materializada en el Decreto 160/1997, de 11 de julio, por el que se delegan competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias a los Cabildos Insulares en materia de gestión de Centros de Atención a Minusválidos y Tercera Edad de titularidad de la Comunidad Autónoma de Canarias y de administración de fondos públicos para la subvención de Servicios Sociales Especializados de cualquier otra titularidad (art.4):
A) Competencia de dirección y gestión de los Centros señalados en los anexos I de este Decreto, comprendiendo las siguientes funciones:
1. La gestión de personal adscrito funcionalmente a los mismos.

2. La prestación de los servicios especializados de los referidos Centros. 3. La contratación de los servicios de terceros necesarios para el adecuado funcionamiento del Centro. 4. La dirección, impulso, control e inspección ordinaria de las unidades administrativas de los Centros.

5. La tramitación de los expedientes de ingreso de los usuarios en los Centros, de conformidad con la normativa reglamentaria dictada por el Gobierno de Canarias. 

6. La tramitación y resolución de los expedientes disciplinarios del personal adscrito, salvo el despido y separación del servicio, estándose a lo dispuesto en la normativa específica en cuanto a la sanción a usuarios del Centro.

7. Todas aquellas funciones propias de la competencia que se delega, precisas para el correcto ejercicio de la dirección y gestión.

8. Ejecución de las obras mayores en los Centros.
D) La encomienda  de gestión ordinaria de servicios.- Los arts. 44 a 47 de la Ley, desarrollan esta forma de atribución competencial, que mas bien se trata de sustitución en la gestión ordinaria de servicios y procedimientos de titularidad de la CCAA. Es un facultad del Gobierno de Canarias cuando lo justifique, en virtud de los principios de eficacia, eficiencia y economía así como prestar un mejor servicio a la ciudadanía. No conlleva la facultad de dicar actos administrativos resolutorios y se formaliza mediante un convenio a suscribir con uno o varios Cabildos en el que se han de recoger: 
a) Las actividades o servicios encomendados.

b) Las condiciones y duración de la encomienda.

c) Las facultades de dirección y control y el órgano u órganos que debe ejercerlas.

d) Los términos de su extinción y resolución.

e) La dotación económica que sea precisa para su normal prestación.
Puede ser revocada  en caso de incumplimiento de las condiciones recogidas en el convenio y previa advertencia del departamento competente en materia de administraciones públicas. 
2.1.8.- CONSECUENCIAS DE LA LRSAL PARA LAS COMPETENCIAS PROPIAS DE LOS MUNICIPIOS DE LA CC AA DE CANARIAS.-
Sin perjuicio de cómo se vaya interpretando el artículo 25 de la LRBRL en la nueva redacción dada por la LRSAL, por la Administración General del Estado, que ejerce la tutela financiera de los municipios, deberá tenerse en cuenta la necesidad de relacionar aquellas con la legislación autonómica canaria teniendo en cuenta, por otro lado, que  en esta Comunidad Autónoma en el Informe-Avance preliminar sobre las consecuencias para la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias para la aplicación de la Ley 27/2013
 ha indicado expresamente que “se hace precisa la adaptación territorial en materia de régimen local, pero también de la legislación sectorial que incorpore el régimen competencial afectado por la Ley 27/2013 fundamentalmente en materia de educación, servicios sociales y sanidad”.
Como indica asimismo la Circular nº 2/2014 de 31 de marzo, “la circunstancia de haberse omitido en la nueva redacción del artículo 25.2 alguna de las materias que figuraban en su competencia originaria no es por sí mismo determinante de la exclusión de una competencia como propia si una norma legal estatal o de la Comunidad Autónoma de Canarias se la atribuye a los Municipios”
Así, continúa la Circular “la relación de materias contenidas en el artículo 25.2 LBRL sobre las que los municipios han de ejercer, en todo caso, competencias propias, viene vinculada a la garantía constitucional de la autonomía local, componiendo el conjunto irreductible de atribuciones que forman parte del círculo de interés municipal y que la regulación sectorial, autonómica o estatal, pueden complementar o ampliar pero nunca minorar. Se trata del espacio competencial mínimo de los municipios, ampliable por las comunidades autónomas en ejercicio  de sus respectivas competencias”.
En función de lo anterior, los municipios canarios podrán continuar ejerciendo competencias en estas materias con el contenido y alcance previsto en la legislación sectorial.
De dichas modificaciones se pueden extraer las siguientes consecuencias:


a) Las competencias de los municipios son propias o atribuidas por delegación.


b) Las propias sólo podrán ser determinadas por Ley (lo que incluye las previstas en la legislación básica del Estado pero también las transferidas por la legislación autonómica) y se ejercerán en régimen de autonomía y bajo su propia responsabilidad, si bien atendiendo a la debida coordinación con las demás Administraciones.

c) El Estado y la CCAA de Canarias
 podrán delegarles el ejercicio de sus competencias. La delegación de competencias estatales o autonómicas en los municipios debe ir acompañada de la correspondiente dotación presupuestaria, su duración no será inferior a los cinco años y la Administración que delega se reservará los mecanismos de control precisos para asegurar la adecuada prestación del servicio delegado. 


Si la CCAA de Canarias delega competencias, o suscribe convenios de colaboración con los municipios
 que impliquen obligaciones financieras o compromisos de pago a cargo de la CCAA, será necesario que ésta incluya una cláusula de garantía del cumplimiento de estos compromisos, consistente en la autorización a la Administración General del Estado a aplicar retenciones en las transferencias que les correspondan por aplicación de su sistema de financiación. 
d) Fuera de las propias o delegadas, podrán ejercer competencias “distintas”
 a las anteriores (art.7.4 LRSAL), por no existir para los CbI la clausula general del articulo 25.1  cuando se den los siguientes requisitos:

· Que no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la hacienda municipal
.

· Que no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio con otra Administración Pública

En desarrollo de lo anterior, la Nota Informativa del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de 4 de marzo de 2014 establece los requisitos procedimentales para que se dé la posibilidad de ejercicio de competencias “distintas”, consistente en la emisión de informes necesarios
, vinculantes y previos en los términos siguientes (artículo 7.4 LRSAL):

· Informe necesario y vinculante de la Administración competente por razón de la materia y en el que se señale la inexistencia de duplicidades.

· Informe necesario y vinculante de la administración que tenga atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias.  En el caso de Canarias, la emisión de dicho informe le corresponde al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 

Estos informes son vinculantes, por lo que si del primero se deduce que el ejercicio de la competencia en cuestión, no es sostenible para el Ayuntamiento o del segundo, que existe duplicidad en la prestación de los servicios, el Ayuntamiento deberá de dejar de ejercer la competencia en cuestión.

Por tanto, habrá que entender, en una primera impresión, que tras la entrada en vigor de la LRSAL (el 31 de diciembre de 2013) los municipios ya no podrían seguir ejerciendo competencias, que no les hayan sido atribuidas, ya sea como propias (por ley), o como delegadas, lo que viene siendo desmentido por los pronunciamientos de las CCAA. 
En dicha Nota el nuevo marco competencial de los municipios sería el siguiente: 


-Las competencias propias

-Las que, por ley estatal o autonómica, le transfieran, deleguen o encomienden el Estado, la CCAA y los CbI
- La cláusula residual del art. 7.4. Esto es competencias autoatribuidas.

En suma de una interpretación armónica de los artículos 2.1, 7.2 y 3, así como el 25.1 para los municipios, todos de la LBRL, las competencias denominadas como propias de los entes locales, son: i) todas aquellas que se atribuyen por la ley básica de régimen local, ii) las que enuncie las leyes de desarrollo de este régimen en cada CCAA, iii) la legislación sectorial ya sea estatal o autonómica. 

Solo las ejercidas en régimen de iniciativa propia o autoatribución, las distintas, deberían cumplimentar los requisitos del apartado 4 del artículo 7. Entendiendo para los municipios que el apartado 2 del artículo 25, se refiere a competencias mínimas y el 26 a la garantía de prestación de servicios públicos mínimos en función del número de habitantes
.
cuestiones_________________________________________________________________
2.1.8.1.- ¿QUE COMPETENCIAS LES ATRIBUYE A LOS MUNICIPIOS COMO PROPIAS LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANARIAS POR MEDIO DE SU LEGISLACIÓN SECTORIAL?
La situación en los apartados mencionados en la nota explicativa del Ministerio en correlación con la legislación sectorial autonómica es la siguiente: 
2.1.8.1.1.- Patrimonio histórico:
La Ley Territorial 4/1999  de 15 de marzo, de Patrimonio Histórico de Canarias bajo la rúbrica “competencias de los Ayuntamientos”, atribuye en especial a los Ayuntamientos canarios colaboración en la  tutela de los bienes históricos sitos en su demarcación municipal atribuyéndoles lo siguiente, artículo 9: 
- Vigilar el patrimonio histórico existente en su correspondiente municipio, notificando al Cabildo Insular correspondiente la existencia de cualquier factor que amenace o pueda amenazar sus valores, sin perjuicio de la inmediata adopción de las medidas cautelares que sean precisas para la preservación de los mismos.
- Colaborar en la ejecución de las medidas cautelares adoptadas por otras Administraciones Públicas para el aseguramiento de los bienes integrantes del patrimonio histórico, particularmente en los casos de suspensión o precintos de obras o cuando se estén llevando a cabo usos indebidos de los mismos.

- Formular y tramitar los Planes Especiales de Protección de los Conjuntos Históricos, de conformidad con lo previsto en la legislación urbanística, estableciendo las medidas de fomento necesarias con objeto de conseguir su preservación y revitalización.

- Formular y tramitar los Planes Especiales de Protección de las Zonas Arqueológicas o de los Sitios Históricos, de oficio o a instancias del Cabildo Insular correspondiente.

- Formular y tramitar, de conformidad con la normativa urbanística aplicable, el catálogo arquitectónico municipal a fin de tutelar y conservar los edificios y elementos de valor sitos en el término de la entidad.

- Velar especialmente, a través de sus servicios de disciplina urbanística, por que se cumplan estrictamente las disposiciones vigentes respecto a los Conjuntos Históricos y demás bienes protegidos.

- Elevar a los Cabildos Insulares iniciativas en materia de obras de protección y conservación de los bienes históricos sitos en su municipio, para su inclusión en la programación insular anual.

- Colaborar con los Cabildos Insulares en la creación y gestión de los Parques Arqueológicos, en el marco de los convenios de colaboración que se suscriban al efecto.

- Promover la creación de museos de ámbito municipal o de ámbito comarcal, en colaboración con otros Ayuntamientos.

- Realzar y dar a conocer el valor cultural de los bienes integrantes del patrimonio histórico canario que radiquen en su término municipal.

2.1.8.1.2.- Turismo:
la Ley Territorial 7/1995, de 6 de abril, de Ordenación del Turismo de Canarias indica que corresponde a los municipios, en materia turística, las competencias que la legislación de régimen local les atribuye, así como el ejercicio de las funciones delegadas por los Cabildos Insulares  (art.7.).
2. En todo caso corresponde a los municipios en materia turística:
a) La prestación de los servicios turísticos obligatorios que les impone la presente Ley.
b) El otorgamiento de las licencias que la legislación les atribuye en lo que atañe a las empresas y establecimientos turísticos.
c) La aprobación de los instrumentos de planeamiento que les compete, conforme al ordenamiento vigente, de acuerdo con las previsiones de esta Ley en cuanto al planeamiento directivo insular
2.1.8.1.3.- Consumidores y usuarios:
Especial interés alberga la desaparición de la competencia propia en materia de defensa de usuarios y consumidores del articulo 25 LRBRL en la nueva redacción operada por la LRSAL. En este sentido, a tenor de la Ley y de la Nota explicativa del Ministerio, si los Ayuntamientos deseasen seguir ejerciendo las competencias, que en materia de defensa de consumidores y usuarios, venían realizando a través de la Oficina Municipal de Información al Consumidor podrán requerir a la Comunidad Autónoma para que le efectúe la delegación de competencias en los términos de la LRSAL o promover el oportuno expediente para justificar que dicha prestación no pone en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda Municipal conforme lo previsto en el artículo 7.4 de la citada LRSAL.
Sin embargo,  a tenor del artículo 46 de la Ley Territorial Canaria 3/2003, de 12 de febrero, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Comunidad Autónoma de Canarias:
1. Corresponde a las entidades locales velar por la protección y defensa de los consumidores y usuarios, en el ámbito de su territorio, con el alcance y contenido que les atribuye la presente Ley y el resto de las normas jurídicas que le sean de aplicación, y en concreto:

a) La información y educación de los consumidores y usuarios y el establecimiento de oficinas y servicios de información al consumidor y usuario.

b) La inspección de productos y servicios de uso o consumo común, ordinario y generalizado puestos a disposición del consumidor y usuario, para comprobar su origen e identidad, el cumplimiento de la normativa vigente en materia de precios, etiquetado, presentación y publicidad y los demás requisitos o signos externos que hacen referencia a sus condiciones de higiene, sanidad y seguridad.

c) Prestar las colaboraciones precisas, en los supuestos de crisis o emergencias que afecten a la salud, seguridad o intereses económicos de los consumidores y usuarios.

d) El ejercicio de la potestad sancionadora, por la comisión de infracciones de carácter leve o grave en materia de consumo, en relación con las empresas y establecimientos domiciliados en su ámbito territorial, siempre y cuando la infracción se haya cometido en el mismo y fuera conocida por sus propios servicios de inspección.

2. El ejercicio de las competencias tendrá que ser determinado por el correspondiente decreto u ordenanza
En función de lo anterior, ha de entenderse que los municipios canarios pueden seguir manteniendo sus oficinas de consumo existentes  en tanto no se modifique la legislación territorial.
2.1.8.1.4.- Infraestructura viaria
En lo que respecta a infraestructura viaria (artículo 25.2.d LBRL) y otros equipamientos de su titularidad señalar que a tenor del artículo 9.3 de la Ley de Carreteras de Canarias corresponde a los Cabildos Insulares y Ayuntamientos ejercer sobre sus propias redes de carreteras insulares y municipales, respectivamente, las mismas facultades que tiene conferidas el Gobierno de Canarias para la red de carreteras regionales en virtud del apartado Uno. puntos 1), 2) y 3) de este artículo, así como otras que pudieran sobrevenirles como resultado de cada proceso de transferencias y que no están específicamente imposibilitadas para ello, según lo preceptuado en la presente Ley.
2.1.8.1.5.- Servicios Sociales
A tenor de artículo 13 la Ley 9/1987 de 28 de abril, de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias a los Ayuntamientos de la Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con lo establecido en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, así como en la Ley Reguladora del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas Canarias, y a efectos de lo previsto en la presente norma, les corresponden las competencias siguientes:
a) Participación en el proceso de planificación de los servicios sociales que afecten al ámbito municipal o comarcal.
b) Estudio y detección de las necesidades en su ámbito territorial.
c) Elaboración de los planes y programas de servicios sociales dentro del término municipal, de acuerdo con la planificación global realizada por la Comunidad Autónoma.
d) Gestionar los servicios sociales comunitarios de ámbito municipal.
e) Gestionar los servicios sociales especializados de ámbito municipal.
f) Gestionar las funciones y servicios que le sean delegados o concertados por la Comunidad Autónoma de Canarias o los Cabildos Insulares.
g) Supervisar y coordinar, en el municipio, los servicios sociales municipales con los de la iniciativa privada del mismo ámbito, de conformidad con las normas de coordinación que dicte la Comunidad Autónoma, con la finalidad de alcanzar las previsiones de la planificación general.
h) Gestionar prestaciones económicas y colaborar en lo que reglamentariamente se establezca en la gestión de las prestaciones económicas y subvenciones de los Cabildos y la Comunidad Autónoma en lo que se refiere a servicios sociales en su ámbito municipal.
i) Coordinación de los servicios sociales municipales con los otros sectores vinculados al campo del bienestar social.
j) Fomento de la participación ciudadana en la prevención y resolución de los problemas sociales detectados en su territorio.
k) Fomento y ayuda a las iniciativas sociales no lucrativas que se promuevan para mejorar la calidad de vida de los habitantes del municipio.
l) Formación permanente y reciclaje del personal de los servicios sociales de estas Corporaciones.
Dicha normativa ha de verse complementada con carácter específica con la establecida en la Ley 1/2007, de 17 de enero, artículo 39, por la que se regula la prestación canaria de inserción según la cual corresponde a los Ayuntamientos: 
a) La detección de las personas en situación o riesgo de exclusión y la puesta en marcha de las acciones asistenciales y rehabilitadoras que posibiliten la inserción social de las mismas.
b) La recepción de las solicitudes y la tramitación administrativa de la Prestación Canaria de Inserción en su fase de iniciación del procedimiento.
c) La elaboración de los informes sociales y la elaboración del documento que contenga los programas específicos de actividades de inserción dirigidos a la unidad de convivencia, o en su caso, a alguno de sus miembros.
d) El seguimiento de los beneficiarios de la Prestación Canaria de Inserción y el control del cumplimiento de las obligaciones y requisitos exigidos en la presente ley, y en particular, el seguimiento de la participación de las personas incluidas en los programas específicos de actividades de inserción dirigidos a la unidad de convivencia.
e) La cooperación con la Administración autonómica en la fijación de criterios de uniformidad en la tramitación de los expedientes, así como en la aplicación de las medidas contempladas en la presente ley, y, en su caso, en las normas de desarrollo
2.1.8.1.6.- Menores
Por imperativo de la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de Atención integral a los menores en su artículo 12 se atribuye en particular a los Ayuntamientos canarios las siguientes competencias: 
a) El establecimiento y gestión de servicios de atención, información y asesoramiento a los menores y a las familias.
b) La recogida de datos y la realización de estudios y estadísticas sobre las necesidades de los menores y familias del término municipal, sin perjuicio de las competencias de otras Administraciones Públicas.
c) La promoción de las actividades y actuaciones que redunden en la formación de los menores, facilitando el conocimiento y ejercicio de los derechos que les reconoce y garantiza el ordenamiento jurídico.
d) La constitución de unidades administrativas o servicios específicos de atención a los menores.
e) La creación y gestión de unidades de atención inmediata y permanente a los menores.
f) La creación y fomento de escuelas de información y formación de quienes ejerzan o puedan ejercer funciones parentales y de los menores.
g) La detección de situaciones de riesgo para los menores, en coordinación con los centros y unidades escolares y sanitarias de su ámbito territorial.
h) La adopción, en colaboración con los consejos escolares, de las medidas necesarias para garantizar la escolarización obligatoria.
i) La declaración de la situación de riesgo, adoptando las medidas necesarias para la protección de los menores.
j) La asunción de la guarda provisional de los menores a solicitud de las personas que tienen la potestad sobre los mismos, en los medios y centros de titularidad municipal, hasta que se adopte una resolución por el órgano autonómico competente.
k) La gestión de las prestaciones económicas destinadas a la población municipal, de acuerdo con las previsiones de los convenios que suscriban a tal fin con la Administración autonómica o con el cabildo insular.
l) Las que deriven o se relacionen con las anteriores que dimanen de las funciones de información, promoción, detección, prevención e integración sociofamiliar de los menores, aun cuando no estén específicamente previstas en esta ley.
m) Cualesquiera otras que se contemplan en esta ley o se les atribuyan por el ordenamiento jurídico
2.1.8.1.7.- Drogodependencias
La Ley 9/1998, de 22 de julio, sobre prevención, asistencia, e inserción social en materia de drogodependencias, artículo 34, determina que corresponde a los municipios de Canarias en su ámbito territorial:
 a)  El establecimiento de los criterios que regulan la localización, distancia y características que deberán reunir los establecimientos de suministro y venta de bebidas alcohólicas.

 b)  El otorgamiento de la autorización de apertura a locales o lugares de suministro y venta de bebidas alcohólicas.

 c)  Velar, en el marco de sus competencias, por el cumplimiento de las diferentes medidas de control que se establecen en el título III de la ley.

 d)  La colaboración con los sistemas educativo y sanitario en materia de educación para la salud.
Por otro lado, a los municipios de más de 20.000 habitantes (art. 34.2) les atribuye con carácter específico las siguientes competencias y responsabilidades mínimas:
a)  La aprobación de Planes Municipales sobre Drogas, elaborados en coordinación y de acuerdo con los criterios y directrices del Plan Canario sobre Drogas, que incluyan programas de prevención e integración social, así como de información, orientación y motivación de drogodependientes a través de los centros de servicios sociales.

 b)  La coordinación de los programas de prevención e integración social que se desarrollen exclusivamente en el ámbito de su municipio.

c)  El apoyo a las asociaciones y entidades que en el municipio desarrollen actividades previstas en el Plan Canario sobre Drogas.

d)  La formación en materia de drogas del personal propio.

e)  La promoción de la participación social en esta materia en su ámbito territorial.
2.1.8.1.8.- Urbanismo y ordenación del territorio 
Del tenor del Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio y de Espacios Naturales de Canarias podemos extraer a lo largo de su articulado las siguientes atribuciones de los Ayuntamientos: 
a) Informe sobre los Planes Insulares de ordenación

b) Formulación del Planeamiento general municipal

c) Formulación, en su caso, del Plan operativo y actualización del mismo

d) Formulación y aprobación de los Planes parciales de ordenación

e) Formulación de los Planes especiales y de los Planes Especia les de Protección de Conjuntos Históricos, Zonas Arqueológicas o Sitios Históricos.

f) Aprobar y mantener actualizado un catálogo municipal, en el que recojan aquellos bienes tales como monumentos, inmuebles o espacios de interés histórico, artístico, arquitectónico, paleontológico, arqueológico, etnográfico, ecológico, científico o técnico que por sus características singulares o según la normativa del Patrimonio Histórico de Canarias deban ser objeto de preservación.

g) Aprobación de Proyectos de Urbanización

h) Emitir informe en los Proyectos de actuación territorial

i) Aprobación de los instrumentos de equidistribución y sistemas de ejecución así como su sustitución

j) Delimitación de las  áreas en las que los terrenos queden sujetos al régimen de ejecución de la edificación mediante sustitución e, incluso, al de expropiación

k) La recepción de las obras de urbanización

l) Imposición a los propietarios de la  ejecución de obras de conservación o rehabilitación

m) Realizar la limpieza y repercutir posteriormente los costes a los propietarios de los terrenos agrícolas de labradío situados a menos de 500 metros de las superficies forestales arboladas como medida de protección contra los incendios forestales

n) Declaración de la situación legal de ruina de edificaciones.

o) Formulación de Órdenes de ejecución de obras de conservación o de intervención

p) Recepción de las declaraciones responsables para la primera utilización y ocupación de edificaciones e instalaciones en general

q) Otorgamiento de las licencias urbanísticas en su término municipal y declaración de su disconformidad

r) Iniciar, instruir y resolver los procedimientos sancionadores, no disciplinarios, por infracciones contra la ordenación urbanística.
2.1.8.1.9.- Sanidad:
De conformidad con la Ley 11/1994, de 26 de julio, de Ordenación Sanitaria de Canarias, artículos 47 y 48, corresponde a los Ayuntamientos el ejercicio en el marco de los Planes de salud y de los programas, directrices del Gobierno de Canarias  y de la Consejería competente en materia de sanidad, las siguientes competencias:
En materia de Salud Pública:
a) El control sanitario del medio ambiente, en particular, el de la contaminación atmosférica, abastecimiento de aguas, saneamiento de aguas residuales, residuos urbanos e industriales, sin perjuicio de las competencias de otras Administraciones públicas.
b) El control sanitario de industrias, actividades y servicios de transportes, ruidos y vibraciones.
c) El control sanitario de los edificios y lugares de vivienda y convivencia humana, especialmente los centros de alimentación, peluquerías, saunas y centros de higiene personal, hoteles y centros residenciales, escuelas, campamentos turísticos y áreas de actividad físico-deportivas y de recreo.
d) Control sanitario de la distribución y suministro de alimentos bebidas y demás productos, directa o indirectamente relacionados con el uso o consumo humano, así como los medios de su transporte.
e) Control sanitario de los cementerios y policía sanitaria.
2. La participación en la construcción, remodelación y equipamiento de los consultorios locales, así como en su conservación y mantenimiento, en los términos establecidos en el correspondiente convenio de colaboración

3. La participación en el Consejo Canario de la Salud y en los Consejos de Dirección y de Salud de las Áreas de Salud, en los de Salud de las Zonas Básicas de Salud y en los de Participación de los Hospitales, en la forma que reglamentariamente se determine
Artículo 48. Servicios sanitarios propios de las Corporaciones locales.

1. Para el ejercicio de sus competencias, los Cabildos y los Ayuntamientos dispondrán, cuando el desarrollo de las actividades sanitarias lo requiera, de personal y servicios sanitarios propios. En donde no estuviere justificado la constitución de servicios propios, los Cabildos y Ayuntamientos se servirán, de acuerdo con lo dispuesto reglamentariamente por el Gobierno de Cana rias y en los términos de los convenios correspondientes, de los profesionales sanitarios del Área de Salud y dispondrán del apoyo técnico de los Centros de Salud.

2. En todo caso, los Ayuntamientos para el desarrollo de sus funciones deberán recabar el apoyo técnico del personal y medios de las Áreas de Salud en cuya demarcación estén comprendidos. Este personal tendrá la consideración, a estos solos efectos, de personal al servicio de los mismos, con sus obligadas consecuencias en cuanto a régimen de recursos y responsabilidad personales y patrimoniales.
Artículo 49. Convenios de colaboración. La Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, a través del Consejero competente en materia de sanidad, y los Cabildos y Ayuntamientos podrán celebrar los convenios precisos para articular la colaboración interadministrativa en la ejecución de sus respectivas competencias en materia de sanidad y, en particular, el desarrollo de los Planes de Salud de las Áreas y, en su caso, de Zona Básica de Salud.
2.1.8.1.10.- Protección de animales 
A tenor de la Ley 8/1991, de 30 de abril, de protección de los Animales los Ayuntamientos procurarán habilitar para los animales de compañía (articulo 12):
a) Espacios públicos idóneos debidamente señalizados para el paseo y esparcimiento.
b) Lugares para destino de animales muertos
Asimismo,  a tenor del artículo 17 de dicha Ley 
1. Corresponderá a los Ayuntamientos la competencia de recogida de animales abandonados.
2. Con tal objeto, los Ayuntamientos acordarán la asignación de los medios materiales y humanos necesarios o concertarán la realización de dicho servicio con el Cabildo Insular y la Consejería competente.
Por otro lado, (Artículo 20  de la misma Ley)
1. Los Ayuntamientos o Entidades locales supramunicipales, por sí mismos, o mediante asociaciones de protección y defensa de los animales colaboradoras de la Consejería competente, podrán confiscar los animales de compañía si hubiera indicios de que se les maltrata o tortura, si presentaran síntomas de agresión física o desnutrición o si se encontraran en instalaciones indebidas.

Asimismo, podrán confiscarse aquellos animales de compañía que manifestaran síntomas de un comportamiento agresivo y peligroso para las personas, o los que perturben de forma reiterada la tranquilidad y descanso de los vecinos

Y además (art. 30):
Las Administraciones Públicas, Local y Autonómica podrán retirar los animales objeto de protección, siempre que existan indicios de infracción de las disposiciones de la presente Ley, con carácter preventivo hasta la resolución del correspondiente expediente sancionador, a resultas del cual, el animal será devuelto al propietario o pasará a propiedad de la Administración
2.1.8.1.11.- Deportes
De conformidad con la Ley 8/1997, de 9 de julio Canaria del Deporte, artículo 10,  corresponde a los Ayuntamientos: 
a) La promoción de la actividad deportiva en su ámbito territorial, fomentando especialmente las actividades de iniciación y de carácter formativo y recreativo entre los colectivos de especial atención señalados en el artículo 3 de esta Ley.
b) La construcción o el fomento de la construcción por iniciativa social, mejora y gestión de las infraestructuras deportivas en su término municipal, velando por su plena utilización, sin perjuicio de las competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma y el cabildo respectivo, con los que habrá de coordinarse.
c) Velar por el cumplimiento de las previsiones urbanísticas sobre reserva de espacios y calificaciones de zonas para la práctica del deporte y el emplazamiento de equipamientos deportivos.
d) Velar por el cumplimiento de las condiciones reglamentarias de seguridad e higiene de las instalaciones y competiciones deportivas locales.
e) La cooperación con otros entes públicos o privados para el cumplimiento de las finalidades previstas por la presente Ley.
f) Aquellas otras competencias que les sean atribuidas o delegadas

2.1.8.1.12.- Espectáculos públicos y actividades clasificadas
La Ley 7/2011, de 5 de abril, de actividades clasificadas y espectáculos públicos y otras medidas administrativas complementarias, artículo 10, indica que corresponde a los ayuntamientos, en el ámbito regulado por la misma las siguientes competencias:
1) La aprobación de ordenanzas y reglamentos sobre actividades y espectáculos públicos, sin perjuicio de la competencia normativa atribuida al Gobierno de Canarias para el desarrollo de la presente ley, y a los cabildos insulares.
2) La tramitación y resolución, en su caso, de los instrumentos de intervención previa previstos en la presente ley.
3) La emisión de informe de calificación en los procedimientos de licencias de actividades clasificadas, en aquellos supuestos que le atribuye la presente ley o, en el caso de delegación del cabildo insular correspondiente.
4) El ejercicio de las potestades de comprobación, inspección, sanción, revisión y demás medidas de control que afecten a las actividades clasificadas y espectáculos públicos, en los supuestos previstos en el apartado anterior
2.1.8.1.13.- Juventud: 
 Según la Ley 7/2007 de 13 de abril, Canaria de la Juventud, los Ayuntamientos canarios tienen atribuidas las competencias siguientes (art.8): 
a) Participación en la planificación en los ámbitos autonómico e insular de las políticas de juventud. 
b) El estudio y la detección de las necesidades juveniles en su ámbito territorial. 
c) La elaboración de planes, programas y acciones juveniles de ámbito municipal, de acuerdo con la planificación lobal. 
d) La gestión de las políticas de juventud que les correspondan como consecuencia de los convenios que suscriban a tal fin con la Comunidad Autónoma o los Cabildos Insulares. 
e) La supervisión y coordinación de los programas y acciones juveniles en el ámbito municipal, de conformidad con las normas de coordinación que dicte el Gobierno de Canarias y el correspondiente Cabildo Insular, con la finalidad de alcanzar las previsiones de la planificación global. 
f) El impulso de los respectivos Consejos de la Juventud Locales como órganos de consulta, asesoramiento y participación del colectivo joven en el diseño de las políticas de juventud de ámbito municipal que le son propias. 
g) El fomento de la participación ciudadana en la prevención y resolución de los problemas juveniles detectados en su territorio. 
h) La formación permanente y el reciclaje del personal con funciones en materia de juventud adscritos a estas entidades. 
i) Cualquier otra establecida en virtud de norma de rango legal. 
2.1.8.1.14.- Igualdad entre mujeres y hombres (genérica):
La Ley 1/2010, de 26 de febrero Canaria de Igualdad entre mujeres y hombres, artículo 4, indica que serán principios generales de actuación de todos los poderes públicos de Canarias, en el marco de sus competencias los siguientes:
1. La igualdad de trato entre mujeres y hombres, que supone la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, en el ámbito educativo, económico, político, social, laboral y cultural, en particular, en lo que se refiere al empleo, a la formación profesional y a las condiciones de trabajo.
2. La igualdad de oportunidades mediante la adopción de las medidas necesarias para la eliminación de la discriminación y especialmente, aquellas que incidan en la creciente feminización de la pobreza.
3. El reconocimiento de la maternidad como un valor social, evitando los efectos negativos en los derechos de las mujeres, y la consideración de la paternidad en un contexto familiar y social de corresponsabilidad, de acuerdo con los nuevos modelos de familia.
4. El fomento de la corresponsabilidad, a través del reparto equilibrado entre mujeres y hombres de las responsabilidades familiares, de las tareas domésticas y del cuidado de las personas en situación de dependencia en cualquier circunstancia en que se encuentren ambos progenitores de matrimonio, separación, divorcio, nulidad o convivencia de hecho.
5. La adopción de las medidas específicas necesarias destinadas a eliminar las desigualdades de hecho por razón de sexo que pudieran existir en los diferentes ámbitos.
6. La especial protección del derecho a la igualdad de trato de aquellas mujeres o colectivos de mujeres que se encuentren en riesgo de padecer múltiples situaciones de discriminación o de exclusión.
7. La promoción del acceso a los recursos de todo tipo a las mujeres que viven en el medio rural y su participación plena, igualitaria y efectiva en la economía y en la sociedad.
8. El fomento de la participación o composición equilibrada entre mujeres y hombres en los distintos órganos de representación y de toma de decisiones.
9. El impulso de las relaciones entre las distintas administraciones, instituciones y agentes sociales sustentadas en los principios de colaboración, coordinación y cooperación, para garantizar la igualdad entre mujeres y hombres.
10. La adopción de las medidas necesarias para eliminar el uso sexista del lenguaje, garantizar y promover la utilización de una imagen de las mujeres y los hombres fundamentada en la igualdad de sexos, en todos los ámbitos de la vida pública y privada.
11. El impulso de la efectividad del principio de igualdad en las relaciones entre particulares.
12. La incorporación del principio de igualdad de género y la coeducación en el sistema educativo y en cualquier modalidad de acción formativa.
13. El respeto a las diferencias, que debe ser potenciado por las administraciones, poniendo los medios necesarios para que el proceso hacia la igualdad de sexos se realice respetando tanto la diversidad y las diferencias existentes entre mujeres y hombres en cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y necesidades, como la diversidad y diferencias existentes dentro de los propios colectivos de mujeres y hombres.
14. La integración de la perspectiva de género en todas sus políticas y acciones, de manera que establezcan en todas ellas el objetivo general de eliminar las desigualdades y promover la igualdad entre mujeres y hombres.
15. La transversalidad, principio que comporta aplicar la perspectiva de género en las fases de planificación, ejecución y evaluación de todas las políticas llevadas a cabo por las administraciones públicas con la finalidad de eliminar las desigualdades entre mujeres y hombres.
16. La obligación de diseñar, presupuestar y poner en marcha sistemas de protección, información y acompañamiento a todas las mujeres víctimas de la violencia de género, facilitando la coordinación de los distintos cuerpos y fuerzas policiales que operan en Canarias en el ejercicio de las funciones que legalmente les corresponden.
17. La coordinación, entendida como la ordenada gestión de competencias entre las administraciones públicas en materia de igualdad entre mujeres y hombres, con la finalidad de lograr una mayor eficacia tanto en las políticas a aplicar como en la ejecución del presupuesto, donde se debe tender a su optimización y evitar la duplicidad de gastos para los mismos fine
2.1.8.1.15.- Empleo (genérica)
A tenor de la Ley 12/2003, de 4 de abril, del Servicio Canario de Empleo modificada por Ley 3/2011, de 18 de febrero (art.21): 
El Sistema de Empleo de la Comunidad Autónoma de Canarias queda integrado por el conjunto de las actividades, los servicios y las prestaciones desarrolladas por organizaciones o entidades públicas o privadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias para el desarrollo de la política de formación y empleo del Gobierno de Canarias. 
Forman parte del Sistema de Empleo de la Comunidad Autónoma de Canarias el Servicio Canario de Empleo y la red de estructuras, medidas y acciones subvencionadas por el mismo para promover y desarrollar la política de empleo del Gobierno de Canarias. La red, a fin de lograr la eficiencia de esa política de empleo, quedará coordinada por el Servicio Canario de Empleo, el cual pondrá en marcha los instrumentos de cooperación con otras administraciones y entidades públicas o privadas para lograr que los recursos subvencionados por el Servicio funcionen conforme a criterios de coordinación para lograr la eficacia y eficiencia. 
2.1.8.1.16.- Educación y formación permanente de personas adultas de Canarias  (genérica)
De conformidad con la Ley 13/2003, de 4 de abril, de Educación y Formación permanente de personas adultas de Canarias (art.24) La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, con la colaboración del resto de las administraciones públicas y entidades privadas, garantizará la consecución de los fines, principios y objetivos previstos en esta Ley, así como el eficaz desarrollo de sus líneas programáticas
2.1.8.1.17.- Cooperación internacional (genérica)
Dispone la Ley 4/2009, de 24 de abril, Canaria de Cooperación internacional para el desarrollo que (art.22) “a instancia de las Entidades Locales se creará el Fondo Canario Local de Cooperación internacional al desarrollo con el fin de fortalecer las acciones de cooperación que se realicen en la Comunidad autónoma y aumentar la eficiencia de los recursos locales destinados a este fin”
Dicha Ley debe complementarse con la reciente  Ley 2/2014 de 25 de marzo de la acción y del servicio exterior del Estado que prevé la posibilidad de que las Entidades Locales puedan celebrar acuerdos internacionales administrativos en ejecución y concreción de un tratado internacional, siempre y cuando sea previsto expresamente por el propio Tratado, el cual les atribuya competencia para ello y verse sobre materias de su competencia.
2.1.8.2.- ¿CUALES SON LOS SERVICIOS MINIMOS OBLIGATORIOS PARA LOS MUNICIPIOS EN CANARIAS ATENDIENDO AL NÚMERO DE HABITANTES? 
2.1.8.2.1 Según el Artículo 26.1.a LBRL:
1) Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes: 
a) En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población y pavimentación de las vías públicas. 
Desaparece el servicio de control de alimentos y bebidas, el cual, a tenor de la Disposición Transitoria Tercera a partir del 30 de junio de 2014, pasará a ser desempeñado por la Comunidad Autónoma Por lo tanto, los municipios canarios deberían prestar solo estos servicios declarados obligatorios dejando de prestar el de control de alimentos y bebidas. Ahora bien, ha de tenerse en cuenta que el artículo 47 de la Ley Territorial 11/1994 de 26 de julio, de ordenación sanitaria de Canarias  les atribuye en materia de salud pública, entre otros apartados, “el control sanitario de la distribución y suministro de alimentos, bebidas y demás productos, directa o indirectamente relacionados con el uso o consumo humano, así como los medios de su transporte”
2.1.8.2.1.2 Según el Artículo 26.1.b LBRL: 
b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, biblioteca pública y tratamiento de residuos. 
Sin embargo respecto al tratamiento de residuos, la Ley estatal 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados (art.12.5) establece:
Corresponde a las Entidades Locales, o a las Diputaciones Forales cuando proceda: 

a) Como servicio obligatorio, la recogida, el transporte y el tratamiento de los residuos domésticos generados en los hogares, comercios y servicios en la forma en que establezcan sus respectivas ordenanzas en el marco jurídico de lo establecido en esta Ley, de las que en su caso dicten las Comunidades Autónomas y de la normativa sectorial en materia de responsabilidad ampliada del productor. La prestación de este servicio corresponde a los municipios que podrán llevarla a cabo de forma independiente o asociada.
b) El ejercicio de la potestad de vigilancia e inspección, y la potestad sancionadora en el ámbito de sus competencias.
c) Las Entidades Locales podrán:
1.º Elaborar programas de prevención y de gestión de los residuos de su competencia.
2.º Gestionar los residuos comerciales no peligrosos y los residuos domésticos generados en las industrias en los términos que establezcan sus respectivas ordenanzas, sin perjuicio de que los productores de estos residuos puedan gestionarlos por sí mismos en los términos previstos en el artículo 17.3. Cuando la entidad local establezca su propio sistema de gestión podrá imponer, de manera motivada y basándose en criterios de mayor eficiencia y eficacia en la gestión de los residuos, la incorporación obligatoria de los productores de residuos a dicho sistema en determinados supuestos.
3.º A través de sus ordenanzas, obligar al productor o a otro poseedor de residuos peligrosos domésticos o de residuos cuyas características dificultan su gestión a que adopten medidas para eliminar o reducir dichas características o a que los depositen en la forma y lugar adecuados.
4.º Realizar sus actividades de gestión de residuos directamente o mediante cualquier otra forma de gestión prevista en la legislación sobre régimen local. Estas actividades podrán llevarse a cabo por cada entidad local de forma independiente o mediante asociación de varias Entidades Locales.
No obstante lo anterior, debe de precisarse que, sin perjuicio de que la competencia resulta claramente atribuida a los Ayuntamientos de más de 5.000 habitantes, al referirse el precepto genéricamente a las EELL, se incluyen en esta denominación a los CbI y llevarse a cabo la prestación del servicio público a nivel insular, como se ha apuntado más atrás, por razones de eficacia y eficiencia, así como desde el punto de vista ecológico. 
2.1.8.2.1.3. Artículo 26.1.c LBRL: 
c) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: protección civil, evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social, prevención y extinción de incendios e instalaciones deportivas de uso público. 
Ya no aparece la genérica “prestación de servicios sociales”  sino sólo las urgentes. En este sentido, dicha modificación ha de ponerse en relación con lo dispuesto en la Disposición Transitoria Segunda de la Ley de Racionalización según la cual con fecha 31 de diciembre de 2015 “las Comunidades autónomas asumirán la titularidad de las competencias que se preveían como propias del Municipio relativas a la prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social”. Ahora bien, a tenor del apartado 4 de dicha Disposición Transitoria ello “se entiende sin perjuicio de la posibilidad de las Comunidades Autónomas de delegar dichas competencias en los Municipios, Diputaciones provinciales o entidades equivalentes” de conformidad con lo dispuesto en el art. 27.

Ello ha de ponerse en relación con lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley Territorial 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales según el cual, entre otros extremos, corresponde a los Ayuntamientos, en el marco de lo dispuesto en la legislación básica de régimen local
, lo siguiente: 
a. Participación en el proceso de planificación de los servicios sociales que afecten al ámbito municipal o comarcal.

b. Estudio y detección de las necesidades en su ámbito territorial.

c. Elaboración de los planes y programas de servicios sociales dentro del termino municipal, de acuerdo con la planificación global realizada por la comunidad autónoma.

d. Gestionar los servicios sociales comunitarios de ámbito municipal.

e. Gestionar los servicios sociales especializados de ámbito municipal.

f. Gestionar las funciones y servicios que le sean delegados o concertados por la comunidad autónoma de Canarias o los cabildos insulares.

g. Supervisar y coordinar, en el municipio, los servicios sociales municipales con los de la iniciativa privada del mismo ámbito, de conformidad con las normas de coordinación que dicte la comunidad autónoma, con la finalidad de alcanzar las previsiones de la planificación general.

h. Gestionar prestaciones económicas y colaborar en lo que reglamentariamente se establezca en la gestión de las prestaciones económicas y subvenciones de los cabildos y la comunidad autónoma en lo que se refiere a servicios sociales en su ámbito municipal.

i. Coordinación de los servicios sociales municipales con los otros sectores vinculados al campo del bienestar social.

j. Fomento de la participación ciudadana en la prevención y resolución de los problemas sociales detectados en su territorio.

k. Fomento y ayuda a las iniciativas sociales no lucrativas que se promuevan para mejorar la calidad de vida de los habitantes del municipio.

l. Formación permanente y reciclaje del personal de los servicios sociales de estas corporaciones.
Dada la restricción operada en la Ley 27/2013, en materia de servicios sociales, y relacionando con lo que indica el artículo 13 de la ley territorial canaria, no todos los servicios sociales que hasta la fecha se vienen prestando por los municipios canarios tendrían cobertura normativa a excepción de los servicios comunitarios previstos en las letras a) y e) del Art. 6.3 de la ley canaria conceptuados como servicios sociales o comunitarios (nivel primario del sistema) y que a continuación se transcriben: 
a) Información, valoración y orientación: tendrán por objeto prestar información, orientación y asesoramiento a los ciudadanos, en relación con los derechos y recursos sociales existentes, para la resolución de las necesidades que planteen, así como la recogida de información orientada hacia una posterior planificación, además de aclarar la procedencia, en su caso, de las prestaciones aplicables en materia de servicios sociales.
e) Prospección y detección de situaciones individuales o colectivas de marginación o de riesgo de la misma, y consiguiente acción preventiva, asistencial o rehabilitadora.
Especial relevancia podría tener para los municipios de menos de 20.000 habitantes la desaparición del servicio de ayuda a domicilio, que se contiene en el apartado c) del artículo 6.3 de la Ley territorial y que dada la remisión normativa a la legislación de régimen local que hace esa Ley, en coherencia con los términos del 26 LBRL en la nueva redacción, no podrían ser prestados por los municipios que no alcanzasen dicha cifra de población. 
En esta misma materia, sin embargo, ha de tenerse en cuenta que conforme a la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de Atención Integral a los Menores (art.12.2) corresponden a los Ayuntamientos canarios las siguientes competencias (sin remisión normativa a los términos de la legislación básica) “En particular, corresponden a los ayuntamientos canarios, a través de los servicios básicos de asistencia social o de los órganos y unidades administrativas que se determinen en sus normas orgánicas, las competencias siguientes:
a) El establecimiento y gestión de servicios de atención, información y asesoramiento a los menores y a las familias.

b) La recogida de datos y la realización de estudios y estadísticas sobre las necesidades de los menores y familias del término municipal, sin perjuicio de las competencias de otras Administraciones Públicas. c) La promoción de las actividades y actuaciones que redunden en la formación de los menores, facilitando el conocimiento y ejercicio de los derechos que les reconoce y garantiza el ordenamiento jurídico.

d) La constitución de unidades administrativas o servicios específicos de atención a los menores.

e) La creación y gestión de unidades de atención inmediata y permanente a los menores.

f) La creación y fomento de escuelas de información y formación de quienes ejerzan o puedan ejercer funciones parentales y de los menores.

g) La detección de situaciones de riesgo para los menores, en coordinación con los centros y unidades escolares y sanitarias de su ámbito territorial.

h) La adopción, en colaboración con los consejos escolares, de las medidas necesarias para garantizar la escolarización obligatoria.

i) La declaración de la situación de riesgo, adoptando las medidas necesarias para la protección de los menores.

j) La asunción de la guarda provisional de los menores a solicitud de las personas que tienen la potestad sobre los mismos, en los medios y centros de titularidad municipal, hasta que se adopte una resolución por el órgano autonómico competente.

k) La gestión de las prestaciones económicas destinadas a la población municipal, de acuerdo con las previsiones de los convenios que suscriban a tal fin con la Administración autonómica o con el cabildo insular.

l) Las que deriven o se relacionen con las anteriores que dimanen de las funciones de información, promoción, detección, prevención e integración sociofamiliar de los menores, aun cuando no estén específicamente previstas en esta ley.

m) Cualesquiera otras que se contemplan en esta ley o se les atribuyan por el ordenamiento jurídico
Respecto a protección civil, ha de tenerse en cuenta que la Ley 2/1985 de 21 de enero de Protección civil otorga a las Corporaciones Locales la potestad sancionatoria en esta materia lo cual resulta paradójico si no se presta el servicio. En este apartado, resulta preciso mencionar que si muchos de los Ayuntamientos canarios por su población no tuviesen  competencias en esta materia,  resultaría forzado el mantenimiento de este servicio sin soporte competencial.
Sin embargo, esta materia podría tener encaje en la Ley 9/2007, de 13 de abril, del Sistema Canario de Seguridad y Emergencias y de modificación de la Ley 6/1997, de 4 de julio, de Coordinación de las Policías Locales de Canarias la cual indica que “El Gobierno de Canarias y las corporaciones locales están obligadas a coordinar sus actuaciones a los fines establecidos en la presente Ley, para lo cual deben facilitarse cuanta información sea precisa a fin de que los cuerpos de policía y otros servicios de seguridad y emergencias colaboren eficazmente”  En este sentido, el artículo 2 de dicho texto legal indica como actuaciones las siguientes: 
a) El estudio, análisis y evaluación de las situaciones de riesgo y conflicto que pudieran alterar los derechos, libertades y bienes de las personas, así como el patrimonio común.
b) La adopción de las medidas de prevención y protección necesarias para evitar o reducir la posibilidad de los daños o alteración de la seguridad pública.
c) La elaboración e implantación de programas de concienciación ciudadana en materia de seguridad pública.
d) La colaboración y coordinación, en el Sistema de Seguridad y Emergencias de Canarias.
e) La captación de la participación ciudadana.
f) La transparencia y el suministro de información a los medios de comunicación en función de las necesidades del servicio y sin perjuicio del deber de secreto profesional y de la reserva que requiera la eficacia de las investigaciones
Respecto a la competencia para la construcción y mantenimiento de las instalaciones deportivas de uso público, nos podemos preguntar ¿que pasaría con las instalaciones deportivas que han construido y mantienen los municipios de menos de 20.000 habitantes? ¿tendrían que dejar de prestar ese servicio y le correspondería al CbI?. La respuesta estriba en que por una parte, la división en el artículo 26 por habitantes, de las competencias propias del artículo 25, significa que se trata de una obligación legal mínima de su prestación. Por otra parte, el precepto  en su apartado 1 abre con  un “…deberán prestar…”, el articulo 25.1.l) atribuye a los municipios la prestación de la promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre, con lo cual resulta perfectamente asumible por los municipios, el mantenimiento de su prestación, al tratarse de una competencia propia.  
2.1.8.2.1.4.- Artículo 26.1.d LBRL: 
d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: transporte colectivo urbano de viajeros y medio ambiente urbano. 
Ha de reseñarse que en la redacción anterior del apartado, aparecía “protección del medio ambiente”. Ahora se utiliza la expresión genérica “medio ambiente” pero restringido al urbano entendiéndose por éste, según la Nota del Ministerio, lo relativo a los parques y jardines públicos, la gestión de los residuos sólidos urbanos y la protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas. Ahora bien, ello en nuestro ámbito territorial, ha de ponerse en relación con la Ley Territorial  7/2011, de 5 de abril, de actividades clasificadas y espectáculos públicos y otras medidas administrativas complementarias cuyo artículo 10 bajo la rúbrica “Competencias de los municipios” indica lo siguiente: 
Corresponde a los ayuntamientos, en el ámbito regulado por la presente ley:
1) La aprobación de ordenanzas y reglamentos sobre actividades y espectáculos públicos, sin perjuicio de la competencia normativa atribuida al Gobierno de Canarias para el desarrollo de la presente ley, y a los cabildos insulares.
2) La tramitación y resolución, en su caso, de los instrumentos de intervención previa previstos en la presente ley.
3) La emisión de informe de calificación en los procedimientos de licencias de actividades clasificadas, en aquellos supuestos que le atribuye la presente ley o, en el caso de delegación del cabildo insular correspondiente.
4) El ejercicio de las potestades de comprobación, inspección, sanción, revisión y demás medidas de control que afecten a las actividades clasificadas y espectáculos públicos, en los supuestos previstos en el apartado anterior
cuestiones_________________________________________________________________
2.1.8.2.- ¿QUE COMPETENCIAS LES ATRIBUYE A LOS MUNICIPIOS COMO PROPIAS LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANARIAS POR MEDIO DE SU LEGISLACIÓN DE REGIMEN LOCAL? 
La Ley 7/2015 de 1 de abril de Municipios de Canarias, es promulgada en desarrollo de la legislación básica del estado en materia de régimen local, a virtud de la habilitación prevista en el Estatuto de Autonomía
.  Las competencias municipales se encuentran recogidas en el Capítulo II del Título I de la misma, aunque en el art. 4, desarrolla el reconocido constitucionalmente, principio de la garantía institucional de la autonomía local, se enumeran los criterios del régimen competencial de los mismos en base a:
a) La necesariedad de que se atribuya gestión por los municipios de los asuntos públicos de interés vecinal.

d) La atribución de las  competencias que permitan hacer efectiva esa participación.

e) La facultad de los municipios para conformar y ejecutar una política municipal propia y diferenciada en el marco de tales competencias y participar en la configuración de las políticas sectoriales, insulares y autonómicas, que les afecten.

Dicha atribución competencial llevada a cabo por el legislador sectorial autonómico  deberá ajustarse a los siguientes principios (arts. 5 a 9):

a. Garantía de la autonomía municipal.

b. Máxima proximidad.

c. Igualdad de la ciudadanía en el acceso a los servicios públicos.

d. Suficiencia financiera y estabilidad presupuestaria.

b) descentralización, 

c) ausencia de duplicidad administrativa y 

d) eficiencia, 
Las técnicas de atribución competencial  usadas son la transferencia como propias y las delegadas por el Estado, la CCAA y los Cabildos Insulares. 

La Ley determina ya como propias a transferir a los municipios canarios (art.11) las siguientes materias: 

a. Actividades clasificadas y espectáculos públicos.

b. Consumo.

c. Cultura.

d. Deportes.

e. Educación.

f. Empleo.

g. Fomento y promoción del desarrollo económico y social municipal en el marco de la planificación autonómica.

h. Igualdad de género.

i. Juventud.

j. Medio ambiente.

k. Patrimonio histórico.

l. Protección civil y seguridad ciudadana.

m. Sanidad.

n. Servicios sociales.

ñ) Transportes.

o. Turismo.

p. Urbanismo.

q. Vivienda.
En cuadro comparativo con las garantizadas por el LRBRL:

	LRBRL
	Ley 7/2015

	a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación.
b) Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos, gestión de los residuos sólidos urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas.
c) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales.
d) Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad.
e) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social.
f) Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios.
g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo urbano.
h) Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local.
i) Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante.
j) Protección de la salubridad pública.
k) Cementerios y actividades funerarias.
l) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre.
m) Promoción de la cultura y equipamientos culturales.
n) Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con las Administraciones educativas correspondientes en la obtención de los solares necesarios para la construcción de nuevos centros docentes. La conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios de titularidad local destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación especial.
ñ) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso eficiente y sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones.

	Urbanismo

Vivienda

Medio ambiente

Actividades clasificadas y espectáculos públicos.

Servicios sociales.

Protección civil y seguridad ciudadana.

Transportes.

Turismo.

Deportes.

Cultura.

Educación.

Fomento y promoción del desarrollo económico y social municipal en el marco de la planificación autonómica

Consumo.

Empleo.

Igualdad de género.

Juventud.

Patrimonio histórico.

Sanidad.




De dicha comparativa se puede concluir que solo en las materias de Consumo, Empleo, Igualdad de género, Juventud, Patrimonio histórico y  Sanidad se añaden a las previstas en la legislación básica estatal. El alcance de las competencias a transferir a los municipios, dado que su enunciado es muy escueto y genérico, dependerá del legislador autonómico solo limitado por los principios de los citados arts. 4 y 5.
Respecto a la delegación, el legislador autonómico, solo sujeta su atribución a la conveniencia de llevarse a cabo su ejercicio en el ámbito municipal (art. 10.2)
 , mediante la prosecución de una mayor eficiencia en la gestión y evitar las duplicidades administrativas.

2.1.9.-COMPETENCIAS DE LOS CABILDOS INSULARES EN LA COORDINACIÓN DE SERVICIOS MUNICIPALES.- 
El artículo 26.2 LRBRL incorpora como nueva redacción lo siguiente: 
2. En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación provincial o entidad equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes servicios: 
a) Recogida y tratamiento de residuos. 
b) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas residuales. 
c) Limpieza viaria. 
d) Acceso a los núcleos de población. 
e) Pavimentación de vías urbanas. 
f) Alumbrado público. 
Dado que en las islas existen municipios que tienen menos de 20.000 habitantes, la coordinación se dará respecto a ellos por cada CbI.
Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, con la conformidad de los municipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la forma de prestación, consistente en:

la prestación directa por la Diputación o la implantación de fórmulas de gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. 

Para reducir los costes efectivos de los servicios el mencionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formulada que deberá contar con el informe preceptivo de la Comunidad Autónoma si es la Administración que ejerce la tutela financiera. 

Cuando el municipio justifique ante la Diputación que puede prestar estos servicios con un coste efectivo menor que el derivado de la forma de gestión propuesta por la Diputación provincial o entidad equivalente, el municipio podrá asumir la prestación y coordinación de estos servicios si la Diputación lo considera acreditado. 

Cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la prestación de estos servicios repercutirá a los municipios el coste efectivo del servicio en función de su uso. Si estos servicios estuvieran financiados por tasas y asume su prestación la Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la tasa para la financiación de los servicios.
La ley 7/2015 dedica el capítulo III del Título I (art. 12) a desarrollar esta asistencia, distinguiendo entre:

a) Municipios de más de 20.000 habitantes  en los que la asistencia y cooperación es voluntaria y a solicitud de estos.

b) Municipios de menos de 20.000 habitantes, a los que se les otorgará un plazo de dos meses desde la entrada en vigor de la Ley, para manifestar si tienen voluntad de prestación de los servicios de los servicios de tratamientos de residuos y prevención y extinción de incendios que, en caso de no existir esa manifestación expresa, los prestará el CbI.
  

En consecuencia como expresaba el profesor  G. Trujillo
 no se debe olvidar que los sujetos político-territoriales que comparten el poder político del Estado, son las CCAA, aunque ni la regulación constitucional, ni la estatutaria, impiden contar con los CbI para el logro de los fines de la CCAA y la prestación de los servicios públicos a través de los CbI. 
2.2 INICIDENCIA DE LA LEY 27/2013 EN EL HECHO INSULAR. LA CC AA DE BALEARES.-

2.2.1.- REGIMEN JURIDICO DE LOS CONSEJOS INSULARES EN LA CC AA DE BALEARES:

En la CCAA de Baleares, los Consejos Insulares (en adelante CnI) son considerados en su EA como una pieza más de su sistema institucional autonómico, al mismo nivel que los poderes principales de la misma, a diferencia del EA de Canarias (art. 8.1 del EACan) que no les otorga tal relevancia de poder autonómico
. En consecuencia, se les tiene como instituciones de la CCAA a los efectos de ejercicio competencial de las asumidas por el EA:
Artículo 61. Los Consejos Insulares 

1. Los Consejos Insulares son las instituciones de gobierno de cada una de las islas y ostentan el gobierno, la administración y la representación de las islas de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera, así como de las islas adyacentes a éstas.

2. Los Consejos Insulares gozarán de autonomía en la gestión de sus intereses de acuerdo con la Constitución, este Estatuto y lo establecido en las leyes del Parlamento.
3. Los Consejos Insulares también son instituciones de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.
La última reforma de dicho EA (L. O. 1/2007 de 28 de febrero) ha profundizado de tal manera en la descentralización interna de la CCAA que congela en el nivel estatutario las competencias que, con carácter de propias deben ejercer dichos CnI: 
Artículo 70. Competencias propias 

Son competencias propias de los Consejos Insulares, además de las que les vengan atribuidas por la legislación estatal, las siguientes materias:

1. Urbanismo y habitabilidad.

2. Régimen local.

3. Información turística. Ordenación y promoción turística.

4. Servicios sociales y asistencia social. Desarrollo comunitario e integración. Política de protección y atención a personas dependientes. Complementos de la Seguridad Social no contributiva. Voluntariado social. Políticas de atención a las personas y a los colectivos en situación de pobreza o necesidad social.

5. Inspección técnica de vehículos.

6. Patrimonio monumental, cultural, histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico y paisajístico en su ámbito territorial, y depósito legal de libros.

7. Actividades clasificadas. Parques acuáticos. Infracciones y sanciones.

8. Tutela, acogimiento y adopción de menores.

9. Deporte y ocio. Fomento y promoción de las actividades deportivas y de ocio.

10. Transportes terrestres.

11. Espectáculos públicos y actividades recreativas.

12. Agricultura, ganadería y pesca. Calidad, trazabilidad y condiciones de los productos agrícolas y ganaderos y de los productos alimenticios que de ellos se derivan.

13. Ordenación del territorio, incluyendo el litoral.

14. Artesanía. Fomento de la competitividad, la capacitación y el desarrollo de las empresas artesanas. Promoción de productos artesanales. Creación de canales de comercialización.

15. Carreteras y caminos.

16. Juventud. Diseño y aplicación de políticas, planes y programas destinados a la juventud.

17. Caza. Regulación, vigilancia y aprovechamiento de los recursos cinegéticos.

18. Cultura. Actividades artísticas y culturales. Fomento y difusión de la creación y la producción teatral, musical, cinematográfica y audiovisual, literaria, de danza y de artes combinadas. Promoción y animación socio-cultural.

19. Museos y archivos y bibliotecas de titularidad autonómica, en su ámbito territorial. Conservatorios de música, servicios de bellas artes, hemerotecas e instituciones similares, de ámbito insular.

20. Políticas de género. Conciliación de la vida familiar y laboral. Mujer.

A la entrada en vigor del presente Estatuto de Autonomía se transferirán las competencias atribuidas como propias a los Consejos Insulares, mediante Decreto de traspaso acordado en Comisión Mixta de Transferencias.
Así como prescribe (articulo 71 EA
) las que podrán recibir por medio de delegación o transferencia mediante ley sectorial, para el ejercicio de la función ejecutiva y la gestión, ello significa que en las anteriores asume también la función normativa reglamentaria de desarrollo de la legislación del Parlamento balear y la que correspondería a los poderes de la CCAA de fijar las políticas propias (artículo 73 EA
). 
El resto de las competencias estatutarias se ejercerán por la administración propia de la CCAA sin perjuicio de la posible encomienda o delegación a los CnI y los municipios (articulo 80 EA)

Cuestiones________________________________________________________________
2.2.2.- ¿CUALES SON LAS COMPETENCIAS PROPIAS DE LOS CONSEJOS INSULARES ATRIBUIDAS POR LA LEGISLACION BASICA DE REGIMEN LOCAL?:
Como administración local, (art. 141.4 CE) el régimen competencial de los CnI (denominados entidad equivalente en la poco afortunada denominación de la Ley
) ha de partir de lo dispuesto en el artículo 7 de la vigente Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (de acuerdo con la modificación operada por la Ley 27/2013 de 27 de diciembre
 , de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local). 

No obstante la Disposición Adicional 16ª.2 establece que 2. La aplicación de esta Ley a los Consejos Insulares de las Illes Balears se realizará en los términos previstos en su legislación específica y con estricta sujeción a los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
De dichas modificaciones se pueden extraer las siguientes consecuencias:

e) Las competencias de los CnI son propias o atribuidas por delegación.

f) Las propias sólo podrán ser determinadas por Ley (lo que incluye las previstas en la legislación básica del estado pero también las transferidas por la legislación autonómica) y se ejercerán en régimen de autonomía y bajo su propia responsabilidad, si bien atendiendo a la debida coordinación con las demás Administraciones.

g) El Estado y la CCAA de Baleares podrán delegarles el ejercicio de sus competencias. La delegación de competencias estatales o autonómicas en los CnI debe ir acompañada de la correspondiente dotación presupuestaria, su duración no será inferior a los cinco años y la Administración que delega se reservará los mecanismos de control precisos para asegurar la adecuada prestación del servicio delegado. 

Si la CCAA de Balares delega competencias, o suscribe convenios de colaboración con los CnI que impliquen obligaciones financieras o compromisos de pago a cargo de la CCAA, será necesario que ésta incluya una cláusula de garantía del cumplimiento de estos compromisos, consistente en la autorización a la Administración General del Estado a aplicar retenciones en las transferencias que les correspondan por aplicación de su sistema de financiación. 

Fuera de las propias o delegadas, podrán ejercer competencias “distintas
” a las anteriores (art.7.4 LRBRL) cuando se den los siguientes requisitos, por no existir para los CnI la clausula general del articulo 25.1  cuando se den los siguientes requisitos:
· Que no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la hacienda municipal
.

· Que no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio con otra Administración Pública

En desarrollo de lo anterior la NOTA INFORMATIVA DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS DE 4 DE MARZO DE 2014 establece los requisitos procedimentales para que se dé la posibilidad de ejercicio de competencias “distintas”, consistente en la emisión de informes necesarios, vinculantes y previos en los términos siguientes:

· Informe necesario y vinculante de la Administración competente por razón de la materia y en el que se señale la inexistencia de duplicidades.

· Informe necesario y vinculante de la administración que tenga atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias. En el caso de Baleares la emisión de dicho informe le corresponde al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 

Estos informes son vinculantes, por lo que si del primero se deduce que el ejercicio de la competencia en cuestión, no es sostenible para el CnI o del segundo, que existe duplicidad en la prestación de los servicios, el CnI deberá de dejar de ejercer la competencia en cuestión

Por tanto, habrá que entender que tras la entrada en vigor de la LRSAL (el 31 de diciembre de 2013) las Entidades Locales municipales ya no podrán seguir ejerciendo competencias que no les hayan sido atribuidas ya sea como propias (por ley) o como delegadas, salvo que concurran los requisitos establecidos en el artículo 7.4 de la LRBRL. Esto conllevará la consecuencia de un incremento de la responsabilidad de coordinación y en su caso de ejercicio de competencias  que hasta ahora desarrollaban los municipios, por los CnI. El resultado será la prestación directa o mediante formulas de gestión compartida como consorcios, mancomunidades u otras formulas. 
En dicha NOTA el nuevo marco competencial de los CnI sería el siguiente: 


-Las competencias  propias del art. 36.1


-Las que le transfieran, deleguen o encomienden el Estado o su CCAA

- Coordinación en la prestación de determinados servicios obligatorios en municipios con población inferior a 5.000 y 20.000 habitantes cuando estos no procedan a su prestación (art 26.2 y 3).

- La cláusula residual del art. 7.4., esto es competencias autoatribuidas
.

-Otras funciones recogidas en los artículos 13.5, 27.2 y 116 bis.3 
En suma entiendo que de una interpretación armónica de los artículos 2.1, 7.2 y 3, así como el 25.1 para los municipios, todos de la LBRL, las competencias denominadas como propias de los entes locales, incluidos los CnI, son: i) todas aquellas que se atribuyen por la ley básica de régimen local, ii) las que enuncie las leyes de desarrollo de este régimen en cada CCAA, iii) la legislación sectorial ya sea estatal o autonómica. Solo las ejercidas en régimen de iniciativa propia o autoatribución, las distintas, deberían cumplimentar los requisitos del apartado 4 del artículo 7
. Entendiendo para los municipios que el apartado 2 del artículo 25, se refiere a competencias mínimas y el 26 a garantía de prestación de servicios públicos mínimos en función del número de habitantes
.

2.2.3.- CUALES SON LAS NOVEDADES COMPETENCIALES INTRODUCIDAS POR LA LRSAL 
En consecuencia, ordenado por apartados del precepto, las novedades introducidas en el articulado de la LRBRL son:

En el Artículo 36.1.b

Se adiciona la prestación a los servicios de Secretaría e Intervención a los Municipios de menos de 1.000 habitantes-

Ha de entenderse incluido en este apartado, la asistencia letrada y de asesoría jurídica, técnica y económica a prestar por los CI a los ayuntamientos de su isla a través de un servicio de asistencia y asesoría, en los procedimientos administrativos judiciales en los que aquéllos sean parte, previa solicitud de estos y sin coste alguno para los municipios.

En el Artículo 36.1.c
Se adiciona a partir del término “supracomarcal” toda la redacción posterior. Ello supone que los CI deberán asumir la prestación del servicio de tratamiento de residuos en los municipios de menos de 5.000 habitantes. Si ya lo vienen asumiendo para todos municipios de su isla, deberán consolidar su prestación ahora por ministerio de la ley, con la necesaria armonización de su coste (Ordenanza de Tasa). 

En el caso del servicio  prevención y extinción de incendios, aunque debe de prestarse por los municipios de más de 20.000 habitantes, asumiendo el CI el de los municipios con número de habitantes inferior a esa cifra como en el caso anterior, por economía de escala, dimensión, orografía y ubicación de espacios naturales en los municipios canarios debería efectuarse tal prestación, preferentemente a nivel insular.
En el Artículo 36.1.e 
Se trata de un nuevo texto. En este sentido, estas funciones de coordinación en materia económica-financiera, a tenor del 116. bis, se darán en caso de incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, del de deuda pública o de la regla de gasto.
En el Artículo 36.1.f 

Se trata, también, de la incorporación a la ley básica de un nuevo texto, mediante el cual el CI deberá asumir la asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria voluntaria y ejecutiva, además del apoyo a la gestión financiera en los municipios de las islas de población inferior a 20.000 habitantes
. 

En este apartado ha de tenerse en cuenta la aclaración que hace el 26.3 (en la nueva redacción) indicativa de que la asistencia se dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios mínimos, lo que significa que la asistencia se convertirá en subrogación en la prestación.
En el Artículo 36.1.g 
Es una nueva incorporación normativa que, en materia de contratación centralizada y al objeto de no ocasionar una sustracción de la competencia municipal de contratación (a tenor de lo dispuesto en el R.D.L- 3/2011 de 14 de noviembre por el que se aprueba el TRLCSP) podría realizarse mediante la incorporación a los Pliegos reguladores de los expedientes de contratación promovidos por el CI, de una previsión expresa relativa a la posibilidad de que los Ayuntamientos se adhieran a los mismos promoviendo un ahorro generalizado en la licitación al aumentarse el objeto contractual, o en su caso, que se publicara una Instrucción con Pliegos-Tipo. Todo ello sin perjuicio de una posible encomienda voluntaria de los municipios al CI para que llevase a cabo determinadas contrataciones para todos ellos 
En el Artículo 36.1.h
Otra nueva adición que supone que el CI asumirá el seguimiento de los costes efectivos
 de los servicios prestados por los municipios de la isla (el texto legal se ha olvidado en este apartado de las islas puesto que sólo habla de provincia) independientemente de su población, puesto que no se limita. Dicho seguimiento podrá desembocar en la colaboración en la gestión eficiente, preludio de la actuación prevista en el  art. 116 bis LRSAL. Teniendo consecuencias ello en la elaboración del plan insular de cooperación de obras y servicios y el otorgamiento de subvenciones del Estado y la CCAA. (artículo 36.2.a).
En el Artículo 36.1.i
Se tendrá que comprobar por cada CI si el Servicio de Salud de Illes Balears se está encargando de la totalidad del mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos en los municipios de menos de 5.000 habitantes o si por el contrario, hay algún Ayuntamiento que lo esté prestando. En todo caso, las Leyes de Salud de Illes Balears (Ley 5/2003, de 4 de abril, arts. 47 y 48) y de Salud Pública de Illes Balears (Ley 16/2010, de 28 de diciembre, arts. 15 y 16)  no atribuyen ninguna competencia en este sentido a los CI ni a los Ayuntamientos.

Ha de tenerse en cuenta para todos los apartados este artículo, la distinción en los supuestos de asistencia y coordinación, de los supuestos de prestación efectiva (ejemplo, el tratamiento de residuos, la prevención de incendios, la administración electrónica o la contratación centralizada donde el CI no asiste ni coordina, sino directamente debe prestar). 

Se observa que la reforma de la LRSAL en ningún momento prevé la delegación de competencias de los CI a los municipios, es mas la nueva redacción del artículo 27 ha suprimido el inciso “y otras entidades locales” como si esa técnica de atribución de funciones no existiera, cuando como se verá, es utilizada por la legislación autonómica de desarrollo de régimen local y la sectorial.
2.2.4.- MARCO COMPETENCIAL DE LOS CONSEJOS INSULARES COMO ENTES LOCALES EN LA LEGISLACION AUTONÓMICA.-
Los artículos 2 y 4 de la Ley 8/2000 de 27 de octubre, de Consejos Insulares indica la naturaleza de esas EELL como constitutivas de: el gobierno, la administración y la representación de las islas de Mallorca, Menorca, Eivissa y Formentera, y de las islas adyacentes corresponderán a los consejos insulares, que gozarán de autonomía para la gestión de sus intereses.
Asimismo, conforme a lo establecido en su EA son al mismo tiempo instituciones de la CCAA y administraciones locales, remitiendo a la legislación básica del Estado para la delimitación de sus competencias en tanto tales (artículo 23): 1. Los consejos insulares ejercen las competencias que les atribuyan las leyes del Estado y de la comunidad autónoma, de acuerdo con el Estatuto de Autonomía y la legislación básica del Estado.
Las competencias podrán ser atribuidas a los CnI mediante transferencia o delegación (art. 27/, por medio de una Ley del Parlamento Balear y lo serán simultáneamente a los tres consejos insulares (art. 28), como regla general. Ello no obstante, previamente a la aprobación de la ley correspondiente, cada Consejo deberá pronunciarse sobre la aceptación o el rechazo de la competencia, de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 51.2, por ello, se podrá observar que, si en algunas normas de transferencia no aparecía Mallorca fue por no aceptación de la transferencia de la competencia por su CI. 
cuestiones_________________________________________________________________
2.2.5. ¿QUE COMPETENCIAS OSTENTAN LOS CONSEJOS INSULARES TRANSFERIDAS COMO PROPIAS POR LA LEGISLACION TERRITORIAL DE REGIMEN LOCAL? 
El régimen actual de competencias transferidas no ha resultado afectado, partiendo de lo que indica la LRSAL en su Disposición Adicional 16ª 2. Por lo que en puridad, todo dependerá de si el ejercicio de las competencias transferidas supone afección o no a estos principios.

Consolidada su posición como ente local, el punto de partida del proceso de consolidación de los CnI como instituciones de la CCAA lo constituyen la primera Ley Territorial 5/1989, de 13 de abril, de Consejos Insulares, la Ley 6/1994, de 13 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares, y la Ley 8/2000, de 27 de octubre, de Consejos Insulares.
El Parlamento de las Islas Baleares en aplicación del artículo 39
 del Estatuto de Autonomía ha aprobado como leyes de atribución de competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera
 y al Consejo Insular de Mallorca
, las siguientes:
1. La Ley 9/1990, de 20 de junio, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Urbanismo y Habitabilidad.
2. 2. La Ley 8/1993, de 1 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Régimen Local.
3. 3. La Ley 9/1993, de 1 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Información Turística.
4. 4. La Ley 12/1993, de 20 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Servicios Sociales y Asistencia Social.
5. 5. La Ley 13/1993, de 20 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Inspección Técnica de Vehículos.
6. 6. La Ley 6/1994, de 13 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Patrimonio Histórico, de Promoción Sociocultural, de Animación Sociocultural, de Depósito Legal de Libros y de Deportes.
7. 7. La Ley 8/1995, de 30 de marzo de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Actividades Clasificadas y Parques Acuáticos, Reguladora del Procedimiento y de las Infracciones y Sanciones.
8. 8. La Ley 3/1996, de 29 de noviembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera en Materia de Ordenación Turística.

9. Ley 8/1997, de 18 de diciembre , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Tutela, Acogimiento y Adopción de Menores.

10. Ley 13/1998, de 23 de diciembre ) , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Transportes Terrestres.
11. Ley 7/1999, de 8 de abril , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.

12.  Ley 8/1999, de 12 de abril , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Agricultura, Ganadería, Pesca y Artesanía.

13.  Ley 2/2001, de 7 de marzo , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Ordenación del Territorio.

14. Ley 14/2001, de 29 de octubre , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Servicios Sociales y de Seguridad Social.

15.  Ley 16/2001, de 14 de diciembre , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Carreteras y Caminos.

3. El Consejo Insular de Formentera asume también, dentro su ámbito territorial, el ejercicio de la función ejecutiva y de gestión en las materias de transportes terrestres y de agricultura, ganadería y pesca, la competencia sobre las cuales fue delegada al Consejo Insular de Ibiza y Formentera mediante las disposiciones siguientes:

a) Ley 13/1998, de 23 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Transportes Terrestres.

b) Ley 8/1999, de 12 de abril, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Agricultura, Ganadería, Pesca y Artesanía.
1. En materia de Régimen Local: a virtud de la Ley 8/1993, de 1 de diciembre, de atribución de competencias a los Consejos Insulares en materia de régimen local:
Artículo 1 Objeto de la Ley 
En atención a lo que establecen el apartado 1 y el último párrafo del artículo 39 de la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía y el artículo 12.3 de la Ley 5/1989, de 13 de abril, de Consejos Insulares, por la presente Ley se atribuyen a los Consejos Insulares de Mallorca, de Menorca y de Ibiza y Formentera y con carácter de propias, todas las competencias ejecutivas y de gestión asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, en relación con las materias de régimen local siguientes, relativas a los municipios, entidades locales menores y mancomunidades de las islas Baleares, pertenecientes al ámbito territorial de cada uno de los consejos insulares:

1. Demarcación territorial:
1.1. La constitución de nuevas entidades locales menores; la modificación o la disolución de las mismas, cuando sea a petición de la propia entidad local menor, a que hacen referencia los artículos 42, 44.a) y 45 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
1.2. La modificación de entidades locales menores de oficio, previa audiencia de las entidades y ayuntamientos interesados y el informe del Consejo Consultivo de las Islas Baleares, de acuerdo con el artículo 44.b) del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
1.3. La aprobación de los acuerdos municipales sobre los límites territoriales y la separación patrimonial del municipio y de la nueva o nuevas entidades locales menores, según el artículo 43 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
1.4. Los amojonamientos de los términos municipales y la resolución de las cuestiones que se susciten entre los municipios sobre los mismos, en los cuales deberá preceder el dictamen del Consejo Consultivo de las Islas Baleares. Todo ello, de acuerdo con el artículo 10 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
1.5. La resolución definitiva de los expedientes de alteración de términos municipales que se refieran a incorporación, fusión o segregación de municipios. Todo ello de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 2 a 9 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
1.6. La aprobación de los cambios de denominación toponímica de los municipios y de su capitalidad, de acuerdo con el artículo 11 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
1.7. La aprobación de la adopción, modificación o rehabilitación de escudos y banderas de las entidades locales, de acuerdo con el Decreto de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares 7/1988, de 11 de febrero.
1.8. La concesión a las entidades locales de tratamientos, honores o distinciones, así como el otorgamiento de títulos, lemas y dignidades, previa instrucción del expediente correspondiente.

2. Comisiones gestoras: La designación y el nombramiento de comisiones gestoras que rijan nuevos municipios resultantes de la fusión, segregación o incorporación de otros, de acuerdo con el artículo 16 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales.

3. Disposición de bienes patrimoniales de las entidades locales:
3.1. La autorización de los expedientes de alienación, permuta y gravamen de bienes inmuebles patrimoniales de las entidades locales, cuando el valor exceda del 25 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto anual de la corporación, de acuerdo con el artículo 79 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
3.2. El conocimiento de los expedientes de alienación, permuta y gravamen de bienes inmuebles patrimoniales de las entidades locales, cuando el valor no exceda del 25 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto anual de la corporación, de acuerdo con el artículo 79 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
3.3. La autorización para la venta directa o permuta a favor de los propietarios confrontantes de parcelas no utilizables y sobrantes de vías públicas, cuando el valor de los bienes exceda del 25 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto anual de la corporación, de acuerdo con el artículo 79 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
3.4. El conocimiento de los expedientes para la venta directa o permuta a favor de los propietarios confrontantes de parcelas no utilizables y sobrantes de vías públicas cuando el valor de los bienes no exceda del 25 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto anual de la corporación, de acuerdo con el artículo 79 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.

4. Organización: La iniciación de oficio, ordenación, instrucción y aprobación de los expedientes de constitución de agrupaciones de municipios para el sostenimiento de plazas reservadas para funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional y la aprobación de sus Estatutos de acuerdo con el artículo 161 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia régimen local y con el Decreto de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares 82/1988, de 20 de octubre.

5. Régimen jurídico:
5.1. La resolución de las cuestiones de competencia que se planteen entre entidades locales pertenecientes al ámbito territorial del consejo insular respectivo, de acuerdo con el artículo 50.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local.
5.2. La recepción de la copia o del extracto de los actos y acuerdos de las entidades locales, en el plazo de seis días posteriores a su adopción, a los efectos del ejercicio de las facultades de impugnación a que se refieren los artículos 65 y 66 de la Ley 7/1985 de 2 de abril, reguladora de las bases de régimen local, cuando estos acuerdos incurran en infracción del ordenamiento jurídico en el ámbito de las competencias propias del consejo insular respectivo. Esta facultad no afecta ni menoscaba la de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares ni la de la Administración General del Estado para la impugnación de los actos y acuerdos que afecten a sus respectivos intereses, por lo que las entidades locales les remitirán también copia o extracto de sus actos y acuerdos, en el plazo de seis días posteriores a su adopción.

6. Servicios locales:
6.1. La aprobación de los expedientes de municipalización de servicios, en régimen de monopolio, de acuerdo con el artículo 97.2 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
6.2. La aprobación de los expedientes de transformación de servicios municipalizados, en régimen de monopolio, a los que se refiere el artículo 97.2 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
6.3. La aprobación de los expedientes de transformación de servicios municipalizados, en régimen de libre concurrencia a régimen de monopolio, a los que se refiere el artículo 97.2 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el cual se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local.
6.4. La aprobación de los expedientes de extinción de servicios municipalizados en régimen de monopolio.

7. Tutela financiera de las entidades locales: La autorización de la concertación de créditos y concesión de avales cuya cuantía supere el 5 por 100 de los recursos liquidados de la entidad local por operaciones corrientes, deducidos de la última liquidación presupuestaria practicada de acuerdo con el artículo 54 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales.
La competencia transferida en materia de alteración de términos municipales ha de relacionarse con el nuevo tenor del artículo 13 LRBRL en la redacción dada por la LRSAL  según el cual se establecen nuevos requisitos precisos para proceder a la alteración de los términos municipales. Respecto a la competencia transferida sobre constitución y disolución de entidades locales inframunicipales ha de tenerse en cuenta que conforme al apartado 3 del artículo 24 bis) introducido en la  LRBRL por la LRSAL: “Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera”.
2. Actividades Clasificadas y medio Ambiente Urbano:
En un primer momento la Ley 7/1999, de 8 de abril, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera transfiere en materia de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas: 
Artículo 2 Competencias que se transfieren 
Se transfieren a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera las siguientes competencias:
1. Informar los expedientes relativos a edificios, locales o recintos destinados a espectáculos públicos, actividades recreativas y a establecimientos de concurrencia pública, tramitados por los ayuntamientos, según lo que se disponga reglamentariamente.
2. Autorizar espectáculos, diversiones, servicios o actividades recreativas de carácter extraordinario, singulares o excepcionales, en locales cuya licencia no los ampare.
3. Autorizar espectáculos o actividades recreativas que sean de carácter benéfico, aquéllos organizados por Asociaciones inscritas y aquéllos que pretendan disfrutar de protección oficial.
4. Autorizar espectáculos, actividades recreativas o actividades singulares o excepcionales que no se encuentren genérica o especialmente reglamentados, o que por sus características no pudieran acogerse a las normas de los reglamentos dictados.
5. Autorizar actividades recreativas, carreras, caravanas o manifestaciones deportivas cuyo desarrollo transcurra por más de un término municipal, en el respectivo ámbito insular.
6. La potestad inspectora y sancionadora en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas.
7. Todas aquéllas que, sin estar previstas en esta ley, no hayan sido especialmente reservadas.
Más tarde, por la Ley 8/1995, de 30 de marzo, por la que se atribuyen competencias a los Consejos Insulares en materia de actividades clasificadas y parques acuáticos, y se regula el procedimiento de tramitación de expedientes y el régimen de infracciones y sanciones se transfiere:
Artículo 2 Actividades clasificadas 
Los consejos insulares asumen todas las competencias que habían sido asumidas por el Gobierno de la Comunidad Autónoma en materia de actividades clasificadas y, en particular, la emisión de informes y calificaciones previas al otorgamiento de la licencia municipal de instalación y las actuaciones administrativas relacionadas con la resolución de la licencia municipal de apertura y funcionamiento, los informes de ordenanzas y reglamentos municipales y, supletoriamente, la facultad inspectora y sancionadora, relativos a todas las actividades clasificadas, excepto las potestades genéricas y específicas determinadas en los artículos 5 y 6 de la presente ley.
Artículo 3 Parques acuáticos 
Los consejos insulares asumen todas las competencias que habían sido asumidas por el Gobierno de la Comunidad Autónoma en materia de parques acuáticos y, en particular, las funciones de calificación previa al otorgamiento de la licencia municipal de instalación y de comprobación de las revisiones anuales que se establecen en el Decreto de la Comunidad Autónoma 91/1988, de 15 de diciembre, mediante el cual se aprueba la reglamentación de parques acuáticos, excepto las potestades genéricas determinadas en el artículo 5 de la presente ley.

Posteriormente la ley 16/2006 de 17 de octubre, de Régimen jurídico de las licencias integradas de actividad de las Illes Balears y por último actualmente por la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes Balears se redefinen los títulos competenciales de cada una de las administraciones en el artículo 6:

Artículo 6 Competencias de intervención sobre las actividades 
1. Los ayuntamientos son las administraciones competentes para tramitar los expedientes, inspeccionar y ejercer la potestad sancionadora sobre las actividades sujetas a la presente ley que se desarrollen íntegramente dentro de sus municipios siempre y cuando no sean actividades incluidas en el punto 4 de este artículo.
2. Los consejos insulares son las administraciones competentes para tramitar los expedientes, inspeccionar y ejercer la potestad sancionadora en actividades supramunicipales sujetas a la presente ley y que se desarrollen íntegramente en su isla y siempre y cuando no sean actividades incluidas en el punto 4 de este artículo.
3. La comunidad autónoma de las Illes Balears, a través de la consejería competente en materia de actividades clasificadas y espectáculos públicos, es la administración competente:
a) Para tramitar los expedientes, inspeccionar y ejercer la potestad sancionadora sobre actividades suprainsulares sujetas a la presente ley, siempre que no sean actividades incluidas en el punto 4 de este artículo.
b) Para gestionar el registro autonómico de actividades y el registro de acreditación del personal de los servicios de admisión y control de ambiente interno en las actividades de espectáculos públicos y actividades recreativas.
c) Para inspeccionar las atracciones o máquinas de actividades itinerantes, sin perjuicio que la inspección de la instalación de estas actividades corresponde a los ayuntamientos.
d) Para inspeccionar cualquier actividad en la cual sea de aplicación la presente ley, siempre que se realicen mediante campañas de acuerdo con su artículo 94.2.
4. La comunidad autónoma de las Illes Balears, a través de la consejería competente en materia de medio ambiente, es la administración competente para tramitar los expedientes, inspeccionar y ejercer la potestad sancionadora sobre actividades sujetas al régimen de autorización ambiental integrada. Es también la administración competente para la gestión del registro autonómico de actividades sujetas al régimen de autorización ambiental integrada.
3. En materia de Agricultura: Ley 8/99 de 12 de abril, sobre atribución de competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera en Materia de Agricultura, Ganadería, Pesca y artesanía
Capítulo I

Competencias en materia de agricultura, ganadería y pesca

Artículo 2
Son funciones de los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa i Formentera, que las podrán desarrollar en su ámbito territorial, las siguientes:
I. Funciones sobre materias propias:
1. Los programas insulares de asistencia, asesoramiento técnico y capacitación del sector agrario que comprenden:
a) El asesoramiento sobre las mejoras en las producciones agrarias y ganaderas que se desarrollen en la isla.
b) La organización de cursos de capacitación, siempre que no sean de enseñanza regulada.
c) La investigación en programas insulares.
d) La elaboración, programación y edición de publicaciones de interés insular
e) La experimentación agraria.

2. En materia de agricultura y ganadería se incluyen las actuaciones siguientes:
a) La organización, planificación y ejecución de las campañas fotosanitarias.
b) La dirección y ejecución, en el territorio de cada isla, de las campañas fotosanitarias de carácter suprainsular, reguladas y financiadas por las disposiciones de la consellería competente en materia de Agricultura del Gobierno de las Illes Balears.
c) La vigilancia del cumplimiento de las campañas fotosanitarias de ámbito insular, Vigilar los campos y las cosechas, detectar los agentes nocivos e informar a la Administración autonómica sobre w localización, cuando por su intensidad afecten la política agraria común de las Illes Balears.
d) Las granjas experimentales.
e) Las ferias agrícolas y los certámenes ganaderos que se lleven a cabo en los municipios del ámbito insular del consejo.
f) La organización, planificación y ejecución de los programas de sanidad animal.
g) La ejecución de los planes de saneamiento ganadero de ámbito suprainsular, regulados y financiados por las disposiciones de la consellería del Gobierno de las Illes Balears competente en la materia.
h) La ejecución de los proyectos de mejora genética.
i) El control lechero.
j) Los seguros agrarios.
k) Los consejos reguladores o cualquier tipo de protección territorial de productos agroelimentarios.

3. En materia de pesca:
a) Las autorizaciones en materia de cultivos marinos y en materia de viveros y acuarios.
b) La concesión de las licencias de pesca deportivas y submarinas.
c) La organización de cursos de capacitación pesquera, siempre que no sea una enseñanza regulada.
d) La elaboración, Programación y edición de publicaciones de interés insular.
e) Pescadores de marisco.
4. En materia de registros y estadísticas:
a) La estadística de la agricultura, la ganadería y la pesca en el ámbito insular.
b) Los registros insulares.
Ello no obstante, en materia de estadística y registros se actuará con sujección a lo que regula la disposición adicional quinta de esta ley.
5. En materia de infraestructuras:
a) Caminos rurales.
b) Electrificación rural.
c) Regadíos.
6. Todas aquellas materias que no se hayan determinado expresamente en este apartado de esta ley.
II. Funciones sobre materias delegadas:
1. La tramitación y gestión de los programas financiados o cofinanciados por la Unión Europea o por la Administración General del Estado, de conformidad con la reglamentación que apruebe el Consejo de Gobierno de las Illes Balears.
2. La inspección y sanción en materia de pesca, de conformidad con la reglamentación que apruebe el Consejo de Gobierno de las Illes Balears.
3. La gestión, la tramitación y el control de fraudes agroalimentarios, de conformidad con la reglamentación que apruebe el Consejo de Gobierno de las Illes Balears.
4. Respecto de las materias que se deleguen a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa i Formentera, mediante esta ley, cuando el consejo insular competente por razón del territorio tuviera conocimiento de una infracción administrativa directamente, en virtud de denuncias de particulares o a través de cualquier organismo oficial, y no se hubiese incoado el expediente sancionador pertinente, en el plazo de un mes a contar desde el conocimiento de la presunta infracción, o lo tuviera paralizado por plazo no superior a tres meses, el Gobierno de las Illes Baleares, a través de la conselleria competente, se subrogará en las competencias de la Administración insular para la iniciación, ordenación, instrucción, resolución y ejecución del asunto.
En este caso, el consejo insular debería remitir el expediente a la consellería del Gobierno de las Illes Balears competente en la materia, con el informe motivado, en el plazo máximo de diez días a contar desde el requerimiento de la administración autonómica.
5. Las resoluciones que dicten los órganos de los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa i Formentera, en ejecución de las competencias delegadas, no agotarán la vía administrativa, y contra estas podrá interponerse recurso de alzada ante el conseller competente en la materia del Gobierno de las Illes Balears. Contra la resolución del conseller podrá interponerse recurso contencioso administrativo.
Artículo 3
No obstante la atribución de competencias que a favor de los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa i Formentera establece el art. 2 en materias objeto de traspaso, el Gobierno de las Illes Balears se reserva las potestades, los servicios, las funciones y las actuaciones siguientes:
1. Representara las Illes Balears en cualquier manifestación extracomunitaria o supracomunitaria, y, especialmente, ante el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación central del Estado y ante las instituciones y los órganos de la Unión Europea.
2. Programar, desarrollar y coordinar la política agraria común de las Illes Balears.
3. Planificar y coordinar las materias atribuidas a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa i Formentera por el hecho de que afectan la actividad general de la economía de las Illes Balears.
4. Planificar los programas financiados o cofinanciados con fondos que procedan de la Unión Europea o de la Administración General del estado.
5. Elaborar y establecer programas de actuación a nivel suprainsular, así como su seguimiento y la evaluación de los resultados.
6. Planificar y controlar las campañas de ámbito regional o nacional.
7. La preparación, elaboración y edición de publicaciones de carácter regional. La organización de cursos de capacitación agraria y/o pesquera de carácter suprainsular, sea o no regulada.
8. La coordinación y planificación general de la investigación agraria y pesquera, sin perjuicio de que los consejos insulares puedan desarrollar la investigación en el ámbito insular.
9. La ordenación pesquera,
10. La estadística de ámbito interinsular.
11. Los registros interinsulares.

Mas tarde se extienden al CI de Mallorca por el Decreto 80/2010, de 18 de junio, sobre traspaso al Consejo Insular de Mallorca de las funciones y servicios inherentes a las competencias propias de esta institución insular que actualmente ejerce la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de artesanía y de fomento de la competitividad, la capacitación y el desarrollo de las empresas artesanas
4. En materia de Aguas terrestres y Obras Hidráulicas Decreto 158/1994 (art.2):
Por la Ley 11/1998, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears para 1999, se creó una «Entidad Autónoma de carácter administrativo, cuya finalidad institucional es el ejercicio de todas las competencias que la Comunidad Autónoma de las Illes Balears tenga asumidas en materia de aguas, tanto públicas como privadas, y a otras materias relacionadas con el tema» (Disposición Adicional Undécima A). Más tarde el Decreto 129/2002, de 18 de octubre de Organización y régimen jurídico de la Administración Hidráulica de las Illes Balears instaura las Juntas Insulares de Aguas cuyas competencias en esta materia son:
Artículo 20. Competencias de las Juntas Insulares de Aguas 

Las Juntas Insulares de Aguas de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera ejercerán, en sus respectivos ámbitos territoriales, las siguientes funciones:

a) Participar como órganos consultivos y asesores en la planificación de los recursos hidráulicos de la isla, sin menoscabo del régimen concesional y derechos de los usuarios.

b) Formular propuestas a la Dirección General de Recursos Hídricos y a la Junta de Gobierno sobre los criterios y directrices para la planificación hidrológica y sobre cualquier asunto relacionado con el párrafo anterior.

c) Conocer e informar el Plan Hidrológico y sus ulteriores revisiones en cuanto afecten al ámbito insular correspondiente.

d) Informar las cuestiones relativas a la ordenación del dominio público hidráulico, así como cualesquiera otras que por estimarse de interés general sean sometidas a su consideración por la Junta de Gobierno o su Presidente.

e) Control y seguimiento de la evolución de los acuíferos comprendidos dentro del ámbito territorial correspondiente, así como su régimen de explotación, en coordinación con los demás órganos de la Administración Hidráulica.

f) Cualesquiera otras funciones que reglamentariamente se le atribuyan.

g) Ser oída en la adopción de las medidas especiales previstas en el artículo 56 de la Ley de Aguas, en el caso de que éstas afecten a un único ámbito geográfico insular.
5. Animación y promoción sociocultural, depósito legal de libros y deportes:
La Ley 6/1994, de 13 de diciembre de atribución de competencias en materia de patrimonio histórico, promoción sociocultural, animación sociocultural, depósito legal de libros y deportes:
Artículo 3. Promoción sociocultural 

Los consejos insulares asumirán todas las competencias que habían sido asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en materia de promoción sociocultural:

1. Las derivadas del Real Decreto 3040/1983, de 5 de octubre, sobre traspaso de funciones y servicios del Estado en materia de cultura.

2. Las demás competencias asumidas mediante otras disposiciones legales o reglamentarias.

Artículo 4. Animación sociocultural 

Los consejos insulares asumirán todas las competencias que habían sido asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en materia de animación sociocultural:

1. Las derivadas del Real Decreto 4101/1982, de 29 de diciembre, sobre traspaso de funciones y servicios del Estado en materia de cultura.

2. Las demás competencias asumidas mediante otras disposiciones legales o reglamentarias.

Artículo 5. Depósito legal de libros 

Los consejos insulares asumirán todas las competencias que habían sido asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en materia de depósito legal de libros:

1. Las derivadas del Real Decreto 2567/1980, de 7 de noviembre, sobre transferencia de competencias de la Administración del Estado en materia de sanidad y cultura.

2. Las demás competencias asumidas mediante otras disposiciones legales o reglamentarias.

Artículo 6. Deportes 

Los consejos insulares asumirán todas las competencias que habían sido asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en materia de deportes:

1. Las derivadas del Real Decreto 4101/1982, de 29 de diciembre, sobre traspaso de funciones y servicios del Estado en materia de cultura.

2. Las derivadas del artículo 8 n) de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, en cuanto a elaborar los censos de las instalaciones deportivas ubicadas en su ámbito territorial.

3. Las que determine la Ley Balear del Deporte.

4. Asimismo se atribuyen a los consejos insulares las competencias, funciones y servicios de deportes siguientes:

a) La titularidad de los gabinetes insulares de medicina deportiva y la coordinación de la gestión de los gabinetes locales de medicina deportiva.

b) La elaboración, la aprobación y la ejecución de los planes insulares de establecimientos y de instalaciones deportivas.

Artículo 7. Museo Krekovic 

Se atribuye al Consejo Insular de Mallorca la titularidad, la gestión y la administración del Museo Kristian Krekovic de Palma.

El Consejo Insular de Mallorca asume las obligaciones de satisfacer la renta vitalicia y de mantener el museo fiel al espíritu y a los propósitos que inspiraron su creación, así como de respetar el derecho de habitación.
6. Artesanía: La Ley 8/99 de 12 de abril, sobre atribución de competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera en Materia de Agricultura, Ganadería, Pesca y artesanía en su artículo 4:
Artículo 4
Son funciones propias de los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa i Formentera todas las competencias asumidas por las Illes Baleares, que se concretan en las siguientes:
1. Las derivadas del Real Decreto 2570/1982, de 24 de julio, sobre traspaso de funciones y servicios del estado al Consejo General Interinsular en materia de industria y energía, por lo que se refiere a la artesanía.
2. Las demás competencias asumidas mediante otras disposiciones legales o reglamentarias.
3. Además, se atribuyen a los consejos insulares las competencias las funciones y los servicios en materias de ayudas a los ayuntamientos, a los demás entes locales, a las empresas, a las asociaciones sin ánimo de lucre y a las fundaciones privadas en materia de artesanía.
4. Todas las materias que no se hayan determinado expresamente en este artículo de la ley presente.
7. Carreteras: 
La Ley 16/2001 de 14 de diciembre de atribución de competencias a los consejos insulares en materia de carreteras y caminos:
Artículo 1 Objeto de la ley 
Constituye el objeto de esta ley la atribución de la función ejecutiva y la gestión, así como la función inspectora y sancionadora en materia de carreteras, a los consejos insulares de Mallorca, de Menorca y de Eivissa y Formentera, en su ámbito territorial, y con carácter de propias, de acuerdo con lo que disponen el apartado 9 del artículo 39 del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears y los artículos concordantes de la legislación sobre consejos insulares.
Artículo 2 Funciones que se atribuyen a los consejos insulares 
Se atribuye a los consejos insulares la titularidad de las carreteras, que hasta ahora correspondía a la Administración de las Illes Balears. Así, los consejos insulares deben ejercer, con relación a éstas todas las funciones ejecutivas y de gestión que tenía atribuidas la administración autonómica en esta materia, con excepción de las potestades genéricas y específicas determinadas en el artículo 3 y aquéllas que corresponden a la Administración General del Estado, en virtud de un título de competencias concurrente.

En todo caso, y sin que pueda entenderse como enumeración exhaustiva, corresponde a los consejos insulares:
a) La planificación de la red viaria, sin perjuicio de las previsiones que contengan las directrices de ordenación territorial.
b) La elaboración y aprobación del Plan director sectorial de carreteras.
c) La realización de estudios, anteproyectos y proyectos de carreteras, directamente o a través de la dirección de los servicios contratados con esta finalidad.
d) La ejecución, dirección o inspección facultativa de las obras de nueva construcción y mejora de la red viaria, incluida la tramitación de expedientes de expropiación.
e) La conservación de las carreteras, incluidos la señalización, las plantaciones, la iluminación y las instalaciones auxiliares.

f)La explotación de la red viaria, la tramitación y la tramitación y concesión de las autorizaciones reglamentarias en las zonas

de dominio público, servidumbre y afección.
g) Las concesiones administrativas en las zonas de dominio público.
h) Los estudios de tráfico y accidentes.
i) El estudio y ensayo de técnicas y materiales de construcción de carreteras, así como la emisión de informes en relación con las características y la calidad de las obras construidas o en construcción en el mismo ámbito de la carretera.
j) La función inspectora y sancionadora en materia de carreteras.
8. Caza:
La Ley 6/2006, de 12 de abril , balear de caza y pesca fluvial no atribuye competencias a los CI, es el Decreto 106/2010, de 24 de septiembre, sobre el traspaso a los Consejos Insulares de las funciones y los servicios inherentes a las competencias propias de estas instituciones insulares que ejerce la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de caza y de regulación, vigilancia y aprovechamiento de los recursos cinegéticos, así como de pesca fluvial el que lo efectúa de la siguiente forma:
 ANEXO:

B) Funciones y servicios de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears que asumen los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera 
1. En los términos del acuerdo adoptado por el Pleno de la Comisión Mixta de Transferencias Gobierno-Consejos Insulares y de las normas que lo hagan efectivo, se traspasan a los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera, dentro de su ámbito territorial y con sujeción al ordenamiento sectorial vigente, las funciones y los servicios que hasta ahora ejercía la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de caza y de regulación, vigilancia y aprovechamiento de los recursos cinegéticos, así como de pesca fluvial, que se indican a continuación:
1.1. En relación con los terrenos cinegéticos:
a) La declaración de cotos de caza para el aprovechamiento cinegético, tanto de piezas de caza menor como de piezas de caza mayor, a la que se refiere el apartado 1 del artículo 12 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, balear de Caza y Pesca Fluvial, así como la autorización para la adscripción o la segregación de terrenos a un coto de caza, a que alude el apartado 6 del mencionado artículo.
b) La autorización del cambio de titular de un coto.
c) La declaración de unión de cotos de caza mayor a la que se refiere el artículo 15 del Decreto 91/2006, de 27 de octubre, de regulación de poblaciones caprinas, de ordenación del aprovechamiento cinegético de la cabra salvaje mallorquina y de modificación de los planes técnicos.
d) La expedición de la matrícula anual acreditativa de la condición cinegética de los cotos de caza, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 7 del artículo 12 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial, previo pago, en su caso, de la correspondiente tasa.
e) El otorgamiento de los certificados de calidad a los cotos de caza que se mencionan en el apartado 9 del artículo 12 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, en los términos que se determinen reglamentariamente y en los que, en el caso de caza mayor, se establecen en el Título II del Decreto 91/2006, de 27 de octubre, de regulación de poblaciones caprinas, de ordenación del aprovechamiento cinegético de la cabra salvaje mallorquina y de modificación de los planes técnicos.
f) La gestión y la administración de los cotos sociales de caza cuya titularidad cinegética corresponda a los Consejos Insulares, de conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 15 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
g) La inclusión forzosa en un coto social o de sociedades locales de terrenos no cinegéticos que estén ubicados en el mismo, cuya superficie total no exceda del 15 % del coto establecido, previa incoación del oportuno expediente, en el marco establecido en el apartado 6 del artículo 15 de la Ley 6/2006.
h) La gestión y la administración de los terrenos de titularidad de los Consejos Insulares, declarados cotos públicos, que se destinan a la práctica cinegética con carácter social en su ámbito de actuación, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo del artículo 16 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
i) La adscripción de terrenos al régimen de caza controlada, por razones de protección, conservación, fomento y aprovechamiento ordenado de recursos cinegéticos, así como la desafección y la adscripción de dichos terrenos a terrenos no cinegéticos, por incumplimiento del correspondiente plan técnico, de conformidad con lo establecido en los apartados 2 y 11, respectivamente, del artículo 18 de la Ley 6/2006, de 12 de abril .
j) La gestión, en su caso, de terrenos que, sin formar parte de cotos de caza o refugios de fauna, sean declarados de caza controlada.
k) La gestión cinegética de los terrenos de aprovechamiento común que son de su ámbito de actuación mediante el correspondiente plan técnico, de acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 19 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
1.2. En relación con los terrenos no cinegéticos:
a) La declaración de refugios de fauna y, en su caso, la revocación de los mismos, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 23 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, y la normativa que lo desarrolle.
b) La recepción de las comunicaciones que presenten, en la forma establecida reglamentariamente, los responsables de la gestión de los refugios de fauna.
c) La gestión de los refugios de fauna declarados como tales, si les corresponde.
1.3. En relación con los instrumentos para la gestión de los cotos de caza:
a) La aprobación de los planes técnicos de caza en las diferentes tipologías y de los anexos de caza mayor que, en su caso, los completen, así como de las modificaciones totales o parciales a las que se refieren el artículo 25 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, y la normativa que la desarrolle.
b) La recepción de las comunicaciones que han de presentar, periódicamente, en el marco de la normativa vigente, los titulares de los cotos de caza, en cumplimiento de los planes técnicos de caza.
1.4. En relación con el control de especies cinegéticas y piscícolas fluviales:
- La expedición de las autorizaciones administrativas a las que se refiere el artículo 39 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, balear de Caza y Pesca Fluvial, respecto al control de las especies cinegéticas y piscícolas fluviales enumeradas en el ordenamiento jurídico vigente, salvo aquellas autorizaciones excepcionales para el descaste de cabras, para una gestión sostenible del medio forestal y por razones de seguridad en los medios urbanos y periurbanos.
1.5. En relación con la ordenación cinegética:
- El establecimiento y aplicación de la ordenación general de vedas, de acuerdo con lo que establece el artículo 27 de la Ley 6/2006, de 12 de abril.
1.6. En relación con el ejercicio de la caza:
a) La expedición de la licencia para la práctica de la caza en el ámbito territorial respectivo, de conformidad con las determinaciones de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial, documento a que se refiere el apartado 1 del artículo 29 de la Ley mencionada.
La clasificación de las licencias de caza, en las diferentes modalidades, y las tasas y los recargos exigibles para expedirlas, la establecerá cada Consejo Insular de conformidad con el ordenamiento jurídico.
b) La expedición, cuando corresponda de conformidad con el ordenamiento vigente, de licencias o autorizaciones especiales para cazar con aves de halconería, hurones, reclamos de perdiz macho o poseer rehalas de perros con finalidades de caza, así como otras modalidades que correspondan, según lo establecido en el apartado 3 del artículo 29 de la Ley 6/2006, de 12 de abril.
c) La expedición de licencias temporales, para periodos de un mes, para cazadores no residentes, tal y como determina el apartado 7 del artículo 29 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
d) La convocatoria y realización de las pruebas para acreditar la posesión de los conocimientos necesarios para ejercer la caza en las Illes Balears a que se refiere el artículo 30 de la Ley 6/2006, de 12 de abril.
e) La convocatoria y realización de los cursos de formación para la obtención de los certificados de aptitud mencionados en la letra anterior, en los supuestos establecidos en el apartado 6 del artículo 30 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
f) La expedición de los certificados de aptitud para la obtención de la licencia de caza en las Illes Balears, a los que aluden los apartados 1 y 4 del artículo 30 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, que tendrán validez y eficacia interinsular.
1.7. En relación con los medios y las modalidades de caza:
a) El otorgamiento de autorizaciones especiales para el ejercicio de la caza con los animales, las artes u otros medios materiales que reglamentariamente se determinen y la determinación y la aplicación de las marcas o los precintos correspondientes, en su caso, en el marco de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 32 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
b) La autorización de campos de adiestramiento de perros en terrenos cinegéticos, en las condiciones que se establezcan reglamentariamente, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 34 de la Ley 6/2006, de 12 de abril.
c) La protección de las modalidades tradicionales de caza reconocidas por el ordenamiento jurídico en los ámbitos territoriales afectados en cada caso, en el marco de lo determinado en el artículo 35 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
d) El otorgamiento de la licencia para el ejercicio de la caza con cetrería, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 36 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
1.8. En relación con la explotación industrial o comercial de la caza:
- La autorización para la producción y la venta de piezas de caza, vivas o muertas, en granjas cinegéticas o en cotos particulares o intensivos de caza, en las condiciones que legal o reglamentariamente se determinen, en el marco de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 42 de la Ley 6/2006, de 12 de abril y la normativa comunitaria. (ap.1) 
1.9. En relación con las granjas cinegéticas:
a) La autorización, dentro del ámbito territorial insular respectivo, para el establecimiento de una granja cinegética, con independencia de las demás autorizaciones concurrentes, según lo establecido en la letra a del apartado 3 del artículo 43 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
b) La autorización para el traslado, la ampliación, la modificación sustancial de las instalaciones o los cambios de los objetivos de producción de las granjas cinegéticas, de conformidad con lo establecido en la letra b del apartado 3 del artículo 43 a Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
1.10. En relación con las zonas de emergencia cinegética temporal:
- La declaración de zona de emergencia cinegética temporal, sin perjuicio de las competencias de la Comunidad Autónoma en cuanto a intereses suprainsulares.
1.11. En relación con las repoblaciones en caza: 
- El otorgamiento de la autorización para la liberación de piezas de caza autóctonas vivas, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 47 de la Ley 6/2006, de 12 de abril y, específicamente para las repoblaciones caza mayor, en los términos y condiciones que prevea, en cada momento, la normativa vigente.
1.12. En relación con el transporte de piezas de caza vivas:
- El otorgamiento de la autorización para el transporte de las piezas de caza vivas o sus huevos, en el ámbito territorial respectivo, según lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 47 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
1.13. En relación con las entidades colaboradoras de las administraciones insulares cinegéticas:
a) El otorgamiento de la condición de entidades colaboradoras a las asociaciones y entidades relacionadas con la caza o la fauna cinegética radicadas en los territorios insulares respectivos, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 55 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
b) Las relaciones institucionales y de colaboración y cooperación con las asociaciones y entidades relacionadas con la caza y la fauna cinegética.
1.14. En relación con las pruebas y los campeonatos de caza:
- La autorización en terrenos cinegéticos de pruebas y campeonatos de caza en el ámbito territorial respectivo, avalados y controlados por la entidad federativa correspondiente o, en su caso, patronatos de razas autóctonas.
1.15. En relación con el personal colaborador en el control y la vigilancia de la caza:
a) El nombramiento y la acreditación, de acuerdo con el ordenamiento jurídico, de los celadores privados de caza.
b) La acreditación de los guías de caza mayor en los términos que fije, en cada momento, el ordenamiento vigente.
1.16. En relación con la pesca fluvial:

a) La declaración de cotos de pesca fluvial para el aprovechamiento sostenible de los recursos acuícolas a que se refiere el apartado 1 del artículo 83 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, balear de Caza y Pesca Fluvial.
b) La autorización para el aprovechamiento de la pesca fluvial en las aguas de dominio privado a que se refiere el artículo 84 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, balear de Caza y Pesca Fluvial.
c) El establecimiento y aplicación de la ordenación de pesca fluvial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 85 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, balear de Caza y Pesca Fluvial.
d) La expedición de la licencia para la práctica de la pesca fluvial en el ámbito territorial respectivo, de conformidad con las determinaciones de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial, documento a que se refiere el apartado 1 del artículo 87 de esta Ley.
Cada Consejo Insular establecerá la clasificación de las licencias de pesca fluvial en las diferentes modalidades y las tasas y los recargos exigibles para su expedición, de conformidad con el ordenamiento jurídico.
e) El otorgamiento de autorizaciones especiales para el ejercicio de la pesca fluvial con las artes o los otros medios que reglamentariamente se determinen cuya utilización no está permitida sin que la administración competente los haya contrastado con los precintos correspondientes, en el marco de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 89 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
f) El otorgamiento de autorizaciones especiales para la pesca de anguila con morenell, de conformidad con lo previsto en el artículo 91 de la Ley 6/2006, de 12 de abril.
g) La autorización específica para el uso de embarcaciones para la pesca fluvial, de acuerdo con lo previsto en el artículo 93 de la Ley 6/2006, de 12 de abril (LA LEY 4039/2006), sin perjuicio de otras autorizaciones concurrentes.
1.17. En relación con las limitaciones y prohibiciones en beneficio de la pesca fluvial:
a) El otorgamiento de autorizaciones excepcionales para el control de especies de pesca fluvial en los términos y condiciones a que se refiere el artículo 97 de la Ley 6/2006, de 12 de abril.
b) La recepción de la comunicación de los resultados obtenidos, el número de ejemplares capturados y todas las circunstancias de interés en cuanto al control de especies.
1.18. En relación con la piscicultura y la acuicultura:

a) El otorgamiento de la autorización para el transporte de huevos, semen, peces o cangrejos vivos de especies acuícolas fluviales, en el ámbito territorial respectivo, según lo previsto en el apartado 2 del artículo 96 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
b) El otorgamiento de autorización para la repoblación acuícola fluvial, de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la Ley 6/2006, de 12 de abril.
c) La autorización para la instalación de establecimientos de acuicultura fluvial, según lo previsto en el apartado 1 del artículo 99 de la Ley balear de Caza y Pesca Fluvial.
d) La autorización para la explotación industrial de la pesca fluvial en establecimientos de acuicultura y en viveros de peces, en el marco de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 99 de la Ley 6/2006, de 12 de abril).
e) La autorización de las especies o variedades que, en cada caso, puedan cultivar los establecimientos de acuicultura fluvial, de acuerdo con el apartado 3 del artículo 99 de la Ley 6/2006, de 12 de abril.
1.19. En general, en materia de caza y de regulación, vigilancia y aprovechamiento de los recursos cinegéticos, así como de pesca fluvial, todas las funciones y los servicios inherentes a las competencias propias de los Consejos Insulares en estas materias, sin perjuicio de lo siguiente:
a) Las funciones y los servicios que se reservan al Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears porque afectan a los intereses generales de la Comunidad Autónoma en conjunto.
b) Las competencias del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma en materia de espacios naturales protegidos al amparo de su legislación reguladora.
c) Las autorizaciones sectoriales que correspondan a otras Administraciones públicas.
9. Ocio y Juventud:
La Ley 10/2006, de 26 de julio Integral de juventud de Illes Balears atribuye:
Artículo 9. Competencias de los consejos insulares 
1. Sin perjuicio de otras competencias que el ordenamiento jurídico vigente les atribuya, corresponden a los consejos insulares las competencias siguientes en materia de juventud y ocio:

a) Coordinar los servicios municipales que afectan al área de juventud y ocio para garantizar una prestación integral y adecuada a la totalidad del territorio de cada isla.

b) Asistir desde el punto de vista jurídico, económico, formativo y técnico en materia de juventud y ocio a los municipios, especialmente a los de menor capacidad económica y de gestión, y colaborar con ellos con los recursos que el Gobierno de las Illes Balears transfiera a los consejos insulares por este motivo.

c) Prestar servicios públicos en materia de juventud y ocio de carácter supramunicipal.

d) Elaborar, aprobar y, en su caso, modificar el Plan insular de juventud, mediante un procedimiento que garantice la participación del Consejo de la Juventud de las Illes Balears, de los consejos de la juventud de su ámbito territorial, de las asociaciones juveniles y de los propios jóvenes en general.

e) Elaborar y gestionar los programas y las acciones juveniles de ámbito insular, tanto los propios como los que se les hayan delegado o transferido.

f) Elaborar estudios y publicaciones que sean de interés para la juventud en el ámbito insular.

g) El fomento y el apoyo técnico, económico y formativo de los consejos insulares de la juventud.

h) Apoyar el tejido asociativo juvenil insular como forma prioritaria de fomentar la participación de la juventud, sin excluir otras formas de participación.

i) Establecer programas y acciones que faciliten la autonomía personal de la juventud y promuevan hábitos de vida saludables y actitudes responsables, solidarias y de respeto a la diversidad.

j) Cualquier otra competencia que les atribuya una norma con rango de ley o la normativa que desarrolle ésta.

2. Los consejos insulares pueden asumir, dentro del ámbito territorial respectivo, mediante la transferencia correspondiente de competencias y con las limitaciones que se determinen en la Ley que las regule como propias, la función ejecutiva, la función reglamentaria y la gestión en materias de juventud y ocio.

La Ley 21/2006, de 15 de diciembre, de atribución de competencias a los consejos insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en materia de juventud y ocio

Artículo 2 Competencias en materia de juventud y ocio cuya función ejecutiva y gestión se transfieren 
Los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera asumen, como propias, la función ejecutiva y la gestión en las materias de juventud y ocio siguientes:
a) Educación en el ocio infantil y juvenil.
b) Actividades de ocio para niños y jóvenes.
c) Instalaciones destinadas a actividades de ocio para niños y jóvenes.
d) Asociacionismo y participación.
e) Información juvenil.
f) Intercambios y turismo juvenil.
g) Actividades juveniles de promoción artística y cultural.
Artículo 3 Funciones relativas a la educación en el ocio infantil y juvenil 
Los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera ejercerán, en su ámbito territorial y con sujeción al ordenamiento sectorial vigente, las funciones relativas a la educación en el ocio infantil y juvenil que se indican:
a) Autorización y revocación del reconocimiento de las escuelas de educadores de tiempo libre de ámbito insular.
b) Asistencia a las escuelas de formación de educadores en el ocio infantil y juvenil de ámbito insular.
Artículo 4 Funciones relativas a las actividades de ocio con niños y jóvenes 
Los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera ejercerán, en su ámbito territorial y con sujeción al ordenamiento sectorial vigente, las funciones relativas a las actividades de ocio con niños y jóvenes siguientes:
a) Autorización o, en su caso, recepción de la comunicación preceptiva sobre realización de actividades de acampadas, colonias, rutas, campos de trabajo y demás actividades infantiles y juveniles de tiempo libre.
b) Programación y ejecución de actividades de tiempo libre infantil y juvenil.
c) Asistencia técnica y/o económica a los municipios y demás entidades locales que programen y ejecuten actividades de tiempo libre infantil y juvenil.
d) Apoyo a las asociaciones, entidades juveniles y entidades que prestan servicios a la juventud que programen y/o ejecuten actividades de ocio para niños y jóvenes.
Artículo 5 Funciones relativas a las instalaciones destinadas a actividades de ocio con niños y jóvenes 
1. Corresponde a los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera, en su ámbito territorial, la creación de instalaciones destinadas a actividades de ocio para niños y jóvenes y la gestión de las que son de su titularidad.

La gestión podrá ser directa o indirecta, realizarse a través de entidades de derecho creadas al efecto y también a través de la constitución de consorcios con otras administraciones públicas para finalidades de interés común y/o con entidades privadas sin ánimo de lucro que persigan finalidades de interés público, concurrentes con las de las administraciones públicas consorciadas o mediante la adhesión a otras organizaciones personificadas de gestión ya constituidas con los citados fines.
2. Asimismo, los consejos respectivos asistirán, económica y técnicamente, a los municipios y demás entes locales para la creación, el mantenimiento y la gestión de instalaciones destinadas a actividades para niños y jóvenes.
3. Los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera ejercerán, con sujeción al ordenamiento vigente en cada momento, las funciones de tramitación y resolución de otorgamiento de autorizaciones administrativas para el funcionamiento de las instalaciones destinadas a actividades de ocio para niños y jóvenes, en sus diferentes tipologías, que se integrarán en la Red de Instalaciones Juveniles.
Artículo 6 Funciones relativas al fomento del asociacionismo y la participación 
Los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera asumen, en su ámbito territorial, las siguientes funciones:
a) Fomento del asociacionismo juvenil y de todas sus manifestaciones.
b) Promoción de otras formas organizadas de participación de los jóvenes en la vida social, política, económica y cultural.
c) Articulación de mecanismos de participación de los jóvenes en las organizaciones de voluntariado, desde la solidaridad, el compromiso y la diversidad.
Artículo 7 Funciones relativas a la información para los jóvenes 
Los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera asumen, en su ámbito territorial, las siguientes funciones:
a) Autorización y revocación de los servicios de información juvenil de su ámbito territorial, con el informe preceptivo del Centro Balear de Información y Documentación para la Juventud sobre la creación de nuevos servicios de información, sin perjuicio de lo que establece el artículo 12 de esta ley.
b) Actividades de información, de documentación, de orientación y de asesoramiento dirigidas a los jóvenes, prestadas por los centros de información joven cuya titularidad les corresponda.
c) Asistencia y apoyo a los centros de información joven, a los puntos de información joven, a las unidades de información joven y a los servicios especializados integrados en la Red Balear de Servicios de Información Joven dependientes de otras entidades públicas o privadas.
Artículo 8 Funciones relativas a la movilidad geográfica, a los intercambios y al turismo juvenil 
Los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera arbitrarán medidas para favorecer los intercambios y la movilidad geográfica de los jóvenes radicados en sus respectivos ámbitos territoriales. También les corresponderá la organización de viajes y actividades de turismo de carácter cultural y educativo en condiciones de ventaja para los jóvenes de su ámbito territorial.
Artículo 9 Funciones relativas a actividades juveniles de promoción artística y cultural 
Los consejos de Menorca y de Ibiza y Formentera asumen, en su ámbito territorial, las siguientes funciones:
a) Realización de actividades que sirvan para divulgar la obra de jóvenes artistas.
b) Promoción de actividades de desarrollo cultural dirigidas a jóvenes.
c) Actuaciones de ayuda económica a jóvenes artistas.
10. Ordenación del Territorio, Urbanismo y habitabilidad: 
La primera norma es la Ley 9/1990, de 20 de junio, de atribución de competencias a los Consejos Insulares en materia de Urbanismo y Habitabilidad. 
Artículo 1.º En atención a lo que establecen los artículos 39.8 de la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía para las Islas Baleares y el artículo 12.3 de la Ley 5/1989, de 13 de abril, de Consejos Insulares, por la presente Ley se atribuyen a los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca y de Eivissa y Formentera y con carácter de propias, todas las competencias asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en relación con la legislación de Régimen del Suelo y Ordenación Urbana y por disposiciones reglamentarias y concordantes, en sus respectivos territorios.

Se atribuye asimismo a los Consejos Insulares la expedición de cédulas de habitabilidad de los edificios, viviendas y locales radicados en su propio ámbito territorial.
Más tarde la Ley 14/2000, de 21 de diciembre, de Ordenación Territorial
Artículo 2 Principios de actuación de las administraciones públicas 
Principalmente, mediante los instrumentos de ordenación territorial regulados en esta ley, las administraciones competentes deben:
a) Regular las dimensiones físicas de los asentamientos, incluidos los vinculados a los sectores productivos secundario y terciario.
b) Ordenar la distribución espacial de las instalaciones productivas propias de los sectores primario y secundario, mediante la utilización de procedimientos de fomento o de disuasión en relación con las instalaciones existentes o futuras.
c) Fijar los núcleos de población que, por sus características y posibilidades, deban ser impulsores del desarrollo socioeconómico de una zona.
d) Definir las áreas territoriales que, por su idoneidad actual o potencial para la explotación agrícola, forestal o ganadera, o por la riqueza paisajística o ecológica, deban ser objeto de especial protección.
e) Ordenar las infraestructuras, las instalaciones, los equipamientos y los servicios, y definir sus criterios de diseño, sus características funcionales y su localización, de manera que se consiga una configuración racional de estos elementos estructurantes en las diferentes islas.
f) Establecer un sistema de coordinación de las diferentes políticas sectoriales de los diversos órganos de la Administración, de manera que se asegure su integración en una visión de conjunto de los problemas territoriales.
g) Promover la participación de la sociedad en el proceso de ordenación territorial y formalizarla, a fin de conseguir que este proceso responda a las aspiraciones y necesidades de la población.
Artículo 3 Los instrumentos de ordenación territorial 
1. Para desarrollar las políticas territoriales en las Illes Balears, se regulan los siguientes instrumentos de ordenación:
a) Las Directrices de Ordenación Territorial.
b) Los planes territoriales insulares.
c) Los planes directores sectoriales.
2. Una vez aprobados y publicados oficialmente, los planes territoriales insulares y los planes directores sectoriales formarán parte del ordenamiento jurídico como disposiciones reglamentarias. Para su elaboración se seguirá el procedimiento establecido en esta ley.

Y la Ley 2/2001 de 7 de marzo de de atribución de competencias a los consejos insulares en materia de ordenación del territorio:
Artículo 1
De acuerdo con el artículo 39 del Estatuto de Autonomía, por esta ley se atribuyen a los consejos insulares de Mallorca, de Menorca y de Eivissa y Formentera, con el carácter de propias, y en el marco de lo que dispone la legislación de ordenación territorial, las siguientes competencias:
1. Las relativas a la elaboración y aprobación de los planes territoriales insulares.
2. Las relativas a la elaboración y aprobación de los siguientes instrumentos de ordenación, en el ámbito insular correspondiente: 
a) Plan director sectorial de canteras.
b) Plan director sectorial de residuos sólidos no peligrosos.
c) Plan director sectorial de ordenación de la oferta turística.
d) Plan director sectorial de equipamientos comerciales.
e) Plan director sectorial de campos de golf.
3. Las relativas a la elaboración y aprobación de otros planes directores sectoriales de ámbito insular cuando así lo prevean las correspondientes leyes atributivas de competencias.
4. Las relativas a la elaboración y aprobación de las normas territoriales cautelares que hayan de preceder la formulación, la revisión o la modificación de los instrumentos de ordenación territorial que corresponde aprobar a los consejos insulares.
5. Las de carácter ejecutivo que la Ley 6/1999, de 3 de abril, de las Directrices de Ordenación Territorial de las Illes Balears y de medidas tributarias, atribuye al Gobierno de las Illes Balears, en los siguientes casos y condiciones:
a) La aprobación, por causas justificadas y con audiencia previa de la Comisión de Coordinación de Política Territorial de la modificación de los porcentajes establecidos en el apartado 1 de la disposición transitoria cuarta, para uno o más municipios del ámbito insular respectivo.
b) La aprobación relativa al cumplimiento de las condiciones para el mantenimiento de la clasificación urbanística de los terrenos a los que hace referencia el apartado 1 de la disposición transitoria sexta, en cuyo caso no es necesario el informe de la Comisión Insular de Urbanismo a que se refiere la citada disposición.
c) Las facultades establecidas en la disposición transitoria séptima.
d) La delimitación de las zonas definidas por las proyecciones ortogonales en las condiciones establecidas en la disposición transitoria duodécima, sin necesidad de propuesta previa.
6. El otorgamiento de autorizaciones referidas a obras, instalaciones y actividades permitidas en la zona de servidumbre de protección prevista en la legislación de costas, siempre que deban producirse en terrenos clasificados como suelo urbano o como suelo urbanizable, o una categoría equivalente, así como el ejercicio de la función inspectora y de la potestad sancionadora inherentes a esta actuación.
En materia urbanística la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de ordenación y uso del suelo:
Artículo 15 Ejercicio de las competencias en materia urbanística 
1. El ejercicio de las competencias urbanísticas definidas en esta ley corresponde a las islas y a los municipios, sin perjuicio de las competencias que se puedan atribuir en esta materia a otros entes locales o a las entidades urbanísticas especiales que se constituyan.
2. Los consejos insulares, como órganos de gobierno y administración de la isla, ejercen las competencias en materia urbanística que les asigna esta ley, y disponen de potestad reglamentaria normativa para desarrollarla y ejecutarla, en los términos que fija la legislación.
3. Los ayuntamientos y otros organismos locales previstos en la legislación autonómica de régimen local, con sujeción a los principios de autonomía para la gestión de los intereses respectivos, de proporcionalidad y de subsidiariedad en el marco de los instrumentos de ordenación territorial, ejercerán las competencias urbanísticas propias en los términos que determinan la legislación de régimen local y esta ley. La competencia urbanística de los ayuntamientos comprende todas las facultades de naturaleza local no atribuidas por ley expresamente a otros organismos.
4. Corresponde al Gobierno de las Illes Balears la potestad reglamentaria normativa para desarrollar las materias que, en atención al carácter suprainsular inherente, así se especifica de manera expresa en los preceptos de esta ley, sin perjuicio de la coordinación de la actividad de los consejos insulares en los términos que establece el Estatuto de Autonomía.
5. De acuerdo con la normativa específica, se pueden crear entidades urbanísticas especiales dependientes de las administraciones de base territorial mencionadas en los apartados anteriores, que pueden asumir competencias en materia de planificación y gestión, en los casos en que actúan como administración, así como en materia de intervención en la edificación y el uso del suelo y otros fines análogos. También tienen esta consideración los consorcios urbanísticos, y corresponde a cada administración decidir si participa con otras administraciones públicas, de acuerdo con la legislación propia de organización, procedimiento y régimen jurídico.
Artículo 16 Régimen de las relaciones interadministrativas 
1. Las relaciones interadministrativas entre los municipios y las administraciones insulares y autonómica en el ejercicio de las competencias urbanísticas respectivas se ajustan a lo dispuesto en la normativa de régimen local, la normativa de los consejos insulares, la de régimen jurídico de la Administración de la comunidad autónoma, la normativa de procedimiento administrativo común y, en su caso, la normativa reguladora de la jurisdicción contenciosa administrativa.
2. Cuando lo prevean las normas de organización de cada consejo insular, podrán participar personas representantes de la Administración General del Estado y del Gobierno de las Illes Balears, designadas por estos, en los órganos colegiados a los que se atribuya competencia para aprobar definitivamente los instrumentos de planeamiento urbanístico.
Artículo 17 Principios de cooperación y colaboración, y subrogación por incumplimiento de la competencia urbanística municipal 
1. Las administraciones con competencias urbanísticas, en virtud de los principios de colaboración y coordinación, y de la potestad de organización que les corresponde, pueden, en este ámbito, constituir gerencias, consorcios y mancomunidades, y utilizar cualquier otra fórmula de gestión directa o indirecta admitida legalmente.
2. Los consejos insulares deben fomentar la acción urbanística de los municipios y, en el caso de que estos no puedan ejercer plenamente las competencias que les corresponden por su dimensión o por falta de recursos, les deben prestar asistencia técnica y jurídica suficiente.
3. Los consejos insulares, en los supuestos de inactividad o de incumplimiento manifiesto, deben subrogarse en el ejercicio de la competencia urbanística municipal correspondiente, en los términos previstos en esta ley.
11.- Patrimonio Histórico: 
En la Ley 12/1998, de 21 de diciembre, del Patrimonio Histórico de las Illes Balears: 
Artículo 2. Patrimonio histórico 

Los consejos insulares asumen todas las competencias que habían sido asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en materia de patrimonio histórico:

1. Las derivadas del Real Decreto 3040/1983, de 5 de octubre, sobre traspaso de funciones y servicios del Estado en materia de cultura.

2. Las competencias autonómicas determinadas en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

3. Las demás competencias asumidas mediante otras disposiciones legales o reglamentarias.

4. Asimismo se atribuyen a los consejos insulares las competencias, funciones y servicios de patrimonio histórico siguientes:

a) Gestionar el Registro insular de bienes de interés cultural y las comunicaciones con el Registro de bienes de interés cultural de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.

b) Gestionar el Inventario insular del patrimonio cultural mueble y las comunicaciones con el Inventario del patrimonio cultural mueble de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.

c) Ejercer los derechos de tanteo y retracto en los supuestos de alienación de bienes declarados de interés cultural o incluidos en el inventario general.

d) Las competencias del Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares y de la Conselleria de Cultura, Educación y Deportes determinadas en la Ley 3/1987, de 18 de marzo, de Medidas de Fomento del Patrimonio Histórico de las Islas Baleares.

5. Dado lo que establece el artículo 39.6 del Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares, los consejos insulares crearán las comisiones insulares del patrimonio histórico-artístico, en su ámbito territorial, establecerán su organización, su composición y su funcionamiento y asumirán la tramitación y la ejecución de sus acuerdos.
12. Servicios Sociales:
La Ley 12/1993, de 20 de diciembre, de atribución de competencias a los consejos insulares en materia de servicios sociales y asistencia social, correspondientes al decreto del consejo general interinsular de 28 de junio de 1982:
Artículo 1
Objeto de la Ley

En atención a lo que establecen los artículos 39.7 de la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares, y 12.3 de la Ley 5/1989, de 13 de abril, de Consejos Insulares, se atribuyen como propias a los Consejos Insulares de Mallorca, de Menorca y de Ibiza y Formentera, las competencias de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares que se relacionan a continuación:
a) La concesión y renovación de los títulos de familia numerosa con sujeción al modelo oficial vigente, sin perjuicio de las facultades que se reserva la Administración General del Estado en el apartado A.5 del anexo I del Real Decreto 251/1982, de 15 de enero. En todo caso, los consejos insulares deberán facilitar al Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares las informaciones estadísticas necesarias sobre títulos de familia numerosa expedidos, renovados, cancelados o anulados con la periodicidad y condiciones que reglamentariamente se establezcan.
b) La concesión y gestión de las subvenciones y ayudas con finalidades asistenciales a personas físicas y a centros o entidades para beneficiarios residentes en el ámbito territorial de cada uno de los Consejos, sobre las materias de tercera edad, marginados, minorías étnicas, infancia, familias, hogares e instituciones análogas. No se transfiere inversión nueva por estos conceptos.
c) Al Consejo Insular de Mallorca la gestión y administración de la Residencia-Club de Ancianos Nostra Senyora d'Uyalfas, de Sa Pobla, calle Isaac Peral, 19.
Más tarde la Ley 8/1997, de 18 de diciembre, de atribución de competencias a los Consejos Insulares en materia de Tutela, Acogimiento y Adopción de Menores
Artículo 1 Objeto de la Ley 
La presente Ley tiene por objeto atribuir a los consejos insulares de Mallorca, de Menorca y de Eivissa y Formentera dentro de su ámbito territorial y con carácter de propias, las competencias asumidas por el Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en relación con las materias de protección de menores que se indican y regular su ejercicio.
Artículo 2 Régimen de atribución de las competencias 
La atribución de las competencias se realiza en régimen de transferencia de acuerdo con lo que prevé el artículo 39 del Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares, el artículo 12.3 de la Ley de las Islas Baleares 5/1989, de 13 de abril, de Consejos Insulares, y en los términos que se establecen en esta Ley.
Artículo 3 Competencias que se transfieren a los consejos insulares 
Los consejos insulares de Mallorca, de Menorca y de Eivissa y Formentera asumen la función ejecutiva y la gestión de las competencias que habían sido atribuidas al Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en materia de tutela, acogimiento y adopción de menores, excepto las potestades genéricas y específicas determinadas en los artículos 4 y 5 de la presente Ley, y en particular:
1. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes de declaración de situación de riesgo en un menor estableciendo las actuaciones de protección tendentes a reducir el riesgo o a suprimirlo, reguladas, actualmente, en el artículo 17 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
2. Las actuaciones de protección y la vigilancia sobre el ejercicio adecuado de la patria potestad o de la tutela sobre menores, en concurrencia con otras administraciones, reguladas, actualmente, en el artículo 12 de la Ley orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
3. La atención inmediata a los menores en situación de desamparo y las actuaciones protectoras Inmediatas jurídicas y materiales, reguladas, actualmente, en el artículo 14 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y en el artículo 7 de la Ley de las Islas Baleares 7/1995, de 21 de marzo, de Guarda y Protección de los menores desamparados.
4. La iniciación, detección en su caso, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes de protección en los casos de posible desamparo de menores, reguladas, actualmente, en los artículos 10, 11, 13, 16 y 18 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, dé modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en el artículo 172 del Código Civil y en los artículos 5 a 11 de la Ley de las Islas Baleares 7/1995, de 21 de marzo, de Guarda y Protección de los Menores Desamparados.
5. La asunción de la tutela de menores en situación de desamparo y las actuaciones necesarias para su desarrollo en favor del menor, jurídicas y materiales reguladas, actualmente, en el artículo 172 del Código Civil y en los artículos 9, 11 y 12 de la Ley de las Islas Baleares 7/1995, de 21 de marzo, de Guarda y Protección de los Menores Desamparados.
6. La asunción de la guarda de menores conforme con lo que establecen el artículo 172.2 del Código Civil, los artículos 13 a 17, 25 y 26 de la Ley de las Islas Baleares 7/1995, de 21 de marzo, de Guarda y Protección de los Menores Desamparados y el artículo 19 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
7. En los casos de asunción de la tutela o la guarda, los consejos insulares gestionarán todas las actuaciones protectoras concurrentes en beneficio de los menores de acuerdo con la legislación vigente, como son las prestaciones que regula la legislación protectora de la Seguridad Social para los menores, previstas, actualmente, en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.
8. El ejercicio de acciones civiles y penales en beneficio de los menores con expediente de protección, bien directamente en el juzgado, bien mediante la intervención del Ministerio Fiscal, regulado, actualmente, por el artículo 158 del Código Civil y concordantes; el artículo 12 de la Ley de las Islas Baleares 7/1995, de 21 de marzo, de Guarda y Protección de los Menores Desamparados, y la disposición adicional tercera de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
9. El ejercicio de la tutela en casos de menores extranjeros desamparados de acuerdo con lo que dispone, actualmente, el artículo 10.3 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y las actuaciones que se deriven.
10. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los acogimientos familiares, incluida la preparación de la propuesta judicial de acogimiento familiar, en favor de menores con expediente de protección, reguladas, actualmente, en los artículos 173 y 173 bis del Código Civil, en el artículo 20 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil y en los artículos 18 a 23 de la Ley de las Islas Baleares 7/1995, de 21 de marzo, de Guarda y Protección de los Menores Desamparados.
11. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes de familias solicitantes de acogimiento familiar, conforme con la normativa anterior.
12. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución para la formación de la propuesta previa de adopción, en favor de menores con expediente de protección, reguladas, actualmente, en los artículos 175 a 180 del Código Civil, en el artículo 24 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y en el artículo 24 de la Ley de las Islas Baleares 7/1995, de 21 de marzo, de Guarda y Protección de los Menores Desamparados.
13. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes de familias solicitantes de adopción, incluida la expedición de la certificación de idoneidad, reguladas, actualmente, en el artículo 176.2 del Código Civil y concordantes.
14. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución sobre idoneidad en los expedientes de familias solicitantes de adopción internacional, incluida la expedición de la misma certificación, reguladas, actualmente, en los artículos 9.5 y 176.2 del Código Civil y en el artículo 25 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del C6digo Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
15. La defensa de las medidas adoptadas en el ejercicio de la protección de menores (guarda, tutela, denegación de guarda, acogimientos y propuesta de adopción, entre otras) ante el Juzgado de Primera Instancia competente y ante el resto de instancias judiciales, mediante sus propios servicios y conforme a la legislación procesal vigente.
16. Las facultades, funciones y obligaciones propias de la autoridad central española prevista, actualmente, en el Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción internacional, realizado en La Haya el 29 de mayo de 1993, de acuerdo con lo que disponen sus artículos 6, 7, 8, 9, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23 y concordantes.
17. Las facultades, funciones y obligaciones propias de la Administración competente en materia de acreditación, habilitación, inspección, suspensión y revocación de la habilitación de las entidades colaboradoras en materia de guarda de menores, en el ámbito de su territorio, reguladas, actualmente, en el Decreto 46/1997, de 21 de marzo, por el que se ordena, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, el establecimiento y la regulación de los requisitos para la acreditación y habilitación de las entidades colaboradoras de la Administración en materia de guarda de menores e integración familiar.
18. Las facultades, funciones y obligaciones propias de la Administración competente en materia de acreditación, habilitación, inspección, suspensión y revocación de la habilitación de las entidades colaboradoras en materia de adopción internacional, en el ámbito de su territorio, reguladas, actualmente, en el Decreto 187/1996, de 11 de octubre, regulador de la habilitación y actividades a desarrollar por entidades colaboradoras en mediación familiar en materia de adopción internacional.
19. Las funciones y obligaciones propias de la Administración Autonómica de las Islas Baleares en materia de tutela, acogimiento y adopción de menores, en el ámbito territorial de cada consejo insular, reguladas, actualmente, en la Ley de las Islas Baleares 9/1987, de 11 de febrero, de Acción Social, sin perjuicio de las facultades propias de los municipios, reguladas en su normativa básica especifica y en la misma Ley 9/1987 citada.
En idéntico sentido la Ley 17/2006, de 13 de noviembre Integral de la Atención y de los Derechos de la Infancia y la Adolescencia de les Illes Balears
13. Transportes Terrestres e inspección técnica de vehículos: 
Ley 13/1998, de 23 de diciembre, de atribución de competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera en materia de transportes terrestres:
Artículo 1 Objeto de la Ley 
Esta Ley tiene como objeto la atribución de competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera en materia de transporte por carretera y la determinación del alcance y las condiciones de su ejercicio, de acuerdo con lo que se establece en los artículos 39.10 del Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares y 12 de la Ley 5/1989, de 13 de abril (LA LEY 2033/1989), de Consejos Insulares.
Artículo 2 Competencias que se atribuyen a los consejos insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera 
1) Los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera asumen como propias todas las competencias ejecutivas y de gestión en materia de transporte público por carretera y sus actividades auxiliares y complementarias que no excedan de sus ámbitos territoriales que se relacionan a continuación:
a) Servicios de transporte público regular de viajeros de uso general.
b) Servicios de transporte público regular de viajeros de uso especial.
c) Servicios de transporte turístico.
d) Autorizaciones especiales de circulación.
e) Estaciones de viajeros.
f) Estaciones de mercancías y centros de información y distribución de cargas.
2. Los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera asumen, como delegadas, las competencias ejecutivas y de gestión en materia de transporte por carretera y las actividades auxiliares y complementarias, tanto si son de titularidad de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en virtud de su Estatuto de Autonomía, como si son de titularidad estatal delegada a la Comunidad Autónoma de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1987, de 30 de julio (LA LEY 1689/1987), de delegación de facultades del Estado en las Comunidades Autónomas en materia de transportes por carretera y por cable, que se relacionan a continuación:
a) Servicios de transporte público discrecional de viajeros en autobús.
b) Servicios de transporte público discrecional de viajeros en vehículos de turismo, de autotaxis y de transporte sanitario.
c) Servicios de transporte público de mercancías y mixtos.
d) Servicios de transporte privado, particular y complementario de viajeros, de mercancías y mixtos.
e) Alquiler de vehículos sin conductor.
f) Alquiler de vehículos con conductor.
g) Operadores de transporte de mercancías.
h) Transporte internacional de viajeros y de mercancías.
i) Junta Arbitral del Transporte.
j) Capacitación profesional para el ejercicio del transporte público y de sus actividades auxiliares y complementarias.
k) Servicios de transporte turístico y autorizaciones especiales de circulación en los que el modo carretera que se utilice, exceda del ámbito territorial de un Consejo Insular.
3. En los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera habrá una Junta Arbitral del Transporte que se constituirá y ejercerá sus funciones de acuerdo con lo que se establece en el capítulo VIII, del título I, de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de ordenación de los transportes terrestres y su reglamento.
4. Las competencias delegadas serán ejercidas por el Consejo Insular correspondiente, de acuerdo con los siguientes criterios de determinación:
a) Lugar de domiciliación de las autorizaciones.
b) En caso de defecto de lo anterior, lugar de origen del itinerario del transporte por carretera de que se trate.
c) En materia de arbitraje, de acuerdo con las reglas que prevé la legislación sobre juntas arbitrales del transporte.
d) Los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera ejercerán, además, la inspección de los servicios de transporte y de sus actividades auxiliares y complementarias que se desarrollen en su ámbito territorial, así como la potestad sancionadora respecto de las infracciones que en la prestación de estos servicios se produzcan en dicho ámbito, independientemente del lugar de domiciliación de la autorización o del lugar de origen del transporte.
Artículo 3 Alcance de las competencias que se transfieren 
1. Los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera ejercerán las competencias que se les atribuyen con sujeción al ordenamiento sectorial del transporte por carretera vigente en cada momento, en relación con las actuaciones de gestión de títulos habilitantes y de inspección y sanción, y, en concreto, las siguientes competencias:
a) Tramitación y resolución de los expedientes de otorgamiento, modificación y extinción de concesiones y autorizaciones.
b) Tramitación y resolución de los expedientes de comunicación de transportes turísticos.
c) Actuaciones inspectoras de control, de verificación y de denuncia.
d) Incoación, tramitación y resolución de los expedientes sancionadores.
e) Tramitación y resolución de recursos administrativos, y no será de aplicación el régimen que prevé el artículo 20 de la Ley 5/1989, de 13 de abril (LA LEY 2033/1989), de Consejos Insulares.
2. Las resoluciones que dicten los plenos de los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera agotarán la vía administrativa y contra éstas podrá interponerse recurso contencioso-administrativo.
3. En materia de transporte internacional, las facultades que comprende la delegación alcanzan, únicamente, las de inspección y sanción de los servicios que se presten en el territorio de cada Consejo Insular.

Ley 13/1993, de 20 de diciembre, de atribución de competencias a los Consejos Insulares en materia de inspección técnica de vehículos en su articulo 1:
Artículo 1 Objeto de la Ley 
En atención a lo que establecen el último párrafo del artículo 39 de la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero (LA LEY 316/1983), de Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares y el artículo 12.3 de la Ley 5/1989, de 13 de abril (LA LEY 2033/1989), de Consejos Insulares, por esta ley se atribuyen a los Consejos insulares de Mallorca, de Menorca y de Ibiza y Formentera, con carácter de propias, todas las competencias ejecutivas y de gestión asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en relación con las siguientes materias:
1. Las inspecciones técnicas de vehículos y automóviles, incluidos los agrícolas.
2. Las autorizaciones de reformas de importancia en los vehículos de carretera, de acuerdo con el Real Decreto 736/1988, de 8 de julio (LA LEY 1370/1988), que regula la tramitación de reformas de importancia de vehículos de carretera y modifica el artículo 252 del Código de la Circulación.
3. La expedición de duplicados de tarjetas de inspección técnica (T.I.T.), así como la anotación de cambio de destino.
4. La verificación y el precintado de taxímetros.
5. La inspección técnica y la expedición de certificados para vehículos de transporte escolar.
6. La expedición de certificados de autorización para vehículos que transporten alguna mercancía peligrosa o perecedera.
7. El informe de los expedientes de autorización de certámenes o pruebas deportivas, siempre que intervengan vehículos y se celebren en el territorio perteneciente a cada uno de los consejos insulares.
8. La inspección técnica y la expedición de tarjeta de inspección técnica previa a la matriculación. Se incluyen vehículos nacionales, de importación y cambio de residencia, en su caso.
14. Turismo:
La Ley 3/1996, de 29 de noviembre, de atribución de competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en materia de ordenación turística:
Artículo 1 Objeto de la ley 
Se atribuyen a los consejos insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera, en su ámbito territorial, y con carácter de propias, todas las competencias ejecutivas y de gestión asumidas por el Gobierno de la Comunidad Autónoma, en relación con las materias de ordenación turística que se indican, de conformidad con lo que establece el artículo 39.12 del Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares, y 12.3 de la Ley 5/1989, de 13 de abril, de consejos insulares.

El Gobierno de la Comunidad Autónoma se reserva las potestades genéricas y específicas determinadas en los artículos 5 y 6 de la presente ley.
Artículo 2 Competencias que se transfieren a los consejos insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera 
Los consejos insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera asumen todas las competencias que habían sido atribuidas al Gobierno de la Comunidad Autónoma en materia de ordenación turística, excepto las potestades genéricas y específicas determinadas en los artículos 5 y 6 de esta ley y, en particular:
1. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes para el otorgamiento de autorizaciones previas para construcciones, obras e instalaciones de las empresas y actividades turísticas, reguladas, actualmente por la Ley 7/1988, de 1 de junio, de medidas transitorias de ordenación de establecimientos hoteleros y de alojamientos turísticos, y por el Decreto 60/1989, de 22 de mayo, por el que es regula el procedimiento de expedición de autorizaciones previas y de apertura para las construcciones, obras e instalaciones de las empresas y actividades turísticas.
2. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes para el otorgamiento de licencias de apertura de los alojamientos hoteleros y su clasificación, reguladas, actualmente, por la Ley 7/1988 mencionada.
3. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes para el otorgamiento de licencias de apertura de los alojamientos extrahoteleros y su clasificación, reguladas, actualmente, por la Ley 7/1988 ya citada.
4. La formación y la gestión del Registro insular de empresas y actividades turísticas.
5. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de precios, regulados, actualmente, por la Orden de 15 de noviembre de 1989 sobre la publicidad de precios en los establecimientos de alojamiento turístico.
6. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de alojamiento de menores en los establecimientos turísticos, regulado, actualmente, por la Orden de 22 de diciembre de 1992, por la que se regula el alojamiento de menores de doce años en los establecimientos de alojamientos turísticos, modificada por la Orden de 12 de agosto de 1993.
7. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia del «time-sharing», multipropiedad o tiempo compartido, regulado actualmente por la Orden, de 15 de enero de 1990, por la que se somete la actividad del «time-sharing» multipropiedad o tiempo compartido, a la normativa reguladora de los alojamientos turísticos.
8. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de campamentos de turismo, regulados actualmente por el Decreto 13/1986, de 13 de febrero, de aprobación de la nueva ordenación de los campamentos de turismo de las islas Baleares.
9. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de medidas de seguridad y protección contra incendios en establecimientos turísticos, reguladas, actualmente, por el Decreto 13/1985, de 21 de febrero, por el que se fijan nuevas medidas de seguridad y de protección contra incendios a establecimientos turísticos, y la Orden de 15 de enero de 1990, sobre las certificaciones finales de cumplimiento de las medidas de seguridad y protección contra incendios en establecimientos turísticos.
10. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de mejora de la accesibilidad y la supresión de las barreras arquitectónicas en los establecimientos turísticos, regulada actualmente por la Ley 3/1993, de 4 de mayo, de mejora de la accesibilidad y la supresión de las barreras arquitectónicas, y el Decreto 96/1994, de 27 de julio, por el que se aprueba su reglamento regulador.
11. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de transportes turísticos por carretera, regulado actualmente por el Decreto 35/1991, de 18 de abril, regulador de los transportes turísticos por carretera en el ámbito de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, y la Orden de 20 de agosto de 1992.
12. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de planes de emergencia contra incendios y de evacuación de locales y edificios de los establecimientos turísticos, regulado actualmente por la Orden del Ministerio del Interior, de 29 de noviembre de 1984.
13. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de oferta turística complementaria, regulada actualmente por el Decreto 2/1992, de 16 de enero, por el que se ordena y se regula la oferta turística complementaria a la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, y la Orden de 6 de julio de 1992.
14. La formación y la gestión del Registro insular de establecimientos de oferta complementaria.
15. La ejecución y la gestión del cumplimiento de lo que se dispone en materia de caducidad de autorizaciones previas a las empresas y actividades turísticas, regulada actualmente por el Decreto 106/1993, de 30 de septiembre, sobre suspensión y caducidad de autorizaciones previas para las construcciones, obras e instalaciones de las empresas y actividades turísticas.
16. La expedición del informe previo a la declaración de interés social para la instalación o construcción de un campo de golf, regulado actualmente en el artículo 2.4 de la Ley 12/1988, de 17 de noviembre, de campos de golf.
17. La expedición del informe previo sobre la solicitud municipal de exoneración de la fijación de los índices de intensidad de uso de aquellas zonas ordenadas por los instrumentos municipales de planeamiento general, regulado actualmente en el artículo 12.1 del Decreto 2/1996, de 16 de enero, sobre regulación de las capacidades de población en los instrumentos de planeamiento general y sectorial.
18. Sustanciar las quejas o reclamaciones que puedan formularse en relación con las empresas y actividades turísticas, las agencias de viajes, la oferta turística complementaria, las actividades turísticas en el medio rural y los guías o informadores turísticos.
19. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes de las agencias de viajes mayoristas, detallistas y mayoristas-detallistas: otorgamiento y revocación del título-licencia, autorización y revocación de la modificación del capital social, cambio de denominación social, apertura, cambio y cierre de locales de agencias de viajes, autorización y revocación de apertura de establecimientos que operen como sucursales, y la potestad inspectora y sancionadora; regulados actualmente por el Decreto 43/1995, de 6 de abril, de Reglamento de agencias de viajes de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.
20. La formación y la gestión del Registro insular de agencias de viajes.
21. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes de los servicios turísticos que se presten en el medio rural: hotel rural, agroturismo, turismo de interior y otras ofertas complementarias; regulados actualmente por el Decreto 62/1995, de 2 de junio, por el que se regula la prestación de servicios turísticos en el medio rural de las islas Baleares.
22. La formación y la gestión del Registro insular de actividades turísticas en el medio rural.
23. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes para la habilitación y expedición del correspondiente carné de guía o informador turístico, regulada actualmente por el Decreto 112/1996, de 21 de junio, por el que se regula la habilitación de guía turístico de las islas Baleares.
24. La formación y la gestión del Registro insular de guía o informador turístico.
25. La iniciación, ordenación, tramitación y resolución de los expedientes sancionadores en materia de empresas y actividades turísticas, de acuerdo con la Ley 6/1989, de 3 de mayo, sobre la función inspectora y sancionadora en materia de turismo, y con el resto de normativa que le sea de aplicación.
Se considera actividad o prestación de servicios turísticos la ejercida u ofrecida por cualquier empresa de alojamientos, oferta complementaria o agencias de viajes.
Artículo 3 Ejecución y gestión de los planes de modernización 
1. Los consejos insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera, en su ámbito territorial y con carácter de propias, asumen igualmente todas las competencias atribuidas al Gobierno de la Comunidad Autónoma respecto a la aplicación, seguimiento y control del Plan de modernización de alojamientos turísticos, establecido en la Ley 3/1990, de 30 de mayo.
2. Los consejos insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera, en su ámbito territorial y con carácter de propias, asumen también todas las competencias ejecutivas y de gestión respecto a la aplicación, seguimiento y control del Plan de modernización de la oferta turística complementaria de las islas Baleares.
Más tarde la Ley 9/1993, de 1 de diciembre atribuye competencias a los Consejos Insulares en materia de información turística
 y la Ley de Turismo de Illes Balears 8/2012, de 19 de julio consolida:
Artículo 1. Objeto de la Ley 
En atención a lo que establecen los artículos 39.12 de la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía y 12.3 de la Ley 5/1989, de 13 de abril, de Consejos Insulares, por esta Ley se atribuyen a los Consejos Insulares de Mallorca, de Menorca y de Ibiza y Formentera y con carácter de propias, todas las competencias ejecutivas y de gestión asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, en relación con las siguientes materias:

1. La gestión de las oficinas de información turística situadas en Palma-Aeropuerto, Palma-Avenida de Jaime III, núm. 10, Maó e Ibiza, respectivamente. Las anteriores oficinas, además de informar sobre los recursos turísticos de las Islas Baleares, realizarán las funciones de información y de distribución de material turístico que la Comunidad Autónoma les suministre.

2. La autorización, el control y la tutela de las entidades de fomento del turismo, establecidas en las respectivas islas, así como su actividad promocional, de acuerdo con la legislación vigente.
Artículo 7. Competencias de los consejos insulares 
De conformidad a lo dispuesto en el artículo 70.3 del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, corresponden a los consejos insulares de Mallorca, de Menorca, de Ibiza y de Formentera, en relación con su propio ámbito territorial, las siguientes competencias:

a) La ordenación y la planificación turística mediante, entre otras, la elaboración de los planes de intervención correspondientes en ámbitos turísticos, planes territoriales insulares y planes de desarrollo turístico insular.

b) La administración y la gestión de los recursos turísticos.

c) La potestad reglamentaria en materia turística dentro de su ámbito competencial.

d) La ordenación y la gestión del Registro insular de empresas, actividades y establecimientos turísticos.

e) La promoción interna y externa y la protección de la imagen turística de la isla sobre la que ejerzan sus competencias, fijando los criterios, la regulación de las condiciones y la ejecución o el control de las líneas públicas de ayuda y promoción del turismo.

f) La potenciación de aquellas medidas y actuaciones que posibiliten el desarrollo y la implantación de políticas de calidad turística en los destinos, los recursos, los servicios y las empresas turísticas de su ámbito territorial.

g) La protección y la preservación de los recursos turísticos.

h) El asesoramiento y el apoyo técnico a los municipios de su ámbito territorial en cualquier aspecto que mejore su competitividad turística.

i) El desarrollo de la política de infraestructuras turísticas y la coordinación de las acciones que en la materia realicen los municipios.

j) El impulso y la coordinación de la información turística.

k) Las declaraciones de interés turístico insular.

l) La concesión de premios y distinciones turísticas.

m) La inspección y la sanción en materia de turismo en los términos establecidos en esta ley.

n) Cuantas otras competencias relacionadas con el turismo se le atribuyan en esta ley u otra normativa de aplicación.
2.2.5. OTRAS COMPETENCIAS ATRIBUIDAS POR LA LEGISLACION TERRITORIAL SIN CONEXIÓN CON DECRETOS DE TRANSFERENCIAS PREVIOS
2.2.5.1.-  En materia de sanidad, la Ley de Salud de Illes Balears, aprobada por Ley 5/2003, de 4 de abril:
Artículo 47. Competencias de los consejos insulares 

1. Corresponde a los consejos insulares el ejercicio de las competencias sanitarias y socio-sanitarias que se les atribuye por Ley del Parlamento.

2. De acuerdo con la legislación de régimen local, los consejos insulares prestarán asistencia y cooperación a los municipios para el ejercicio más eficaz de las competencias sanitarias previstas en esta Ley.
2.2.5.2.- Mas tarde en Ley 16/2010, de 28 de diciembre de Salud Pública de Illes Balears
Artículo 15. Competencias de los consejos insulares 

1. Corresponden a los consejos insulares la función ejecutiva y la gestión en materia de sanidad que les sean transferidas o delegadas por una ley del Parlamento, de acuerdo con lo que prevé el artículo 71 de la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, en la redacción dada por la Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero , y de acuerdo con lo que dispone la Ley 8/2000, de 27 de octubre , de consejos insulares.

2. De acuerdo con la legislación de régimen local, los consejos insulares han de prestar asistencia y cooperación a los municipios para el ejercicio más eficaz de las competencias sanitarias que tienen atribuidas.
2.2.5.3.-  En materia de educación la Ley Ley 4/2006, de 30 de marzo de Educación de Adultos de Illes Balears:
Artículo 17. De los órganos competentes 

4. Las administraciones locales y las de los consejos insulares, sin perjuicio de lo que se indica en el apartado 1 de este artículo, podrán elaborar y desarrollar planes territoriales para la educación permanente de las personas adultas de su ámbito territorial siguiendo siempre las directrices dictadas por los órganos de coordinación general y asesoramiento que se crean en los artículos 18 y 19 de la presente Ley.
2.2.6.- CONSECUENCIAS PARA LAS COMPETENCIAS MUNICIPALES .-
El EEAA de la Islas Baleares, en su reforma operada por la LO 1/2007 de 28 de Febrero recoge una regulación detallada acerca del régimen competencial de sus municipios: 
Artículo 75. Los municipios 

4. Este Estatuto garantiza a los municipios la autonomía para el ejercicio de sus competencias propias, bajo su responsabilidad y en defensa de los intereses de la colectividad que representa.

En el ejercicio de las competencias propias, los municipios estarán sujetos al control de constitucionalidad y legalidad.
Los municipios tienen en el ámbito de este Estatuto y de las leyes, libertad plena para el ejercicio de su iniciativa en cualquier materia que no esté excluida de su competencia o atribuida en exclusiva a otra administración o autoridad.

5. Además de las competencias derivadas de la legislación básica del Estado y de la legislación sectorial, corresponde a los municipios el ejercicio de las que puedan ser delegadas por el Estado, por la Comunidad Autónoma, por los Consejos Insulares y por otras Administraciones. La delegación de competencias a los municipios debe ir acompañada de los medios económicos, personales y materiales adecuados y suficientes.

6. Asimismo, los Ayuntamientos de las Illes Balears, en su calidad de instituciones de gobierno de los municipios isleños, podrán asumir en su ámbito territorial la función ejecutiva y la gestión de las competencias propias de los Consejos Insulares o de aquellas que les hayan sido previamente transferidas. Para hacer efectiva esta transferencia, que deberá venir acompañada de los medios económicos, personales y materiales adecuados y suficientes, se requerirá el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento solicitante y del Pleno del Consejo Insular respectivo. Una vez acordada la transferencia por el Consejo Insular, que contendrá el detalle de los medios económicos, personales y materiales que correspondan, se comunicará el acuerdo plenario al Ayuntamiento solicitante que, mediante acuerdo plenario, la aceptará o la rechazará.

7. Los municipios tienen derecho a asociarse con otros y a cooperar entre ellos y con otros entes públicos para ejercer sus competencias y para cumplir tareas de interés común. A estos efectos tienen capacidad para constituir mancomunidades, consorcios y asociaciones.

8. El Parlamento de las Illes Balears, en el marco de la legislación básica del Estado, aprobará una ley de régimen local para las Illes Balears que tendrá en cuenta necesariamente las diferentes características demográficas, geográficas, organizativas, de dimensión y capacidad de gestión que tienen los municipios, así como las competencias de cooperación local asumidas por los Consejos Insulares.

9. Los municipios de las Illes Balears dispondrán de recursos suficientes para ejercer las funciones que les atribuye la legislación; éstos deben ser garantizados por la Administración del Estado, la autonómica y la insular. En este sentido, los municipios tienen capacidad de regular las finanzas propias en el marco de la ley y gozan de autonomía presupuestaria. Para velar por el equilibrio territorial se creará un fondo de cooperación local, cuyos criterios de distribución atenderán las características socio-económicas y territoriales de los municipios. Para garantizar su suficiencia financiera, este fondo será de carácter incondicionado, sin perjuicio de los convenios de colaboración que, con carácter voluntario, se pueden hacer con cargo al mismo.
10. El municipio de Palma dispondrá de una ley de capitalidad especial establecida por el Parlamento de las Illes Balears. El Ayuntamiento de Palma tiene iniciativa para proponer la modificación de este régimen especial y, de acuerdo con las leyes y el Reglamento del Parlamento, debe participar en la elaboración de los proyectos de ley que inciden en este régimen especial y debe ser consultado en la tramitación parlamentaria de otras iniciativas legislativas sobre su régimen especial.
Del precepto estatutario se deduce que los municipios de Baleares tienen reconocido el  derecho a la iniciativa competencial, libertad que, a partir de la LRSAL, pugnaría con los nuevos arts. 2.1, 7 y 25,  de la LRBRL ya que en todo caso cualquier iniciativa competencial deberá acreditar el cumplimiento de la estabilidad y sostenibilidad financiera, así como su no ejercicio por otra administración pública, debiendo obtenerse los dos informes previstos en el artículo 7.4. Asimismo reconoce la posibilidad de transferencias y delegaciones de competencias desde los CnI que, aunque en la nueva redacción del artículo 27 LRBRL ha resultado eliminado el inciso “y otras entidades locales” entre los entes delegantes, se puede interpretar que dichas delegaciones operan desde loa CnI en tanto instituciones autonómicas que reciben competencias transferidas de la CCAA, por el EE AA o por Ley, por lo que  no se verán afectada por los requisitos de los nuevos artículos 7 y 26, regulándose exclusivamente por lo previsto en la legislación autonómica conforme el apartado 8 del articulo 27. Por último se reconoce un especial estatuto legal de capitalidad al municipio de Palma, a desarrollar por una ley del parlamento autonómico, en la que el Ayuntamiento tendrá iniciativa legislativa para su modificación., así como el derecho a ser oído en cualquier proyecto de ley que incida en dicho régimen especial.  
Las previsiones estatutarias han sido desarrolladas por la Ley  20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Illes Balears, en cuyo artículo 29 que amplía el catalogo de competencias propias de los municipios del nuevo artículo 25:
Artículo 29 Competencias 
1. Además de las competencias derivadas de la legislación básica del Estado y del ejercicio de las que puedan ser delegadas por el Estado, por la comunidad autónoma, por los consejos y por otras administraciones, esta ley garantiza a los municipios un núcleo de competencias propias que serán ejercidas por estas entidades con plena autonomía, solamente sujeta al control de constitucionalidad y legalidad.
2. Los municipios de las Illes Balears, en el marco de las leyes, tienen en todo caso competencias propias en las siguientes materias: 
a) Gestión del padrón municipal de habitantes.

b) Regulación y desarrollo de procedimientos, estructuras organizativas y políticas para la participación ciudadana en la vida local, así como elaboración y aprobación de programas de fomento de voluntariado y asociacionismo.

c) Ordenación y gestión del territorio, urbanismo y disciplina urbanística.

d) Gestión del patrimonio municipal, regulación de su uso o destino, conservación y mantenimiento.

e) Protección y conservación del patrimonio histórico-cultural municipal y elaboración de planes especiales de protección y catálogos.

f) Creación y gestión de museos y bibliotecas municipales.

g) Normalización lingüística.

h) Conservación y mantenimiento de los bienes de dominio público local, parques, jardines y vías públicas municipales, tanto urbanas como rurales, así como elaboración y diseño de los programas de ejecución de infraestructuras de competencias de la comunidad autónoma, cuando estén en el mismo término municipal.

i) Planificación, programación y gestión de vivienda pública y participación en la planificación en suelo municipal de la vivienda de protección oficial.

j) Policía local.

k) Ordenación y prestación de servicios básicos de la comunidad. Ordenación de las relaciones de convivencia de interés local y del uso de sus servicios, equipamientos, infraestructuras, instalaciones y espacios públicos.

l) Regulación de las condiciones de seguridad en las actividades organizadas en espacios públicos y en los locales de pública concurrencia. Protección de las autoridades municipales y vigilancia y custodia de los edificios y las instalaciones municipales.

m) Regulación y gestión del abastecimiento de agua potable a domicilio, de la conducción y el tratamiento de aguas residuales y de la recogida y el tratamiento de residuos sólidos urbanos.

n) Gestión de planes de protección civil y de emergencia, prevención y extinción de incendios y adopción de medidas de urgencia en caso de catástrofe.

o) Regulación, gestión y vigilancia de las actividades y los usos que se llevan a cabo en las playas, en los ríos, en los lagos y en la montaña.

p) Planificación, ordenación y gestión de la educación infantil y participación en el proceso de matriculación en los centros públicos y concertados del término municipal, mantenimiento y aprovechamiento, fuera del horario escolar, de los centros públicos, y calendario escolar. Gestión de la utilización de las instalaciones deportivas de los centros públicos en horario extraescolar.

q) Circulación y servicios de movilidad y gestión del transporte de viajeros municipal, así como regulación y ordenación del transporte de mercancías.

r) Regulación y ordenación del tráfico y del estacionamiento de vehículos en vías urbanas.

s) Regulación del establecimiento de autorizaciones y promociones de todo tipo de actividades económicas, especialmente las de carácter comercial, artesanal y turístico, en su territorio.

t) Desarrollo económico local y promoción turística de su territorio.

u) Regulación y gestión de mataderos, mercados y lonjas municipales, así como elaboración y aprobación de programas de seguridad e higiene de los alimentos y control e inspección de las distribución y del suministro de alimentos, bebidas y demás productos, directa o indirectamente relacionados con el uso o el consumo, así como los medios para su transporte.

v) Regulación y gestión de los sistemas de arbitraje de consumo, información y educación de las personas consumidoras.

x) Formulación y gestión de políticas para la protección del medio ambiente y el desarrollo sostenible.

y) Regulación y gestión de los equipamientos deportivos y de ocio y promoción de actividades.

z) Regulación del establecimiento de infraestructuras de telecomunicaciones y prestación de servicios de telecomunicaciones.

aa) Regulación y prestación de los servicios de atención a las personas, de los servicios sociales públicos de asistencia primaria, y fomento de las políticas de acogida de las personas inmigrantes.

ab) Regulación y gestión de los cementerios y servicios funerarios, así como su control sanitario, y policía sanitaria mortuoria.
3. La distribución de las responsabilidades administrativas en las materias a que se refiere el apartado anterior entre las diversas administraciones locales tendrá en cuenta la capacidad de gestión y se regirá por las leyes aprobadas por el Parlamento de las Illes Balears, observando en todo caso el principio de subsidiariedad, de acuerdo con lo establecido en la Carta europea de la autonomía local, el principio de diferenciación, las características que presenta la realidad municipal y el principio de suficiencia financiera
Con lo que la segmentación por número de habitantes del nuevo artículo 26 de la LRBRL cobra sentido, solo como umbral mínimo de garantía ciudadana de prestación de servicios públicos, superado en este caso por la legislación autonómica y ratificado por el Decreto-Ley 2/2014
.
En lo referente al desarrollo estatutario de las facultades de transferencia, delegación y encomienda de gestión de competencias desde los CnI, la ley que desarrolla el régimen  local autonómico (artículos 58  a 65) recoge las siguientes reglas:
Artículo 58
En el marco de la normativa vigente y respetando la voluntad de las entidades afectadas, por razones de eficacia, eficiencia y economía, y a fin de prestar un mejor servicio a la ciudadanía, la administración autonómica de las Illes Balears, los consejos, los ayuntamientos y las demás entidades locales de las Illes pueden transferirse y delegar, entre sí, competencias y encomendar la gestión ordinaria de los servicios, siempre con respeto a los ámbitos competenciales respectivos.
Artículo 59 Transferencia de competencias 
1. Los consejos y los ayuntamientos pueden recibir competencias transferidas de la Administración del Estado y de la comunidad autónoma sobre materias de su competencia mediante ley, que debe respetar sus normativas respectivas, cuando con ello se garantice el mejor ejercicio de la competencia o una prestación más eficaz de los servicios, se facilite la proximidad de la gestión administrativa a sus destinatarios y se alcance una mayor participación de la ciudadanía.
2. La efectividad de la transferencia de competencias requiere la aceptación por parte de la entidad local correspondiente, salvo el caso de imposición legal obligatoria. En cualquier caso, la transferencia de competencias siempre requerirá la dotación de los medios materiales, personales y económicos necesarios para su ejercicio.
Artículo 60 Delegación del ejercicio de la competencia y encomienda de gestión de actividades y servicios 
Por las mismas razones expuestas en el artículo anterior o cuando la Administración de la comunidad autónoma carezca de los medios necesarios para su ejercicio en los ámbitos territoriales afectados, el Gobierno de las Illes Balears podrá delegar el ejercicio de sus competencias o encomendar la realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios de su competencia a las entidades locales, previa dotación de los recursos suficientes.
Artículo 61 Régimen de la delegación 
1. La delegación se hace en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad del ente local, sin perjuicio de los controles que puedan establecerse en el decreto de delegación. Para la efectividad de la delegación se requiere la aceptación de la entidad local delegada, salvo que por ley se imponga obligatoriamente; en dicho supuesto, tendrá que ir acompañada de la dotación de los medios materiales, personales y económicos necesarios para desempeñarla.

2. Las competencias delegadas no pueden ser objeto de delegación.
Artículo 62 Dirección y control del ente delegante 
La Administración de la comunidad autónoma conserva, en los supuestos de delegación, las facultades de dirección y control, de dictar instrucciones técnicas de carácter general, de enviar comisionados o comisionadas con funciones informativas, de efectuar requerimientos en orden a la mejor prestación de los servicios delegados e, incluso, de revocar justificadamente la delegación.
Artículo 63 Régimen de la encomienda de gestión 
La encomienda de gestión no supone una cesión de la titularidad de la competencia ni de los elementos sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad del órgano competente de la Administración de la comunidad autónoma dictar cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico legitimen las concretas actividades materiales objeto de la encomienda. La efectividad de la encomienda requiere que vaya acompañada de la dotación de los medios económicos para llevarla a cabo. La encomienda de gestión se formalizará mediante un convenio interadministrativo.
Artículo 64 Delegación del ejercicio de la competencia y encomienda de gestión por consejos y ayuntamientos 
1. En los mismos términos que la Administración de la comunidad autónoma, los consejos pueden delegar sus competencias o encomendar la gestión de las mismas a los ayuntamientos. Esta delegación de competencias o encomienda de gestión puede hacerse de los ayuntamientos a otras administraciones.
2. El Gobierno de las Illes Balears, en el ámbito de sus competencias, adoptará las medidas descentralizadoras adecuadas para que los consejos den cumplimiento, a través de los ayuntamientos, al principio de máximo acercamiento de los servicios a la ciudadanía, dotándolos de los medios necesarios para conseguirlo.
Artículo 65 Dispensa de la prestación de servicios obligatorios 
Reglamentariamente se establecerá la posibilidad, debidamente justificada, de solicitar la dispensa de la prestación de alguno o algunos servicios municipales obligatorios, así como los mecanismos de sustitución de dicha inactividad.
La  CCAA y los CnI pueden transferir a los ayuntamientos competencias, por ley, cuando se garantice con ello la mayor eficacia en su ejercicio, mas proximidad a los ciudadanos y mayor participación ciudadana. La transferencia requiere, en principio, aceptación del municipio, salvo obligatoriedad legal (con lo que se vacía esta opción), siguiendo la tradición del ordenamiento autonómico balear, a diferencia del canario donde las transferencias de competencias a los cabildos y los ayuntamientos han de efectuarse con carácter general.

Respecto a la delegación, por los mismos principios que para la transferencia al que se añade para el caso de la CCAA hacia los entes locales, cuando la Administración de la comunidad autónoma carezca de los medios necesarios para su ejercicio a lo que habrá de añadirse ahora los requisitos previstos en el nuevo artículo 27. Habilitándose la posibilidad de delegación desde los ayuntamientos a otras administraciones (artículo 64.1) lo que entendemos puede producirse tanto en sentido ascendente, de competencias propias a entes supramunicipales o los CI o descendentes hacia entes locales menores. El primer sentido entronca con el espíritu de la LRSAL en concreto el artículo 36, pero el segundo pugna con la eliminación como ente local de las entidades locales menores por los nuevo artículos 3.2 LRBRL y el 24 bis , lo que contradice los artículos 53 y 54 de la ley balear que les reconoce naturaleza de ente local
 con competencias mínimas. 

Por último se prevé la encomienda de gestión a los ayuntamientos desde la CCAA y los CnI bajo idénticos criterios.

Como clausula de cierre se prevé una peculiar facultad, que ahora con la entrada en vigor de la LRSAL, puede resultar relevante y es que los ayuntamientos pueden solicitar la dispensa de prestación de servicios obligatorios (artículo 65) si ello se dispone reglamentariamente, entendiendo por tal categoría normativa un Decreto de la CCAA regulador sectorial de dicha materia que lo habilite y que establezca el ente que lleve a cabo la prestación. Lo que anticipaba de alguna forma el mecanismo subrogatorio, pero aquí de carácter voluntario, que la LRSAL establece hacia las Diputaciones en el artículo 36 LRBRL. 
Cuestiones_________________________________________________________________

2.2.6.1.- Legislación sectorial que transfiere directamente a los municipios competencias como propias: 
2.2.6.1.1 La Ley 10/2006, de 26 de julio Integral de juventud de Illes Balears que atribuye a los Ayuntamientos:
Artículo 10. Competencias de los ayuntamientos 

1. Sin perjuicio de otras competencias que el ordenamiento jurídico vigente pueda atribuirles, corresponden a los ayuntamientos y, en su caso, a otras entidades locales de ámbito inferior o superior al municipal, en su ámbito territorial, las competencias siguientes en materia de juventud:

a) Participar en la planificación en los ámbitos autonómico e insular de las políticas juveniles e impulsar las actuaciones que se lleven a cabo en el ámbito municipal.

b) Elaborar, de forma potestativa, planes y programas de ámbito municipal en relación con la juventud.

c) Gestionar las políticas juveniles que les correspondan como consecuencia de los convenios y otros instrumentos de colaboración que suscriban a tal fin con la Administración autonómica o los consejos insulares.

d) Llevar a cabo actividades culturales, deportivas y de ocupación del tiempo libre de la juventud del municipio.

e) Cualesquiera otras competencias que les atribuya una norma con rango de ley.

2. De acuerdo con los principios establecidos en el artículo 6 y atendiendo a su proximidad con la juventud, los ayuntamientos tienen que tratar de promover la participación juvenil en el ámbito del municipio y de fomentar la participación ciudadana en la prevención y la resolución de los problemas juveniles detectados en su territorio, y fomentar su implicación en la sociedad en general. Igualmente, tienen que dar apoyo técnico, económico y formativo a los consejos locales de la juventud.

3. Mediante los servicios de información juvenil que los municipios creen y mantengan, con el reconocimiento previo por el procedimiento establecido reglamentariamente, los ayuntamientos pueden prestar información a la juventud de forma que puedan orientar y asesorar a la población joven de su municipio, entre otras, en las materias que regula esta Ley.

4. Igualmente, los ayuntamientos pueden colaborar con la Administración autonómica y los consejos insulares en la elaboración de los estudios de ámbito autonómico e insular, y también elaborar análisis propios de detección de las necesidades del colectivo joven en su ámbito territorial y, en general, todos los estudios que ayuden a conocer mejor esta población y a buscar las mejores soluciones.

5. Los ayuntamientos pueden constituir entidades supramunicipales para una gestión más eficaz de las acciones juveniles.
2.2.6.1.2 La Ley de Turismo de Illes Balears 8/2012, de 19 de julio:
Artículo 8. Competencias de los ayuntamientos 

Los municipios de la comunidad autónoma de las Illes Balears, en su ámbito territorial, tienen las siguientes competencias en materia de turismo:

a) La protección y la conservación de los recursos turísticos, así como la adopción de medidas tendentes a su efectiva utilización y disfrute.

b) La promoción turística del municipio en el contexto de la promoción de cada una de las Illes Balears.

c) El fomento de la actividad turística en su término municipal.

d) La colaboración en materia de turismo con otras administraciones públicas.

e) Las declaraciones de interés turístico municipal.

f) La aprobación de los planes de desarrollo turístico municipal.

g) Cualesquiera otras competencias que les sean atribuidas por ésta u otra ley, transferidas o delegadas de acuerdo con lo preceptuado en la legislación de régimen local.

2.2.6.1.3 La Ley de Salud de Illes Balears, aprobada por Ley 5/2003, de 4 de abril:
Artículo 48. Competencias de los municipios 

1. Corresponden a los municipios las competencias sanitarias y sociosanitarias que les atribuye la Ley 14/1986, General de Sanidad, y la legislación de régimen local.

2. La Comunidad Autónoma podrá transferir o delegar a los municipios cualquier función sanitaria en las condiciones previstas en la legislación vigente, con la dotación presupuestaria correspondiente.

3. Para el desarrollo de sus funciones, las corporaciones locales pueden solicitar la colaboración de los recursos sanitarios del área de salud correspondiente.

4. En cuanto al control de la seguridad alimentaria en la venta ambulante o no sedentaria y a los mercados municipales permanentes o temporales, corresponde al municipio ejercer las funciones de control e inspección con carácter general. No obstante, corresponde, en todo caso, a la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears ejercer la potestad sancionadora en esta materia. Cuando sea necesario para el ejercicio de sus funciones o por razones de interés público, corresponde también a la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears la función inspectora en los ámbitos mencionados.
2.2.6.1.4 Más tarde en Ley 16/2010, de 28 de diciembre de Salud Pública de Illes Balears
:
Artículo 16. Competencias de los ayuntamientos 

1. Corresponden a los municipios, de acuerdo con la Ley 5/2003, de 4 de abril, de salud de las Illes Balears, las competencias en materia de salud pública que les atribuyen la Ley 14/1986, de 25 de abril, general de sanidad, la Ley 23/2006, de 20 de diciembre , de capitalidad, en el caso de Palma, y la legislación de régimen local.

2. La comunidad autónoma puede transferir o delegar a los municipios cualquier función sanitaria en las condiciones previstas en la legislación vigente, con la dotación presupuestaria correspondiente.
2.2.6.2. Legislación de adaptación de las competencias transferidas, delegadas y distintas a los entes locales de Illes Balears.

Estando el presente trabajo ya en pruebas se publica el Decreto ley 2/2014, de 21 de noviembre, de medidas urgentes para la aplicación en las Illes Balears de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración local
  por medio del cual por medio de su artículo 1º se confirma que las competencias transferidas como propias por las leyes autonómicas con anterioridad a la LRSAL, se seguirán ejerciendo como tales.


En idéntico sentido, se mantendrán las delegadas las competencias (articulo 2º), pudiendo delegarse en el futuro aquellas que cumplan tres requisitos:1) las que no requieran ejercicio directo por parte del Gobierno de las Illes Balears; 2) que no comporten ejercicio de potestades de planificación y coordinación y 3) que excedan del ámbito territorial de la entidad a la que se delegue.


Para el ejercicio de competencias distintas de las anteriores por los entes locales, se regula en los artículos 3 a 5 los dos informes a solicitar y su procedimiento.  

Por último se establece un régimen de continuidad para las competencias ejercidas por los municipios en materia de salud, servicios, sociales, enseñanza e inspección sanitaria, en artículo 6:
Artículo 6 Competencias que las entidades locales ejercían en materia de salud, servicios sociales, enseñanza e inspección sanitaria 
1. Las competencias que, previamente a la entrada en vigor de la Ley 27/2013, se preveían como propias de los municipios en materia de participación en la gestión de la atención primaria de la salud e inspección sanitaria, en materia de prestación de servicios sociales y de promoción y reinserción social, así como aquéllas otras en materia de educación a las que se refieren la disposición adicional decimoquinta y transitorias primera, segunda y tercera de la Ley 27/2013, continuarán siendo ejercidas por los municipios en los términos previstos en el Estatuto de autonomía, la normativa autonómica sobre régimen local y las leyes sectoriales autonómicas, en tanto no hayan sido asumidas por parte de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, y según establezcan las normas reguladoras del sistema de financiación de las comunidades autónomas y de las haciendas locales.

2. El resto de competencias en estas materias atribuidas a las entidades locales de las Illes Balears por la legislación de la Comunidad Autónoma anterior a la entrada en vigor de la Ley 27/2013 continuarán siendo ejercidas por éstas, de conformidad con las previsiones de la norma de atribución y en los términos establecidos por el artículo 7.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local.
��
	� Para un estudio más extenso de los Cabildos Insulares vid. Entre otros: L. de la Rosa Olivera, “Evolución del régimen local en las islas Canarias , IEAL 1946, Estudios de Derecho Administrativo Especial Canario, Vol I , dir. A. Nieto. A. Dominguez Vila “La reforma del EA de Canarias y la posición de los Cabildos Insulares”, Autonomies nº 19. M. J. Sarmiento Acosta “Las competencias de los Cabildos Insulares” y “Los Cabildos Insulares de Canarias” en Derecho Público de Canarias, pag. 195 y ss, Thomson-Civitas 2006, 1993. Coord. J. J. Rodriguez Martinez y J.A. Garcia Rojas, “El Régimen especial político-administrativo de Canarias, M. Pons 1999. e “Instituciones de la CCAA de Canarias “M. Pons 2001. G. Trujillo Fernández, “Lecciones de Derecho Constitucional Autonómico”, pag. 348 y ss. R. Alcazar Crevillen, “Las Transferencias de competencias de la CC AA de Canarias a los Cabildos Insulares” , RCAP nº de 1987


��
	� Así los definieron los Dictámenes del Consejo Consultivo de Canarias: El de 31 de octubre de 1985, pag 5 , Ponente el profesor G. Trujillo Fernández, sobre la LRJAPCan  8/1986: “los inserta dentro de las instituciones posibles de la Administración Autonómica, al  organizar esta, sobre la base de la isla; para lo que dota al territorio, isla, de la naturaleza de circunscripción de la administración autonómica y su Ente de gobierno local, el Cabildo de naturaleza bifronte, capaz de llegar a ser Administración de la CC.AA. en la isla, por medio de las técnicas de distribución de competencias que enumera, pero remite para su desarrollo a la voluntad del Parlamento Canario.” Y el Dictamen nº1/89 , de 3 de abril de 1989, Ponente Profesor Pérez Voiturez, sobre su reforma 14/90: “copartícipes” de las competencias regionales y “coadyuvantes” estatutarios, en la prosecución de los fines de la Comunidad Autónoma


��
	� Ello se refuerza en los arts. 47 y 49 EA que reconocen el patrimonio y los recursos económicos de los Cabildos  como integrantes del de la CCAA. 


��
	� Artículo 64. Cuando la reforma tuviere por objeto una alteración de la organización de los poderes de Canarias que afectara directamente a los Cabildos Insulares, se requerirá la audiencia previa de los mismos. 


��
	� Alcázar Crevillen, op cit. Pag 14


��
	� El legislador podría haber denominado a los Cabildos y Consejos Insulares por sus nombres, ya que el término utilizado, además de una falta de consideración institucional, no es jurídicamente correcto, pues las instituciones insulares no son equivalentes a las Diputaciones de régimen común , ya que poseen una naturaleza bifronte como instituciones de sus respectivas CCAA y ejercen un número mucho mas elevado de competencias propiascomo consecuencia de transferencias debidas desde la CCAA por el respectivo E A o ley autonómica de régimen local.  


��
	� En el Preámbulo de la misma se anuncia que la Ley tiene como objetivo reforzar el papel de las Diputaciones y Cabildos y Consejos Insulares.(parrafo12)


��
	� Véase al respecto la Circular nº 4/2014, de 7 de abril, de la Viceconsejería de Administración Pública, del Gobierno de Canarias  por la que se dictan Instrucciones para la adaptación de los convenios, acuerdos y demás instrumentos de cooperación, suscritos con anterioridad a la entrada en vigor de la LRSAL  y para la aplicación de las previsiones de esta ley en  materia de convenios.


��
	� Entendidas estas como un tertium genius respecto a las propias y las delegadas, conforme expresa el C. de E. en su dictamen al proyecto de ley  de 26 de junio de 2013.


��
	� Por lo que parece que esta limitación no regiría para los Cabildos Insulares, Consejos Insulares  y Diputaciones Provinciales de régimen común. Sin embargo la NOTA del MHAP expresa literalmente: 4ª.- La cláusula residual del art. 7.4: �
	Las Diputaciones provinciales podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las delegadas cuando concurran todos y cada uno de los requisitos materiales y procedimentales previstos en el art. 7.4 LrBRL. En el mismo sentido la doctrina mayoritaria: Véase por todos Mayte Salvador Crespo “Las competencias de las D.P. en la Ley 27/2013 de 27 de diciembre….” en QDL nº 34 pag 137. 








��
	� Cuya natural evolución será expansiva pues como dice el Dictamen del C. de E.(apartado V.a.2) : ha de recordarse que las Diputaciones Provinciales son entidades locales de representación indirecta que ostentan, entre otras, las competencias de coordinación de los servicios municipales entre sí para garantizar su prestación integral y adecuada en todo el territorio provincial; asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de menor capacidad económica y de gestión; y prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal (artículo 36.1 de la LBRL, en la redacción actual, que se mantiene en el anteproyecto). Así pues, a diferencia de las competencias municipales, que son fundamentalmente competencias "materiales", de gestión de los intereses y asuntos que afectan al conjunto de la población, las de las Diputaciones son más bien "funcionales", en cuanto que se encaminan a asistir a los Municipios y a coordinar su actuación. En idéntico sentido M. Salvador Crespo, op. cit . pag 137 citando a Rafael  Jimenez Asensio .


��
	� De no prosperar la interpretación sugerida en la nota 9. 


��
	� Reconociendo que la LRSAL no distingue bien entre competencias, funciones sobre una materia de actividad pública y servicios públicos, garantía de prestación de una actividad declarada asi en el modelo de Estado Social,  como expresa Manuel Zafra Victor en Cuardernos de Derecho Local nº 34, pag 53.


��
	� Tenerife La Palma, Lanzarote y Gran Canaria cuentan con Consorcios Insulares de prevención y extinción de incendios. El resto se suple por medio de agrupaciones bomberos voluntarios, servicios insulares contraincendios forestales o parques municipales. 


��
	� Como en los supuestos del 36.1.c) se trata de la prestación de un servicio que debería estar insularizado para prestarse con mayor eficacia y eficiencia- En Tenerife se cuenta con un Consorcio Insular de Tributos, hasta la fecha de incorporación voluntaria, pero que a partir de la LRSAL deberá incorporar obligatoriamente a los municipios de menos de 20.000 habitantes. 


��
	� El concepto de coste efectivo de los servicios, a efectos de la financiación de los mismos, está destinado a tener un protagonismo en el futuro de la gestión pública, según Martín Bassols Coma, en Cuadernos de Derecho Local nº34, “La racionalización de la administración local, en el marco  de la sostenibilidad financiera; panorama general”, pag. 37.


��
	� Debe tenerse en cuenta también las modificaciones sobrevenidas de la legislación básica del Estado en esta materia: la Ley 20/2013 de 9 de Diciembre de Garantía de la Unidad de Mercado, la Ley 12/2012 de 26 de Diciembre  y la 2/2011 de economía sostenible.


��
	� Y su modificación por La ley 14/2009 de 30 de Diciembre  de adaptación a la Directiva de Servicios 123/2006


��
	� Modificada recientemente por la Ley 9/2015 de 27 de abril.


��
	� Derogado por las nuevas determinaciones  de la Ley 7/2011, de 5 de abril, de actividades clasificadas y espectáculos públicos y otras medidas administrativas complementarias.


��
	� Apartados C) y D) derogados por el TR 1/2000 de las Leyes de Ordenación de Territorio y Espacios Naturales  de Canarias.


��
	� La Ley de aguas  desarrolla la naturaleza jurídica consorcial, régimen jurídico, organización y funciones de los Consejos Insulares de Aguas en los arts. 9 a 21. Aprobándose mas tarde por Decreto del Gobierno los Estatutos de cada Consejo Insular


��
	� Artículo 128.- Consejo de Colaboración Insular.1. El Consejo de Colaboración Insular es el órgano de colaboración y cooperación permanente para la articulación de las relaciones entre la Administración pública de la Comunidad Autónoma y los cabildos insulares.�
	2. El Consejo de Colaboración Insular estará integrado por un número igual de representantes de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y de las administraciones insulares, correspondiendo la presidencia al consejero o consejera competente en materia de administraciones públicas.


	Entre los representantes de la Administración pública de la Comunidad Autónoma figurará con carácter permanente el consejero o consejera competente en materia de hacienda.


	3. Corresponden al Consejo de Colaboración Insular, sin perjuicio de las atribuidas a otros órganos, las funciones siguientes:


	a) La aprobación del acuerdo en el que se fijen las competencias que se transfieren a los cabildos insulares, las que siguen correspondiendo a la Administración pública de la Comunidad Autónoma y las que deban compartir la Administración pública de la Comunidad Autónoma y los cabildos insulares.


	b) La aprobación del método para el cálculo y determinación de los servicios, medios personales y materiales y recursos que deban ser traspasados a los cabildos insulares para el ejercicio de competencias transferidas o delegadas.


	c) El informe de los planes sectoriales de coordinación.


	d) El informe de las normas que regulen el contenido y tramitación de la memoria a que se refiere la letra d) del apartado 1 del artículo 30 de esta ley.


	e) Las demás que se le atribuyen en la presente ley y en el resto del ordenamiento jurídico.


	4. Para la adopción de los acuerdos del Consejo de Colaboración Insular será necesaria el voto favorable de la mayoría de los representantes de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y de la mayoría de los cabildos insulares.


	5. La composición, organización y funcionamiento del Consejo de Colaboración Insular se establecerá reglamentariamente por el Gobierno de Canarias.





��
	� En el que por cierto se generará una nueva categoría de materias, las compartidas entre la administración de la CCAA y los CbI (art.26) de las que no se tiene noticia en el resto del texto legislativo


��
	� Comisión Informativa  del Parlamento de Canarias creada por  el Reglamento del Parlamento de Canarias, arts. 56ª 62


��
	� Acuerdos del Gobierno de Canarias de fechas10 de enero y 28 de marzo  de 2014.


��
	� La LRSAL no prevé la posibilidad de delegación de los CbI a los municipios.


��
	� Véase al respecto la Circular nº 4/2014, de 7 de abril, de la Viceconsejería de Administración Pública, del Gobierno de Canarias  por la que se dictan Instrucciones para la adaptación de los convenios, acuerdos y demás instrumentos de cooperación, suscritos con anterioridad a la entrada en vigor de la LRSAL  y para la aplicación de las previsiones de esta ley en  materia de convenios.


��
	� Entendidas estas como un tertium genius respecto a las propias y las delegadas, conforme expresa el C. de E. en su dictamen al proyecto de ley  de 26 de junio de 2013.


��
	� La NOTA del MHAP expresa literalmente: 4ª.- La cláusula residual del art. 7.4: �
	Las Diputaciones provinciales podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las delegadas cuando concurran todos y cada uno de los requisitos materiales y procedimentales previstos en el art. 7.4 LRBRL. 





��
	� Véase la Circular º 3 de 2 de mayo de 2014 de la Viceconsejeria de Administración Pública del Gobierno de Canarias , que indica que solo se debe llevar a cabo respecto a competencias nuevas 


��



��
	� Reconociendo que la LRSAL no distingue bien entre competencias, funciones sobre una materia de actividad pública y servicios públicos, garantía de prestación de una actividad declarada asi en el modelo de Esatdo Social,  como expresa Manuel Zafra Victor en Cuardernos de Derecho Local nº 34, pag 53.


��
	� Este inciso puede interpretarse en el sentido amplio de impedir, conforme al nuevo marco competencial de la LRSAL, el ejercicio pleno de las competencias que a los Ayuntamientos transfiere la ley sectorial autonómica.


��
	� Artículo 1.- Objeto de la ley.Es objeto de la presente ley la regulación de los municipios y del resto de entidades de Canarias previstas en el artículo siguiente, en desarrollo de la legislación básica de régimen local, bajo el título competencial que le confiere el Estatuto de Autonomía de Canarias.�






��
	� 10.2. Son competencias delegadas aquellas sobre las que el Estado, la Comunidad Autónoma, los cabildos insulares u otras administraciones públicas hayan atribuido su ejercicio al municipio, conservando la titularidad la administración delegante.La Administración autonómica canaria delegará en los municipios el ejercicio de aquellas competencias autonómicas que por los principios de la sección 1ª de este capítulo sea conveniente que se lleven a cabo en el ámbito municipal.�
	La delegación se ajustará a la legislación básica de régimen local persiguiéndose la mejora en los servicios públicos además de una eficiente gestión pública tendente a la eliminación de duplicidades administrativas.


	La delegación respetará los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y no podrá tener una duración inferior a la prevista en la legislación básica.








��
	� Este precepto  (art.12.2) técnicamente es una Disposición Transitoria y entre ellas debería haber estado ubicado 


��
	� G. Trujillo Fernández, “La Comisión General de Cabildos Insulares”, Anuario de la Universidad y Parlamento de Castilla-La Mancha, 1999, pag 5 


��
	� Artículo 39. Las instituciones El sistema institucional autonómico está integrado por el Parlamento, el Gobierno, el Presidente de la Comunidad Autónoma y los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera sin perjuicio de su autonomía constitucionalmente garantizada.�






��
	� Artículo 71. Función ejecutiva de competencias Los Consejos Insulares, además de las competencias que les son propias, podrán asumir en su ámbito territorial la función ejecutiva y la gestión en las siguientes materias:�
	1. Montes y aprovechamientos forestales, vías pecuarias y pastos.


	2. Recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, régimen general de aguas. Aguas minerales, termales y subterráneas.


	3. Obras públicas.


	4. Estadísticas de interés insular.


	5. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones.


	6. Ferias insulares.


	7. Sanidad.


	8. Enseñanza.


	9. Cooperativas y cámaras.


	10. Planificación y desarrollo económicos en el territorio de cada una de las Islas, de acuerdo con las bases y con la ordenación general de la economía del Estado y de la Comunidad Autónoma.


	11. Contratos y concesiones administrativas respecto de las materias cuya gestión les corresponda en su territorio.


	Y, en general, cualesquiera otras que, en el propio ámbito territorial, correspondan a los intereses respectivos, de acuerdo con las transferencias o delegaciones que se establezcan para tal fin.


	Una ley del Parlamento establecerá el procedimiento de transferencia o delegación de competencias a los Consejos Insulares.





��
	� Artículo 73. Actividad de fomento y fijación de políticas propias de los Consejos Insulares Corresponde a los Consejos Insulares, en las materias que este Estatuto les atribuye competencia propia, el ejercicio de la actividad de fomento, sin perjuicio de la actividad que corresponda a la Comunidad Autónoma, y la fijación de políticas propias o, cuando así lo decidan, la fijación de políticas comunes con otros Consejos Insulares, y con otras islas, comunidades o con el Estado de acuerdo con el Gobierno de las Illes Balears.�



��
	� El legislador podría haber denominado a los Cabildos y Consejos Insulares por sus nombres, ya que el término utilizado, además de una falta de consideración institucional, no es jurídicamente correcto, pues las instituciones insulares no son equivalentes a las Diputaciones de régimen común , ya que poseen una naturaleza bifronte como instituciones de sus respectivas CCAA y ejercen un número mucho mas elevado de competencias propias.  


��
	� En el Preámbulo de la misma se anuncia que la Ley tiene como objetivo reforzar el papel de las Diputaciones y Cabildos y Consejos Insulares.(parrafo12)


��
	� Entendidas estas como un tertium genius respecto a las propias y las delegadas, conforme expresa el C. de E. en su dictamen al proyecto de ley  de 26 de junio de 2013.


��
	� Por lo que parece que esta limitación no regiría para los Cabildos Insulares, Consejos Insulares  y Diputaciones Provinciales de régimen común. Sin embargo la NOTA del MHAP expresa literalmente: 4ª.- La cláusula residual del art. 7.4: �
	Las Diputaciones provinciales podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las delegadas cuando concurran todos y cada uno de los requisitos materiales y procedimentales previstos en el art. 7.4 LrBRL. En el mismo sentido la doctrina mayoritaria: Véase por todos Mayte Salvador Crespo “Las competencias de las D.P. en la Ley 27/2013 de 27 de diciembre….” en QDL nº 34 pag 137








��
	� Cuya natural evolución será expansiva pues como dice el Dictamen del C. de E.(apartado V.a.2) : ha de recordarse que las Diputaciones Provinciales son entidades locales de representación indirecta que ostentan, entre otras, las competencias de coordinación de los servicios municipales entre sí para garantizar su prestación integral y adecuada en todo el territorio provincial; asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de menor capacidad económica y de gestión; y prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal (artículo 36.1 de la LBRL, en la redacción actual, que se mantiene en el anteproyecto). Así pues, a diferencia de las competencias municipales, que son fundamentalmente competencias "materiales", de gestión de los intereses y asuntos que afectan al conjunto de la población, las de las Diputaciones son más bien "funcionales", en cuanto que se encaminan a asistir a los Municipios y a coordinar su actuación. En idéntico sentido M. Salvador Crespo, op. cit . pag 137 citando a Rafael  Jimenez Asensio .


��
	� De no prosperar la interpretación sugerida en la nota 9. 


��
	� Reconociendo que la LRSAL no distingue bien entre competencias, funciones sobre una materia de actividad publica y servicios públicos, garantía de prestación de una actividad declarada asi en el modelo de Esatdo Social,  como expresa Manuel Zafra Victor en Cuardernos de Derecho Local nº 34, pag 53.


��
	� Como en los supuestos del 36.1.c) se trata de la prestación de un servicio que debería estar insularizado para prestarse con mayor eficacia y eficiencia- 


��
	� El concepto de coste efectivo de los servicios, a efectos de la financiación de los mismos, está destinado a tener un protagonismo en el futuro de la gestión pública, según Martín Bassols Coma, en Cuadernos de Derecho Local nº34 , “La racionalización de la administración local, en el marco  de la sostenibilidad financiera; panorama general”, pag. 37.


��
	� El art 39 en la redacción dada por la reforma del mismo por LO Ley Orgánica 3/1999, de 8 de enero ahora arts 70 y 71 del vigente reformado por LO  1/2007 de 28 de febrero6. Artículo 39.�
	«Los Consejos Insulares, además de las competencias que les correspondan como corporaciones locales, tendrán la facultad de asumir en su ámbito territorial la función ejecutiva y la gestión en la medida en que la Comunidad Autónoma asuma competencias sobre las mismas, de acuerdo con el presente Estatuto, en las siguientes materias:


	1. Demarcaciones territoriales, alteraciones de los términos municipales y denominación oficial de los municipios.


	2. Montes y aprovechamientos forestales, vías pecuarias y pastos.


	3. Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.


	4. Pesca en aguas interiores, marisqueo, acuicultura y caza.


	5. Recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, régimen general de aguas. Aguas minerales, termales y subterráneas.


	6. Patrimonio arqueológico, histórico, artístico y monumental, archivos y bibliotecas, museos, conservatorios y bellas artes.


	7. Asistencia social y servicios sociales. Promoción social de la infancia, la mujer, la familia, la tercera edad, los minusválidos físicos, psíquicos y sensoriales. Entidades benéficas y asistenciales.


	8. Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, medio ambiente y ecología.


	9. Carreteras, caminos, puertos de refugio, y aeropuertos deportivos y, en general, todos aquellos que no realicen actividades comerciales.


	10. Transporte de viajeros y de mercancías en el seno de su propio territorio insular.


	11. Obras públicas.


	12. Fomento y promoción del turismo. Ordenación del turismo dentro de su ámbito territorial.


	13. Deporte y ocio.


	14. Estadísticas de interés insular.


	15. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones.


	16. Ferias insulares. Denominaciones de origen.


	17. Fomento de la cultura.


	18. Sanidad e higiene.


	19. Enseñanza.


	20. Coordinación de la protección civil.


	21. Artesanía.


	22. Cooperativas y cámaras.


	23. Planificación y desarrollo económicos en el territorio de cada una de las islas, de acuerdo con las bases y ordenación general de la economía del Estado y de la Comunidad Autónoma.


	24. Contratos y concesiones administrativas respecto de las materias cuya gestión les corresponda en su territorio.


	25. Actividades clasificadas.


	26. Coordinación hospitalaria, incluida la de la Seguridad Social.


	27. Legislación laboral del Estado.


	28. Espectáculos y actividades recreativas.


	29. Instituciones públicas de protección y tutela de menores.


	Y, en general, cualesquiera otras que, en su ámbito territorial, correspondan a los intereses respectivos, de acuerdo con las transferencias o delegaciones que a tal fin se establezcan».





��
	� Téngase en cuenta la disposición adicional primera de la Ley 25/2006, 27 diciembre, de medidas tributarias y administrativas («B.O.I.B.» 30 diciembre), en virtud de la cual se atribuyen al Consejo Insular de Formentera las competencias que ha de asumir inicialmente en el momento de su constitución, entre las que se incluyen las de carreteras y caminos DISPOSICIONES ADICIONALES Primera. Consejo Insular de Formentera �
	1. En virtud de esta disposición se atribuyen al Consejo Insular de Formentera las competencias que ha de asumir inicialmente en el momento de su constitución, en las materias que se indican seguidamente, con la propuesta previa de la comisión mixta paritaria de transferencias encargada del traspaso, integrada por representantes nombrados por el Gobierno de las Illes Balears, el Consejo Insular de Ibiza y Formentera y el Ayuntamiento de Formentera.


	2. Se atribuyen al Consejo Insular de Formentera, dentro su ámbito territorial, las competencias en materia de urbanismo y habitabilidad; régimen local; información y ordenación turística; servicios sociales, asistencia social y Seguridad Social; inspección técnica de vehículos; patrimonio histórico, cultura y deportes; actividades clasificadas y parques acuáticos; tutela, acogida y adopción de menores; transportes terrestres; espectáculos públicos y actividades recreativas; agricultura, ganadería y pesca; artesanía; ordenación del territorio y carreteras y caminos, cuya titularidad y cuyo ejercicio fueron transferidas al Consejo Insular de Ibiza y Formentera mediante las disposiciones siguientes:


	a) Ley 9/1990, de 27 de junio , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Urbanismo y Habitabilidad.


	b) Ley 8/1993, de 1 de diciembre , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Régimen Local.


	c) Ley 9/1993, de 1 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Información Turística.


	d) Ley 12/1993, de 20 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Servicios Sociales y Asistencia Social.


	e) Ley 13/1993, de 20 de diciembre , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Inspección Técnica de Vehículos.


	f) Ley 6/1994, de 13 de diciembre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Patrimonio Histórico, Promoción Sociocultural, Animación Sociocultural, Depósito Legal de Libros y Deportes.


	g) Ley 8/1995, de 30 de marz , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Actividades Clasificadas y Parques Acuáticos y de Regulación de las Infracciones y Sanciones.


	h) Ley 3/1996, de 29 de noviembr , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Ordenación Turística.


	i) Ley 8/1997, de 18 de diciembre , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Tutela, Acogimiento y Adopción de Menores.


	j) Ley 13/1998, de 23 de diciembre , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Transportes Terrestres.


	k) Ley 7/1999, de 8 de abril, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.


	l) Ley 8/1999, de 12 de abril, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares de Menorca y de Ibiza y Formentera en Materia de Agricultura, Ganadería, Pesca y Artesanía.


	m) Ley 2/2001, de 7 de marzo, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Ordenación del Territorio.


	n) Ley 14/2001, de 29 de octubre, de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Servicios Sociales y de Seguridad Social.


	o) Ley 16/2001, de 14 de diciembre , de Atribución de Competencias a los Consejos Insulares en Materia de Carreteras y Caminos.


	3. El Consejo Insular de Formentera asume también, dentro su ámbito territorial, el ejercicio de la función ejecutiva y de gestión en las materias de transportes terrestres y de agricultura, ganadería y pesca, la competencia sobre las cuales fue delegada al Consejo Insular de Ibiza y Formentera mediante las disposiciones siguientes:


	4. Las competencias que asume el Consejo Insular de Formentera en las materias determinadas en esta disposición, las ejerce de conformidad con lo dispuesto en las mencionadas leyes de atribución de competencias y con el alcance y las limitaciones que establecen dichas disposiciones.


	5. Asimismo, corresponde al Consejo Insular de Formentera cualquier otra competencia o función que, a la entrada en vigor de esta disposición, se haya transferido, delegado o encomendado al Consejo Insular de Ibiza y Formentera.





��
	� El CI de Mallorca se negó en varias ocasiones a recibir la competencia transferida.


��
	� Artículo 1. Objeto de la Ley En atención a lo que establecen los artículos 39.12 de la Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía y 12.3 de la Ley 5/1989, de 13 de abril  , de Consejos Insulares, por esta Ley se atribuyen a los Consejos Insulares de Mallorca, de Menorca y de Ibiza y Formentera y con carácter de propias, todas las competencias ejecutivas y de gestión asumidas por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, en relación con las siguientes materias:�
	1. La gestión de las oficinas de información turística situadas en Palma-Aeropuerto, Palma-Avenida de Jaime III, núm. 10, Maó e Ibiza, respectivamente.


	Las anteriores oficinas, además de informar sobre los recursos turísticos de las Islas Baleares, realizarán las funciones de información y de distribución de material turístico que la Comunidad Autónoma les suministre.


	2. La autorización, el control y la tutela de las entidades de fomento del turismo, establecidas en las respectivas islas, así como su actividad promocional, de acuerdo con la legislación vigente.











��
	� Ver apartado 2.2.6.2


��
	� Debe tenerse en cuenta lo expresado en el Dictamen del C. de E. acerca de este extremo (V.b.1) y sus dudas de la competencia estatal.


��
	� Artículo 53 Naturaleza de las entidades locales menores 1. Los entes locales menores gozan de la naturaleza de ente local y tienen plena capacidad y personalidad jurídica independiente para el cumplimiento de sus fines propios. Para el cumplimiento de éstos, los entes locales menores están dotados de todas las potestades a que se refiere la legislación básica de régimen local para los municipios, excepto la potestad de expropiación y la de aprobación de planes de urbanismo. La potestad tributaria se concreta en el establecimiento de tasas por prestación de servicios o realización de actividades, el aprovechamiento de la vía pública, la imposición de contribuciones especiales y la fijación de precios públicos y tarifas.�
	2. El ayuntamiento garantizará a las entidades locales menores que no disminuya la calidad de los servicios que se presten en su ámbito territorial, con la aportación de los ingresos que sean necesarios, a cargo del presupuesto municipal, para el cumplimiento de sus funciones y el ejercicio de sus competencias.


	3. El ayuntamiento atribuirá a las entidades locales menores, de acuerdo con su número de habitantes y a cargo del presupuesto municipal, la dotación de recursos adecuados para el ejercicio de las competencias transferidas, así como las inversiones necesarias conforme se determine reglamentariamente.





	Artículo 54 Competencias de las entidades locales menores 


	Las entidades locales menores tienen competencia, en coordinación con el municipio, sobre las materias siguientes: 


	a) La administración y la conservación de su patrimonio, y la regulación y la ordenación de su aprovechamiento y de su utilización.


	b) La conservación, el mantenimiento y la vigilancia de las vías, los caminos y el resto de bienes de uso o servicio público de interés exclusivo de la entidad local menor.


	c) La concesión de licencias de obras menores.


	d) La mejora, la conservación y la reparación de las vías urbanas.


	e) La limpieza viaria.


	f) El alumbrado público.


	g) Las fiestas locales.


	h) El abastecimiento de agua y el mantenimiento de alcantarillado.


	i) La recogida de residuos.


	j) la ejecución de obras y la prestación de servicios comprendidos en la competencia municipal, de interés exclusivo de la entidad local menor y que no sean a cargo del municipio respectivo.


	k) Las demás que delegue el ayuntamiento








��
	� Véase en este aspecto el D-ley 2/2014.


��
	� BOIB 22 Noviembre 2014 , BOE de 5 de febrero de 2015.�






93

